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RESUMEN EJECUTIVO 

 

La presente investigación se denomina, “La eficacia jurídica del Procedimiento 

Abreviado a través de un proyecto de reforma y derogación de las reglas establecidas en 

el artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal”. El actual trabajo surge como 

necesidad de proponer, los fundamentos legales pertinentes que perfeccionen el 

procedimiento abreviado en el Ecuador, de manera que garanticen la tutela efectiva de 

los derechos y la seguridad jurídica. 

   

El objetivo general de esta investigación científica es analizar el impacto que las reglas 

del Procedimiento Abreviado regulado en el Código Orgánico Integral Penal 

ecuatoriano, tiene sobre los derechos del procesado y principios del debido proceso, de 

manera que a través del método histórico, analítico y estadístico, se obtuvo las 

principales concepciones doctrinales y prácticos de su aplicación en nuestro sistema de 

justicia ecuatoriano, debiendo éste estar vinculado a las garantías constitucionales como 

el debido proceso, tutela judicial efectiva de los derechos y a la seguridad jurídica, 

motivo por el que sus reglas deben ser claras. Pero al solo considerar a este 

procedimiento como un medio alterno para disminuir la carga procesal, se está 

inobservando la obligatoriedad que tiene el Estado ecuatoriano de crear normativas y 

procedimientos que prevengan la comisión de otros delitos, sin que se establezca 

ninguna clase de excepción para aquellos delitos que causen mayor daño y peligrosidad. 

Ante ello, se hace necesaria una reformatoria penal a las reglas que regulan el 

Procedimiento Abreviado en el Código Orgánico Integral Penal, de forma tal que doten 

a este procedimiento de mayor eficacia jurídica.  

Palabras Claves: Tutela Efectiva- Derechos- Debido Proceso- Seguridad Jurídica-

Eficacia Jurídica 
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ABSTRACT 

 

The present investigation is called, "The legal effectiveness of the Abbreviated 

Procedure through a Project of Reform and repeal of the rules established in article 635 

of the Integral Organic Code Criminal." The current work arises as a need to propose, 

pertinent legal bases that perfect the abbreviated procedure in Ecuador, so as to effective 

guardianship protection of rights and legal security. 

The general objective of this scientific research is to analyze the impact that the rules of 

the Abbreviated Procedure regulated in the Integral Organic Code Criminal have on the 

rights of the accused and principles of due process, so that through the historical, 

analytical and statistical method, the main doctrinal and practical conceptions of its 

application were obtained in our Ecuadorian justice system, which should be linked to 

Constitutional Guarantees such as due process, effective judicial protection of rights and 

legal security, which is why its rules Should be clear. But by considering this procedure 

as an alternative means to reduce the procedural burden, the obligation of the 

Ecuadorian State to create norms and procedures to prevent the commission of other 

crimes is being ignored, without establishing any kind of exception for those crimes that 

cause greater harm and ganger. In view of this, a criminal reformation is necessary to 

the rules that regulate the Abbreviated Procedure in the Integral Organic Code Criminal, 

in order to give this procedure more legal effectiveness.  

Keywords: Effective Guardianship- Rights- Due Process- Legal Security- Legal 

Effectiveness 
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INTRODUCCIÓN 

 

El sistema de enjuiciamiento penal constituye desde finales el siglo XX e inicios del siglo 

XXI, ha tenido una tendencia hacia la eficacia del derecho penal y la asimilación de 

elementos característicos del sistema acusatorio.  Esto implica un esfuerzo legal y práctico, 

en la concesión de derechos de las personas procesadas y establecimiento mayores 

garantías al debido proceso. Ecuador, no ha quedado al margen de estos esfuerzos. En su 

Código Orgánico Integral Penal, normativas penales que agrupa los preceptos sustantivos y 

adjetivos, establece desde sus primeros artículos, los principios sobre los que se rige el 

proceso penal, los que sustentados en principios constitucionales, permiten a los sujetos 

procesales, el disfrute de los derechos legales. 

En este sentido, el Procedimiento Abreviado, como herramienta procesal novedosa en la 

historia procesal penal ecuatoriana, destinada a lograr en el menor tiempo posible un 

enjuiciamiento penal debiendo así estar vinculado a las garantías constitucionales como el 

debido proceso, tutela judicial efectiva de los derechos y a la seguridad jurídica, motivo por 

el que sus reglas deben ser claras. Pero al solo considerar a este procedimiento como un 

medio alterno para disminuir la carga procesal, se está inobservando la obligatoriedad que 

tiene el Estado ecuatoriano de crear normativas y procedimientos que prevengan la 

comisión de otros delitos.  

Si bien es cierto, el sistema procesal ecuatoriano permite que los sujetos procesales ni el 

Estado incurran en largos y costosos los procesos, motivos por el que entra en práctica el 

procedimiento abreviado que permite terminar en corto tiempo los procesos penales, pese a 

la evasión de las etapas procesales que según la doctrina vulnera toda garantía básica 

constitucional, al implementar un procedimiento en el que la sentencia condenatoria nace 

de la admisión de los hechos que realiza la persona procesada, declarándose culpable.  

Debido a lo expuesto se ha evidenciado que el procedimiento abreviado no está cumpliendo 

con su verdadero objetivo que es el disminuir no solo tiempo para sustanciar un proceso y a 

su vez disminuir la carga procesal; sino que también disminuya la comisión de delitos que 

ponen en riesgo la seguridad ciudadana y la eficacia de la administración pública.   
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A tenor de ello, delimitar la eficacia de este procedimiento teniendo en cuenta su regulación 

legal, constituye sin lugar a dudas el principal objetivo de la investigación. Así, el presente 

estudio se ha estructurado en tres capítulos. 

El Capítulo I, delimitado como el problema, plantea las principales cuestiones que 

justifican el presente estudio. En este momento, se realiza el planteamiento del problema de 

investigación, en la que se formula el mismo, se logra sistematizar y delimitarse, 

permitiendo ante ello, establecer un conjunto de objetivos específicos que en su conjunto 

proveen los fundamentos necesarios para el cumplimiento del objetivo general. Finalmente 

en este capítulo, se realiza la justificación y fundamentación del tema de estudio, 

estableciéndose la hipótesis y planteándose la operacionalización del problema.  

El Capítulo II destinado al planteamiento teórico, en los que se analizan los antecedentes de 

la investigación, así como la determinación doctrinal y jurídica de las principales categorías 

investigadas. En este sentido se hace un estudio pormenorizado del procedimiento 

abreviado, determinándose sus principales definiciones, sus antecedentes legislativos en el 

Ecuador, objetivos, características, así como el papel del fiscal y del abogado defensor, 

concluyéndose con el análisis estructural con forme a las reglas contempladas en el COIP, 

se analizan las principales concepciones en torno al procesado y sus derechos. Así como 

también cuestiones concernientes al debido proceso. Finalmente se hace un breve análisis 

del procedimiento abreviado en el derecho comparado. 

Por su parte, el Capítulo III, se ha destinado al planteamiento metodológico y de los 

resultados de la investigación. En este sentido se plantea el diseño que asume el presente 

estudio, se delimitan los métodos, técnicas e instrumentos de la investigación, y se realiza 

la determinación de la muestra a la que se le aplicaría la encuesta, complementando la 

presente investigación con las entrevistas a profesionales del área legal tales como juez, 

fiscal y defensor público. Como aspecto esencial en este capítulo, es la tabulación, gráficos, 

análisis e interpretación de los resultados de la aplicación de las técnicas de investigación, 

permitiendo obtener una idea de la realidad procesal del procedimiento abreviado. Como 

punto final de este capítulo, se establece la propuesta, la que se justifica y desarrolla, 

permitiendo solventar las dificultades identificadas, planteando las conclusiones y 
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recomendaciones a las que se pueden arribar, después de realizar un estudio pormenorizado 

en torno a la eficiencia jurídica del procedimiento abreviado.    
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CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA 

 

1.1. EL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

El proceso penal ecuatoriano, como la mayoría de los procesos de este tipo en el mundo, se 

encuentran permeados de un conjunto de reglas y pautas de obligada observancia, que 

delimitan el comportamiento procesal de los sujetos presentes en el mismo. Estas 

normativas, están destinadas a garantizar, los principios y derechos que forman un debido 

proceso.  

En ello, se reúnen un conjunto de prerrogativas, de obligada observancia por cada uno de 

las partes del proceso, que deben garantizar el cúmulo de derechos asimilables a la persona 

que se encuentra en calidad de procesado. A él, como centro de atención del proceso pues 

su conducta es la causa que originó la activación del mecanismo jurisdiccional, se le deben 

garantizar todos y cada uno de los principios y derechos que regula la legislación.  

No obstante, en el Ecuador, con la inclusión del procedimiento abreviado en el sistema de 

justicia se produce un giro similar a lo que en otras legislaciones ya se encontraba, y con su 

inclusión en el Código Orgánico Integral Penal (COIP), se insertan nuevos riesgos y 

desmanes en cuanto a las reglas de su aplicación. Este procedimiento; tal y como se 

encuentra establecido en el COIP supone la necesidad de evaluar los elementos que 

suponen garantizan la seguridad jurídica y tutela efectiva de los derechos de la persona 

procesada, además de analizar qué tan eficaz ha resultado ser las reglas que ponen en 

práctica a este procedimiento.  

Como es sabido de la lectura del artículo 635 y siguientes del Código Orgánico Integral 

Penal (COIP), para que proceda el mismo la persona procesada deberá consentir no solo el 

sometimiento a este proceso, sino que deberá admitir el hecho delictivo al que se le atribuye 

su responsabilidad, pudiendo estar en contradicción con el principio de no 

autoincriminación que establece los principales instrumentos jurídicos internacionales, así 

como la doctrina asentada ya en torno a ello.  
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Los reducidos términos en los que se tramita el procedimiento, suponen sin lugar a dudas 

una restricción del derecho a la defensa,  proponer pruebas y otros que vulneran o socaban 

mínimamente el debido proceso. Ante estas circunstancias, se hace necesario realizar en el 

Ecuador, un estudio que permita delimitar el verdadero impacto que en estas categorías 

enunciadas y otras tantas, que provoca el procedimiento abreviado, pudiendo establecer la 

realidad, que en el entorno nacional ejerce esta clase de procedimiento.  

 

1.1.1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

 

¿Cómo influyen las reglas del Procedimiento Abreviado establecido en el Código Orgánico 

Integral Penal ecuatoriano, en la vulneración de los derechos del procesado y en los 

principios del debido proceso? 

 

1.1.2. SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA 

 

 ¿Habría una necesidad de reformular el Procedimiento Abreviado que ha sido 

regulado en el Código Orgánico Integral Penal? 

 ¿Provocaría algún beneficio en el sistema de justicia ecuatoriano, delimitar 

conceptualmente las principales categorías jurídicas afectadas con el Procedimiento 

Abreviado establecido en el COIP? 

 ¿Ejercería algún impacto social o jurídico, en el Ecuador la modificación de las 

reglas establecidas en el COIP, en relación con el procedimiento Abreviado? 

 

 

1.1.3. DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 

 

El problema que se plantea en la actualidad tiene lugar en todo el territorio nacional. Ante 

ello, el estudio se realizará teniendo en lugar las principales concepciones que en el entorno 

nacional han sido expuestas por los investigadores, académicos y profesionales del derecho 

en el Ecuador. A tenor de ello, se ha seleccionado para la realización de los temas prácticos 
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que este estudio impone, tomar como centro al que se dirigirá el presente estudio, los 

profesionales del derecho de Guayaquil, compuesto por los miembros del Foro de 

Abogados del Guayas y miembros del Consejo de la Judicatura de dicho cantón, 

delimitándolos a aquellos abogados, fiscales y jueces de garantías penales. 

En torno a ello, por la relevancia social que ha tenido dicho procedimiento en Guayaquil, 

así como el número de procesos de esta índole y las falencias que se han podido presentar,  

ha decidido central el presente estudio en Guayaquil.  

Otro aspecto pertinente, es la delimitación temporal. Para la consecución de los objetivos 

planteados en el presente estudio, se hace necesario establecer un periodo de tiempo en el 

cual se centre la consulta de los temas planteados y poder ofrecer una evaluación 

consistente en un marco temporal concreto. Así como, para alcanzar los planteamientos 

esenciales que han sido establecidos en la presente investigación se ha decidido tener como 

delimitación temporal, desde que entró en vigencia el COIP, en el periodo comprendido 

entre el año 2014 y lo que va del año 2017, los que ofrecerán en su conjunto los datos 

necesarios para concluir con una valoración en la realidad nacional, teniendo como 

referencia Guayaquil lo que acontece en torno al procedimiento abreviado y los derechos de 

los procesados.  

En cuanto al material, indudablemente el presente estudio varía entre derecho 

constitucional y derecho procesal penal. No obstante, el área procesal penal, es el más 

asimilables porque el procedimiento abreviado pertenece a este campo, aunque en él se 

materialicen un conjunto de derechos constitucionales y sustantivos penales que de alguna 

forma conformarían la esencia del entorno investigativo concreto.   

Así, en el campo jurídico, se establecerían tres normas legales esenciales en la 

confirmación de una investigación sustentada en el planteamiento de preceptos jurídicos 

establecidos. Entonces, serían la Constitución de la República del Ecuador (2008), el 

Código Orgánico Integral Penal (2014), y el Código de la Función Judicial (2009), las tres 

normas legales sustanciales que serán utilizadas y que se enmarcan, según su contenido, en 

el problema que ha sido definido con anterioridad. Por ello, serían estos tres textos 

nacionales, los que asumirían los enunciados principales en torno al procedimiento que se 
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estudia, y en cuanto a los derechos presuntamente en riesgo, con la realización de esta clase 

de procesos.  

 

1.2 OBJETIVO DE LA INVESTIGACIÓN 

1.2.1. OBJETIVO GENERAL 

 

 Analizar el impacto que, las reglas del Procedimiento Abreviado regulado en el 

Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, tiene sobre los derechos del procesado 

y principios del derecho penal, estableciendo con ello tanto una reforma así como 

una derogatoria penal. 

 

1.2.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 

 

 Delimitar doctrinal y teóricamente, los principios conceptuales del procedimiento 

abreviado, derechos del procesado y debido proceso. 

 Investigar, el impacto que el procedimiento abreviado establecido en el Código 

Orgánico Integral Penal ecuatoriano tiene sobre los derechos de la persona 

procesada y los principios del debido proceso. 

 Proponer, los fundamentos legales pertinentes que perfeccionen el procedimiento 

abreviado en el Ecuador, de manera que garanticen la tutela efectiva de los derechos 

y la seguridad jurídica.  

 

 

1.3. JUSTIFICACIÓN 

 

El Procedimiento Abreviado sin lugar a dudas favorece la celeridad procesal en los 

procesos penales actuales e indudablemente, posibilita que la justicia penal sea pronta, 

logrando un descongestionamiento del trabajo de los fiscales, y jueces de garantías penales, 

y asegurando que la persona procesada tenga una respuesta definitiva en su status jurídico 

en el menor tiempo posible. 
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No obstante ello, unido a estos beneficios innegables, el procedimiento abreviado impone 

dificultades que atentan contra los derechos del procesado, y los principios del debido 

proceso. Tal y como se encuentra establecido en el actual Código Orgánico Integral Penal 

ecuatoriano, uno de los requisitos para acceder a este procedimiento, es que, el procesado 

se limite a consentir someterse al mismo y admitir su participación en los hechos, tal y 

como han sido planteados por la Fiscalía.  

En la realidad, esto supone un acto de autoincriminación, contraria a las normas legales que 

la prohíben. En ello, se han evidenciado comportamientos no tan profesionales y garantistas 

de los derechos de la persona procesada que implican la realización de una negociación con 

la persona procesada en la que de forma sutil se le refiere que, si acepta los hechos, su pena 

será inferior y que de no hacerlo la sanción pudiera ser mucho mayor.  

En este sentido, aunque cuente con defensor público o privado, en la realidad de la persona 

procesada, en su mente, establece un conjunto de variantes que le provocan aceptar los 

hechos, aunque ciertamente no hayan ocurrido de la forma en que han sido narrados por la 

Fiscalía, atentando entonces contra el principio de la verdad material que persigue el 

derecho penal, pues no se ha establecido como requisito antes de ser aceptado por el 

juzgador de la causa, éste deber de verificar si los elementos con los que cuenta la o el 

fiscal conllevan a configurar la materialidad del delito y responsabilidad de la persona 

imputada. 

Ante la admisión y determinación de continuar el proceso bajo las reglas del Procedimiento 

Abreviado, los términos en los que se realizan las sucesivas acciones, son ínfimos, 

reducidos a su mínimo nivel, de manera que, a la persona procesada y su defensa, no le 

queda más remedio que aceptar pacíficamente todos y cada uno de los fundamentos de 

hecho establecidos por el Fiscal, sin la posibilidad de que se verifique que los elementos de 

convicción presentados en su contra, determinen la verdad de los hechos, sin poder 

defenderse de cuestiones no solo de hechos, sino de derechos lo que indudablemente afecta 

el derecho a una defensa consistente del procesado.  

Además de haberse dejado como un campo abierto las reglas del procedimiento abreviado 

que establecen que los delitos sancionados hasta un máximo de 10 años de pena privativa 
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de libertad, sin que se determine ninguna excepción en cuanto a los tipos de delitos que 

estén dentro del rango de la pena establecida, pero que hayan causado mayor daño y 

peligrosidad. Esto supone que se estaría favoreciendo con una pena ínfima a la persona 

procesada que ha cometido delitos que atenten contra la vida, integridad física o sexual y 

violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar.  

Estas cuestiones son, en esencial, varios de los elementos que justifican en el Ecuador, la 

realización de un estudio que analice con profundidad estos temas, y cómo se están 

evidenciando en la realidad. Es necesario conocer el criterio de profesionales del derecho 

que sean capaces de aportar con espíritu constructivista, sus valoraciones en torno a lo 

planteado, y conocer sus consideraciones sobre los beneficios y desventajas que supone el 

Procedimiento Abreviado en la actualidad. Con todos esos elementos, se estaría en 

perfectas condiciones para concluir con un criterio crítico sobre dicho proceso y en torno a 

ello, proponer las ideas y modificaciones pertinentes para dotarlo de seguridad jurídica.   

 

1.4. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Si se reestructuran las reglas del Procedimiento Abreviado establecidas a partir del artículo 

635 del Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, se respetará de mejor manera las 

garantías constitucionales como el debido proceso, tutela judicial efectiva de los derechos y 

la seguridad jurídica, perfeccionando su aplicación. 
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1.5. OPERACIONBALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 

 

UNIDAD DE 

ANÁLISIS 
DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTOS 

Procedimiento 

Abreviado 

Código Orgánico 

Integral Penal 

Art. 635 COIP Revisión Documental 

Encuesta a fiscales y 

jueces de garantías 

penales en Guayaquil y 

Abogados del Foro de 

Abogados de 

Guayaquil.  

Garantías 

Constitucionales 

del Procesado 

Normativa Procesal 

y Constitucional 

vigente 

Art. 76 Constitución 

Constitución 

Doctrina 

Técnicas 

Revisión Documental 

Encuesta a fiscales y 

jueces de garantías 

penales en   Guayaquil 

y Abogados del Foro 

de Abogados de 

Guayaquil. 

Principios del 

Debido Proceso 

Normativa Procesal 

y Constitucional 

vigente 

Art. 5 COIP 

Art. 569 COIP 

Doctrina 

Técnicas 

Revisión Documental 

Encuesta a fiscales y 

jueces de garantías 

penales en   Guayaquil 

y Abogados del Foro 

de Abogados de 

Guayaquil. 

 

Elaborado por: Raquel Fernanda Velásquez Suárez 
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CAPÍTULO II 

FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 

 

2.1 ANTECEDENTES REFERENCIALES Y DE INVESTIGACIÓN 

Diversos han sido los estudios que se han realizado sobre el procedimiento abreviado. Cada 

uno de ellos, han aportado posturas, consideración y doctrina que han enriquecido en su 

conjunto, la evolución y el desarrollo de la institución en sí. Para el académico Langer 

(2001) el procedimiento abreviado se ha impuesto en las últimas décadas, como el resultado 

de la implementación de mecanismos de negociación entre el fiscal y el procesado, 

teniendo como condición para acceder al mismo, la admisión por parte de este último, de su 

participación en el hecho delimitado por el Fiscal, y en dependencia de una u otra 

legislación, el juez tendría la facultad de aceptar o no, dicho procedimiento. 

Sobre este procedimiento se ha pronunciado el procesalista Cafferata Nores (1994), 

criticando la regulación en muchos ordenamientos legales del procedimiento abreviado, por 

cuanto desnaturaliza determinadas instituciones procesales que tradicionalmente han 

comprendido el deber del fiscal de demostrar la culpabilidad del procesado y del hecho de 

presumirse la inocencia, lo que no ocurre en la práctica del procedimiento abreviado, 

debido a que la responsabilidad de la persona procesada nace de la  autoincriminación 

mediante la declaración inculpatoria que realiza el mismo. Así, refiere que: 

La exigencia constitucional de demostración de culpabilidad tiene dos 

consecuencias, justificadas en el estado de inocencia de que goza el encartado 

durante todo el proceso (…) a saber: al encausado debe demostrársele su 

responsabilidad en el hecho (lo que ocurre a cargo del Ministerio Público), pues no 

está obligado a declarar contra sí mismo, su dicho no es un medio de prueba sino de 

defensa (…) la declaración del encartado es fuente de prueba y no prueba en su 

contra, si al Estado se le ha impuesto la carga de demostrar la culpabilidad del reo 

(…). (pág. 149) 

Teniendo en cuenta ello, en base a lo expuesto por el académico, es de indudable que en el 

procedimiento abreviado y sus reglas, en la realidad procesal de las partes, primero porque 

le resta al deber del fiscal de investigar a fondo el hecho, limitándose a demostrar la 

culpabilidad a través de la declaración de la persona procesada y algunos otros elementos 
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de convicción que soporten mínimamente los hechos esgrimidos, sin tener que realizar 

esfuerzo de presentar pruebas de cargo o descargo, ni mucho menos tener que practicarlas. 

La declaración o admisión de haber cometido el delito que debe realizar la persona 

procesada como lo indica el académico, se debe utilizar únicamente a favor de su defensa 

más no como prueba en su contra. Es decir, que aunque no se llegue a una investigación 

exhaustiva la fiscalía tiene el deber de demostrar la materialidad del delito y culpabilidad 

del procesado dentro del delito que se le imputa, sin que esto se vea limitado a la 

declaración de culpabilidad que éste realiza en su contra.   

El investigador Rafols Pérez (2004) realiza un adecuado análisis sobre el procedimiento 

abreviado, quien expone en torno a este tipo de procesos que: 

(…) confunde la celeridad que como valor debe presidir la tramitación procesal de 

las causas penales que el aceleramiento de las actuaciones procesales que casi 

siempre se logra a costa de las garantías del inculpado o del control judicial de la 

investigación y que acaba desnaturalizando la estructura garantista del proceso 

penal. (págs. 66-67) 

Este análisis, reafirma la postura en torno a que el procedimiento abreviado, a pesar de que 

es “(…) un mecanismo de aceleración para poder concluir (…) un proceso penal (…) 

propicia una justicia pronta y acertada; es una alternativa para el descongestionamiento del 

sistema (…) aporta beneficios a las partes (…) y a la sociedad” (Leyva Alamillo, 2013, pág. 

1), en la realidad las reglas que comportan este procedimiento, tal y como lo asevera Rafols 

Pérez y cuestión que se comparte, es que toda esa celeridad y descongestionamiento del 

trabajo de la función judicial, se hace a costa de las garantías que tradicionalmente han sido 

consideradas como informadoras de todo proceso penal garantista, en la que el procesado 

no se convierta en mero objeto del mismo, sino en sujeto central de la actuación de todos 

los sujetos procesales.  

Teniendo en cuenta estos aspectos referenciales enunciados, queda claro que en la doctrina 

no existe una postura absolutista en cuanto a las ventajas o desventajas que posee este 

procedimiento. Ciertamente tienen aspectos positivos y negativos. No obstante se evidencia 

en la realidad procesal, un intento desmesurado por insertar siempre que sea posible, al 

procesado en un juicio de esta naturaleza, por la celeridad con que se tramita y la seguridad 

que implica que la persona procesada reconozca los hechos, obteniendo así una sentencia 
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condenatoria con el menor gasto público que sea posible poniendo en práctica los 

principios de celeridad, inmediación y economía procesal.  Contrario a ello, derechos como 

de defensa, a la aportación de pruebas, el hecho de que se exige la confesión del procesado 

incriminándose, sin evaluar previamente, sí la fiscalía ha logrado demostrar la comisión del 

delito. 

 

2.2 NOCIONES GENERALES DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

Los antecedentes históricos del procedimiento abreviado, se encuentran en la antigua 

Roma, así como en los pueblos babilonios y griegos, en los que las personas podían 

someterse a un juicio en el que el magistrado escuchaba a las partes, practicaba las pruebas 

y dictada una sentencia en un mismo acto, lo que al decir de Barrera Ortiz (2007), podría 

considerarse como los antecedentes más antiguos y similares a lo que en la actualidad se 

conoce como juicio abreviado.  

En este sentido, Zavala Baquerizo (2008) considera que a pesar de que algunos 

investigadores consideran que el origen de este procedimiento se encuentra en el derecho 

anglo-sajón, lo cierto es que fue mucho antes, pudiéndose encontrar en la Ley de las XII 

Tablas algunos aspectos que se refieren a la negociación o arreglos en torno al conflicto 

generado por la ocurrencia de un hecho calificado como delito.  

Esta postura es ratificada por el académico español Miquel (1958) para quien en el proceso 

romano en la resolución de una causa, debían estar en un mismo momento las partes, en la 

que podrían transigir y dictarse el fallo antes de la puesta de sol, lo que evidencia la 

agilidad procesal con que debía solucionarse la cuestión. Todo ello sustentado en la citada 

Ley de las XII Tablas, que expresaba en su Tabla I lo siguiente: 

Rem ubi pacunt, orato. Ni pacunt, in comitio aut in foro ante meridiem caussam 

coiciunto. Com peroranto ambo praesentes. Post meridiem praesenti litem addicito. 

Si ambo praesentes, solis occasus suprema tempestas esto” (Cuando pacten, 

anúnciese. Si no pactan, que lleven su causa al comicio o al foro antes de mediodía. 

Durante la exposición, que estén presentes ambos. Pasado mediodía adjudíquese el 

litigio a quien esté presente. Si ambos están presentes, que la caída del sol sea el 

último momento). (Fatás, 1994, pág. 355) 
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  Esta mención a la normativa que se hace alusión, deja por sentado que desde dichos 

tiempos, ya se entendía la necesidad de agilizar los procesos y de culminarlos en el menor 

tiempo posible. Así, esta regulación constituye sin lugar a dudas una de las más antiguas 

alusiones a lo que en su devenir histórico constituye el fundamento del principio que 

impera en el procedimiento abreviado actual. A partir de ello, este espíritu enmarcado 

desde entonces, ha evolucionado a las diferentes materias, insertándose en el área penal, 

con sus requerimientos, formalidades críticas y ventajas.   

: 

2.2.1 CONCEPTO PROCEDIMIENTO ABREVIADO  

El procedimiento abreviado surge como consecuencia de una crisis en el proceso penal 

tradicional, vinculado con la morosidad imperante en el mismo. En este sentido el propio 

Cafferata Nores (1997) expresaba que: 

No puede discutirse la crisis por la que atraviesa el sistema de enjuiciamiento que 

hunde sus raíces en el derecho romano canónico con el colorido que le brindó la 

legislación napoleónica, tal vez por el fracaso del principio de legalidad entendido 

de manera absoluta y sin ningún tipo de concesión. (pág. 3) 

La postura establecida en torno a una de las posibles causas del surgimiento de procesos 

más cortos, supone la existencia de una realidad que delimita dificultades reales y concretas 

en los procesos penales de muchos países. La crisis a la que hace referencia el autor, es 

determinada en otra reflexión realizada por el procesalista Maier (1993) en la que expone 

que “La crisis del sistema penal y de la pena estatal es irreductible, aunque derive de 

múltiples factores. Es posiblemente parte de una crisis más amplia del propio sistema de 

organización social, sintéticamente, la crisis del Estado-nación, en el mundo moderno (…)” 

(pág. 47), refiriendo posteriormente que como consecuencia de ello: 

Los juristas y legisladores introdujeron ciertas modificaciones al sistema, todas ellas 

sumamente discutibles y discutidas en la actualidad, pues, como se verá, en todo 

caso producen un ataque contra las bases ideales originarias del sistema (…) se 

prosiguió con sistemas de abreviación del rito penal, que conducen, incluso, a 

negociaciones sobre la pena misma. (Maier, 2001, pág. 810) 

Estos elementos, constituyen en la actualidad una remisión al hecho de que, principalmente 

entre mediados y finales del siglo XX, el Derecho Penal se enfrentó a sus mayores 
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dificultades como rama del derecho, surgir un conjunto de problemas derivados de su 

naturaleza misma, que le imposibilitaban enfrentar el fenómeno penal con eficiencia y 

eficacia. Es así como los operadores jurídicos, después de ingentes esfuerzos, comienzan a 

establecer una reforma penal integral al derecho penal, mediante una etapa de 

modificaciones legislativas que aún perduran. Como bien expone Maier, la reducción de los 

términos y procedimientos en materia penal, constituyó uno de los hitos que identificaron 

esta reforma. Con ella, se erige de forma contundente, concreta, establecidas en la norma, el 

procedimiento sumario (actualmente abreviado), aunque unido a este también se 

estructuran otros como el procedimiento directo destinados a minimizar los términos.  

Para la investigadora Clariá Olmedo (2008), el procedimiento abreviado es diferente a los 

llamados procesos ordinarios, y lo califica bajo la modalidad de especial. Refiere que: 

La abreviación del trámite resulta de la simplificación legal de la actividad, dentro 

de la medida prudente para no afectar la acusación o la defensa, ni limitar 

indebidamente el ejercicio de la jurisdicción. Tiene su aplicación en causas por 

infracciones de menor o escasa identidad, o cuando la investigación resulta simple o 

sencilla porque las circunstancias permitieron en forma ágil o inmediata los 

fundamentales elementos de convicción. (pág. 305) 

Esta mención que hace la autora, es una clara visión de la naturaleza concreta de este 

procedimiento. En este sentido, la investigadora establece algunos aspectos de gran 

relevancia. Primero lo establece como una simplificación legal. Ello implica que el 

procedimiento abreviado, se debe regir por el principio de legalidad, esto quiere decir, que 

los funcionarios actuantes en un proceso penal, ya fuere en la etapa investigativa, de 

instrucción, de formulación de cargos, intermedia, del juicio oral. Supone que las reglas que 

identifican este procedimiento tienen que estar establecidas en la norma, por lo que 

cualquier sujeto procesal actuante, no podrá según su criterio particular, disminuir los 

términos en las condiciones y circunstancias que no estén debidamente reguladas en ley.  

Otro de los elementos que refiere la autora es lo referido a que dicha simplificación, deberá 

tomarse dentro de los parámetros de la prudencia, de tal forma que no afecte las garantías y 

derechos que rigen el debido proceso y que protegen los derechos del procesado. En este 

sentido, aunque ese es el espíritu, carece el término empleado por la investigadora de 

objetividad, en el sentido de que adolece de un entendimiento y comprensión adecuada de 
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qué entender por prudente, y en este sentido, no queda claro de la lectura de la cita, del 

alcance que tiene la prudencia, porque mientras que para algunas personas lo prudente 

responde a no afectar del todo un derecho, para otros significa restringirlo lo mínimo 

posible. 

Cuestión relevante es que, la investigadora establece que mediante este acto de disminución 

de los términos y plazos en este procedimiento, no puede vulnerarse, ni la acusación, la 

defensa. Sobre este aspecto, se es del criterio que, en la realidad concreta con la 

simplificación que caracteriza este tipo de procedimiento, debe ser únicamente aplicado en 

delitos menores que no requieran de una investigación más a fondo que alargue el proceso. 

En este sentido, el ejercicio de la acción penal, será favorecido, por cuanto al materializarse 

un conjunto de condiciones relacionadas a la persona procesada y el hecho mismo, 

disminuirá la carga investigativa y de actuación del fiscal, restringiéndose el esfuerzo en el 

juicio oral para demostrar la culpabilidad, teniendo la certeza de una sanción; mientras que 

el Juez, recibe una causa, en la que existe un cierto preacuerdo y en la que ya el propio 

procesado admite su participación en los hechos, disminuyendo igualmente su función de 

buscar la verdad, limitándose a complementar las exigencias legales.  

Así, pues quienes se pueden ver favorecidos con el planteamiento de un juicio abreviado, 

ciertamente al reducir el término en el que se encuentra sometido al proceso penal, serían el 

Estado y la persona procesada. El primero al no incurrir en gastos innecesarios pues se 

limita a presentar una acusación fundada en la admisión de los hechos que realiza el 

procesado y éste último se beneficia al negociar la reducción de su pena; todo esto a pesar 

de no haber acreditado ante el juez con certeza la culpabilidad que se imputa o sanciona.  

Sobre este tipo de procedimiento se pronuncia Vázquez Rossi (2011) quien refiere que 

tiene lugar “(…) ante casos de especial y notoria acreditación (flagrancia, libre confesión, 

registros televisivos o de otra índole tecnológica que reproduzcan fielmente lo acontecido) 

las habituales solemnidades probatorios y aun la misma discusión carecerían de sentido” 

(págs. 435-436). Esta idea es sin lugar a dudas muy interesante. Una primera cuestión que 

atrae la atención, en sentido preocupante, es que la investigadora se refiere a aquellos casos 

que delimita como especiales y de notoria acreditación. No se es partidaria de concebir esta 
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idea, pues con ella, se está estableciendo un criterio antijurídico – culpatorio previo, al 

momento de que el órgano jurisdiccional falle. 

Teniendo en cuenta lo planteado por este autor, la notoria acreditación, supone un 

reconocimiento anterior a la sentencia, del juicio de culpabilidad sobre el sujeto, de manera 

que, se podría concebir que el procesado desde muchos antes de que el juez obtenga la 

convicción, es culpable. Ello atenta contra el principio de presunción de inocencia, 

desnaturalizando uno de los pilares esenciales del proceso penal, y de las garantías del 

debido proceso contemporáneo. Es criterio de esta investigadora que tal como expone 

Vázquez Rossi, la flagrancia, libre confesión, registros televisivos o tecnológicos, 

constituyen una condición para acceder a uno u otro procedimiento, para obtener la certeza 

o convencimiento de una u otra cuestión relacionada con el hecho, pero no de forma a 

priori, sino cuándo y en las condiciones que el procedimiento lo estime.  

En este sentido, le corresponde al juez, y a nadie más obtener la certeza o como lo expone 

el autor, la notoria acreditación de un hecho calificado como delictivo. No puede 

considerarse por el fiscal o los órganos investigativos porque ello, incidiría en el 

tratamiento como tal al procesado, quebrantándose de mayor forma, sus derechos y 

garantías. Además, expresa Vázquez Rossi que ante esta situación las formalidades legales 

en el procedimiento, serían impertinentes, por cuanto ya, de antemano esa acreditación 

notoria, garantizaría la claridad sobre los hechos y vinculación del procesado con los 

mismos. Tampoco se comparte esta idea. Las formalidades y reglas procedimentales, se han 

establecido para ordena un proceso determinado. Han sido el resultado de siglos de 

esfuerzos y luchas por garantizar de mejor forma, los principios de un sistema de 

enjuiciamiento que tenga al procesado como su centro de atención y en ello se erijan 

esfuerzos por lograr que no se vulneren la seguridad jurídica y tutela judicial efectiva de sus 

derechos.  

Cada uno de los pasos y acciones en el proceso penal, ha sido estructurado en base a una 

rigidez que prevé el cumplimiento y respeto de cada acción de instrucción e investigación, 

para lograr un eficiente proceso en el que se descubra la realidad de los hechos, se obtengan 

los medios de prueba necesarios para convencer al juez y para lograr vincular a una o más 

personas, como partícipes de esos hechos calificados como delitos en la legislación. La 
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alteración de estos procedimientos particulares, inciden negativamente en el proceso penal 

en su conjunto, porque le restan credibilidad y con ello no garantizar un cumplimiento y 

respeto del resultado final, a partir de una desprotección de los derechos del procesado y de 

las garantías del debido proceso. Por ende, es criterio particular que ninguna condición, 

acción o circunstancia, puede generar innecesaridad en las solemnidades probatorias en un 

proceso penal.    

Para Carocca Pérez (2005), este tipo de procedimiento se manifiesta en aquellos casos “(…) 

en los que se permite omitir el debate y la producción de la prueba oral, solicitando al juez 

el pronunciamiento de su sentencia en base a un acuerdo entre el fiscal y el imputado, 

acompañado de su defensor” (págs. 251-252). En consideración, este es un concepto que se 

adecua un poco más a la realidad que delimita la naturaleza del juicio abreviado. En primer 

lugar supone una renuncia por parte del procesado y del fiscal, al debate penal. Esta fase sin 

dudas es considerada una de las más importantes dentro del proceso, porque es en ella 

donde cada uno de los litigantes expone y contradice a tenor de sus posturas, lográndose 

mediante ello el convencimiento del juez. No obstante en este tipo especial, se elimina este 

momento, renunciándose al debate de la prueba y exposición de argumento, en base a un 

acuerdo previo, que deberá ser admitido por el Juez; por lo que se debe tener certeza que se 

le está imponiendo una pena  acorde a su responsabilidad, algo que por ningún motivo debe 

restringirse.   

La jurisprudencia nacional no ha quedado al margen de esta definición. Así, la Corte 

Nacional de Justicia ha expuesto que: 

El fundamento del procedimiento abreviado es la negociación entre quien detenta la 

titularidad de la acción penal: la Fiscalía, y quien es titular de los derechos del 

debido proceso: la persona procesada. Ni la Fiscalía puede exigir a la persona 

procesada abreviar el trámite, ni la ley puede omitir para algunos casos el 

cumplimiento de los derechos de la persona procesada, ni el o la procesada puede 

exigir a la Fiscalía presente la acusación anticipadamente, o solicite en su favor un 

máximo de pena; pero si es lícito que las partes negocien para abreviar el trámite 

acortando etapas o diligencias procesales en razón de las titularidades que detentan 

y los beneficios que buscan: el fiscal ahorrar recursos, dedicar esfuerzos a otros 

casos; la persona procesada certeza en la sentencia condenatoria. (Sentencia No. 

1442-2012, 2012, págs. 14-15) 
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Esta es en esencia de lo que trata el procedimiento abreviado, de la renuncia a la 

producción de la prueba en la fase del juicio oral que en sentido general, se pudiera 

concebir como aquel procedimiento especial en que se manifiestan un conjunto de 

condiciones y circunstancias establecidas en ley que, establecen la posibilidad de cumplir 

con las exigencias y formalidades tradicionales y ordinarias del proceso penal, en el que el 

procesado y el fiscal llegan a un acuerdo normalmente ventajoso para el procesado, y ante 

el cual se solicita al juez o jueza la supresión del debate penal en el juicio, y que dicte el 

fallo cumpliendo las exigencias legales.  

   

2.2.2 ANTECEDENTES LEGISLATIVOS EN EL ECUADOR 

El procedimiento abreviado en el Ecuador, aunque ha sido insertado en el actual Código 

Orgánico Integral Penal (COIP), tiene antecedentes legislativos nacionales importantes, 

pues de un estudio de la legislación procesal penal anterior en el Ecuador, se observa 

determinadas reglas que constituyen el fundamento legal del actual procedimiento 

abreviado. No obstante, se hará referencia a las normas más relevantes que han establecido 

de alguna forma instituciones vinculadas al tema. 

Hacia el año 1853, se promulga en el Ecuador la Ley de Procedimiento Criminal, que 

derogó la anterior Ley de Procedimiento Criminal del año 1839. Anterior a este norma, 

rigió la Ley de Jurados, del año 1848, la que ya se pronunciaba en cuanto al sumario, 

estableciendo el término de 3 días para concluir el sumario, ante la ocurrencia de 

determinados delitos, momento en  el que se examinarán los testigos, se admitirán los 

documentos (art. 23); una vez concluido el mismo, el juez ordenará al fiscal que dentro de 

las 24 horas presente la acusación por escrito (art. 29) (Ecuador, Senado-Cámara de 

Representantes, 1848). 

Retornado a la Ley de Procedimiento Criminal del año 1853, en algunos momentos, hace 

alusión a cuestiones que indican necesidad de disminuir los plazos y términos procesales. 

En este sentido, se expone que la etapa probatoria podrá tener hasta 20 días en la que se 

ratificará o no los testigos del sumario, se le hará conocer dicha decisión a las partes (art. 

10), se examinarán, se propondrán y aprobarán o no las tachas de testigos y se evacuarán 
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todas las citas y confrontaciones (art. 11). Acto seguido se dictará sentencia 

cumplimentando determinadas exigencias y formalidades legales en el término de 15 días 

(art. 12). Un aspecto importante en ello es que establece sanciones pecuniarias para los 

funcionarios que por cualquier motivo, especialmente para los entonces llamados 

escribanos, cuando se demoren en la notificación o entrega de cualquier documento (art. 

12). (Ecuador, Senado-Cámara de Representantes, 1853) 

Otro texto de gran relevancia, lo constituye el Código de Enjuiciamiento en Materia 

Criminal del año 1871, que entró en vigor en el año siguiente. Sobre este aspecto, esta 

norma regula que en el caso del sumario, los jueces tendrán la obligación de velar que no se 

prolonguen con diligencias innecesarias o actuaciones no indispensables (art. 45); que no se 

admite ninguna excepción dilatoria (art. 47); el término de duración del sumario es de 10 

días (art. 125). Una cuestión importante, es que el legislador de 1871, estableció un 

procedimiento en las causas que no son de jurado, que al parecer se manifiesta en aquellas 

infracciones menores. En estos casos una vez realizada la acusación, el juez 

inmediatamente señala fecha para juicio verbal que no excederá del término de 15 días (art. 

285), en cuyo espacio tiempo se presentarán los interrogatorios y lista de testigos, se 

examinarán los mismos, y se evacuarán cualquier cuestión relacionada con la prueba (art. 

286). Otro aspecto fundamental, lo es aquellas disposiciones especiales a los juicios de 

contrabando, en la que la norma refiere que serán verbales y se reducirán a comprobar la 

aprehensión del contrabando y la perpetración del delito (art. 320). (Ecuador, Congreso 

Nacional, 1871) 

En los sucesores Código de Enjuiciamiento en materia Criminal del año 1892, Código de 

Enjuiciamiento en Materia Criminal del año 1906, y primer denominado Código de 

Procedimiento Penal del año 1938, con las subsiguientes codificaciones procesales penales 

y, sus sucesivas modificaciones, no hubo mayores alusiones que las planteadas en los textos 

anteriores. Como es sus antecesores, diversos articulados se referían a los términos y a la 

necesidad de agilizar en una u otra acción, determinado comportamiento de la policía, 

jueces y demás actuantes, pero nada con un mayor alcance y contenido en vinculación con 

lo abreviado.  
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El Código de Procedimiento Penal del año 1983, establece a partir de su Título VI, los 

llamados Procedimientos Especiales, en los que incluye por razón del Fuero (arts. 404-

414), y por razón de la materia (arts. 415-434) dentro de los que incluye aquellos delitos 

cometidos por los medios de comunicación social y aquellos que son pueden juzgarse 

mediante acusación particular. En estos procedimientos, los términos se reducen con 

respecto a los ordinarios, de forma tal que se comprimen los plazos que tienen las partes 

para presentar argumentos, pruebas, practicarlas, celebrar el juicio y dictar un fallo. 

(Ecuador, Congreso Nacional, 1983) 

Posterior a esta norma, se encuentra el Código de Procedimiento Penal del año 2000, que 

derogó su predecesor, y que en esencia, establece como los anteriores, menciones a este 

tipo de procedimiento. Así, como primer elemento vinculado se puede referir en su artículo 

6, referido a la celeridad, en la que hace mención al hecho de que en todas y cada una de las 

actuaciones procesales todos los días y horas serán hábiles, a los efectos de lograr una 

justicia pronto. Un pronunciamiento importante lo es, cuando dentro del campo del artículo 

37, el primer artículo s/n, derivado de la modificación realizada por la Ley No. 0, y 

publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 555 del año 2009, modificatoria del 

Código, establece en cuanto a los acuerdos de reparación que en aquellos delitos 

establecidos, el ofendido y el procesado podrán acordar debiendo presentar dicho convenio 

al fiscal quien remitirá al juez de garantías penales, el que lo aprobará en audiencia  

pública, oral y contradictoria, archivándose la causa hasta el cumplimiento, momento en 

que archivará definitivamente y el acuerdo tendrá el valor de sentencia definitiva. (Ecuador, 

Congreso Nacional, 2000) 

Así, a partir del artículo 369 establece de forma clara y precisa dentro de los 

Procedimientos Especiales, el Procedimiento Abreviado. En esta norma, se establece para 

los delitos o tentativas en la que la pena privativa de libertad no exceda los cinco años, 

cuando el procesado admite los hechos y someterse a dicho procedimiento y cuando se 

evidencie que dicho consentimiento ha sido manifestado sin ningún tipo de vulneración de 

sus derechos. (Ecuador, Congreso Nacional, 2000)  

El Código de Procedimiento Penal del año 2000, estuvo vigente hasta que en el año 2014, 

fue derogado por el Código Orgánico Integral Penal, quien mantiene pronunciamientos 
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esenciales en torno al procedimiento abreviado, perfeccionándolo y dotándole de mayor 

probidad, por cuanto ha posibilitado obtener las principales posturas que en torno a ello se 

han materializado en los últimos años, adecuando las instituciones a las nuevas condiciones 

de un Estado Constitucional de Derechos y Justicia y a las exigencias que los principios 

actuales del debido proceso y del derecho de los procesados, impone una realidad 

internacional cada vez más garantista; cuestiones que serán analizado en la medida que se 

desarrollen los temas en el presente estudio.  

 

PROCESOS PENALES QUE HAN CONCLUIDO EN EL PROCEDIMIENTO 

ABREVIADO  

Desde que se promulgó el Código Orgánico Integral Penal, el 10 de agosto del año 2014 los 

procesos penales que han concluido a través del procedimiento abreviado hasta lo que va 

del año 2017 han sido 841 casos, para lo cual se los ha representado en la siguiente tabla y 

gráfico:  

Tabla 1 

MES 2014 2015 2016 2017 TOTAL 

ENERO  -  40 53 8 101 

FEBRERO   -  20 47 9 76 

MARZO  - 40 29 4 73 

ABRIL  - 38 50 11 99 

MAYO  - 11 20 4 35 

JUNIO  - 28 22 -  50 

JULIO  - 37 11 - 48 

AGOSTO 23 48 13 -  84 

SEPTIEMBRE 25 37 28 -  90 

OCTUBRE 28 23 23 -  74 

NOVIEMBRE 19 22 9 -  50 

DICIEMBRE 19 23 19 -  61 

TOTAL GENERAL 114 367 324 36 841 

 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la Judicatura del Guayas 
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Gráfico 1. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

        Fuente: Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la Judicatura del Guayas 

 

Análisis: Mediante el gráfico se puede evidenciar la acogida que ha tenido el 

procedimiento abreviado en el sistema penal ecuatoriano, tomando como fecha referencial 

desde que fue promulgado el Código Orgánico Integral Penal, siendo esto el 10 de agosto 

del año 2014 hasta la presente. En este sentido tenemos que a partir de esa del año 2014, se 

tuvo 114 casos que concluyeron en este procedimiento reflejado en un 14%,  367 casos 

corresponden al año 2015, reflejando un incremento del 44%, en el año 2016 se 

sustanciaron 324 procedimientos abreviados, reflejando así un 38%; y en lo que va del 

presente año 2017, solo se han  tramitado 36 procedimientos abreviados, lo que pone en 

evidencia la disminución de su aplicación reflejada en un 4%, esto debido a la resolución 

062-2016 dictada por  la Corte Nacional de Justicia en la que se establece que la sentencia 

expedida en el procedimiento abreviado no es susceptible de la suspensión condicional de 

la pena.  De acuerdo a los datos proporcionados por la Unidad Provincial de Gestión 

Procesal del Consejo de la Judicatura se ha logrado que desde la promulgación del COIP 

14% 

44% 

38% 

4% 

Procesos penales que han concluido con el 
Procedimiento Abreviado (desde el 10 de Agosto del 

2014 hasta el mes de Mayo del 2017) 

2014 2015 2016 2017
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hasta la actualidad, se sustancien 841 procedimientos abreviados, en lo que indudablemente 

logró un ahorro en el gasto de administración de justicia, la celeridad e inmediación de los 

procesos.  

 

TIPOS DE DELITOS QUE LOS QUE SE HAN APLICADO ESTE 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL  

Según lo establece el Código Orgánico Integral Penal son susceptibles al procedimiento 

abreviado, aquellos delitos que no superen el quantum de la pena de 10 años privativa de 

libertad. Debido a esto la Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la 

Judicatura ha registrado que el procedimiento abreviado se ha dado en 38 tipos de delitos 

desde que entró en vigencia el COIP.   

Dado que no se existe excepción alguna, con  lo que respecta a los tipos de delitos que son 

susceptibles de este procedimiento, vemos que delitos como robo, hurto, tráfico ilícito  de 

sustancias  catalogadas sujetas a fiscalización,  tenencia y porte de armas, son los que con 

mayor frecuencia concluyen en procedimiento abreviado. Sin embargo a través de este 

procedimiento especial también se ha dado en delitos tales como Abuso sexual, muerte 

culposa, violencia física contra la mujer o miembros del núcleo familiar, lesiones causadas 

por accidente de tránsito, que si bien es cierto son delitos que atentan contra la vida 

tratándose así de delitos que causan mayor daño y peligrosidad para la seguridad humana 

consagrada y garantizada en la Constitución. Todos estos delitos se ven reflejados en la 

siguiente tabla de contenido:   
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Tabla 2 

 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la Judicatura del Guayas 

 

No. DELITO 2014 2015 2016 2017 TOTAL

1 ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS NO AUTORIZADOS 1 2 2 5

2 INGRESO DE ARTICULOS PROHIBIDOS 22 76 36 7 141

3 INTIMIDACIÓN 1 3 4

4 LESIONES (de  acción pública) 1 3 1 1 6

5 RECEPTACIÓN 2 17 25 3 47

6 TENENCIA Y PORTE DE ARMAS 23 37 19 2 81

7 TRÁFICO ILICITO DE SUSTANCIAS CATALOGADAS SUJETAS A FISCLIZACIÓN 20 62 61 3 146

8 VIOLACIÓN DE PROPIEDAD PRIVADA 6 8 14

9 ABIGEATO 1 2 3

10 ABUSO DE ARMA DE FUEGO 1 1

11 ABUSO SEXUAL 1 1 2

12 ACOSO SEXUAL 1 1 2

13

ALMACENAMIENTO, TRANSORTE, ENVASADO, COMERCIALIZACIÓN O DISTRIBUCIÓN 

ILEGAL O MAL USO DE PRODUCTOS DERIVADOS DE HIDROCARBUROS, GAS LICUADO 

DE PETROLEO O BIOCOBUSTIBLE

1 1

14 ASOCIACIÓN  ILICITA 1 1

15 ATAQUE O RESISTENCIA 1 2 5 2 10

16
CASINOS, SALAS DE JUEGO, CASAS DE APUESTAS O NEGOCIOS DEDICADOS A LA 

REALIZACIÓN DE JUEGOS DE AZAR
1 1

17 CONTAMINACIÓN DE SUSTANCIAS DESTINADAS AL CONSUMO HUMANO 1 1

18 DAÑO A BIEN  AJENO 1 4 4 1 10

19 DAÑOS MATERIALES 1 1

20 ESTAFA 2 1 3

21 EVASIÓN 1 1 2

22 FALSIFICACIÓN DE MONEDA Y OTOR DOCUMENTOS 1 1

23 FALSIFICACIÓN Y USO DE DOCUMENTO FALSO 1 2 3

24 FRAUDE PROCESAL 1 2 3

25 HURTO 7 29 25 4 65

26 INCUMPLIMIENTO DE DECISIONES LEGITIMAS DE AUTORIDAD COMPETENTE 3 4 2 9

27 INFRAESTRUCTURA ILICITA 1 1

28 LESIONES CAUSADAS POR ACCIDENTE DE TRANSITO 1 1 4 2 8

29 MUERTE CULPOSA 1 1

30 PRODUCCIÓN ILICITA DE SUSNCIAS CATALOGADAS SUJETAS A FISCALIZACIÓN 1 1

31 ROBO 24 109 101 6 240

32 SECUESTRO 1 1

33 SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD 1 3 1 5

34 TENTATIVA DE ROBO 1 1

35 TRAFICO DE MONEDA 1 1 2

36 USURPACIÓN Y SIMULACIÓN DE FUNCIONES PÚBLICAS 1 1

37 VIOLENCIA FISICA CONTRA LA MUJER O MIEMBROS DEL NÚCLEO FAMILIAR 1 1 10 1 13

38 VIOLENCIA PSICOLOGICA CONTRA LA MUJER O MIEMBROS DEL NÚCLEO FAMILIAR 1 1 2 4

TOTAL GENERAL 114 367 324 36 841
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Gráfico 2. 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la Judicatura del Guayas 

 

 

Análisis: Como ya se ha hecho mención, 841 casos han concluido en procedimiento 

abreviado, acuerdo a los datos proporcionados por la Unidad Provincial de Gestión 

Procesal del Guayas de los cuales se han escogido dentro del grafico 5 tipos de delitos en 

los que frecuentemente han con concluido a través del procedimiento abreviado: Se han 

dado 240 casos en delitos de robo representando así un 36%, en el  tráfico ilícito de 

sustancias catalogadas sujetas a fiscalización se han dado 146 casos lo que corresponde a 

un 22%, el ingreso de artículos prohibidos en donde se han sustanciado 141 procedimientos 

reflejando así un 21%, el 12% corresponde a la tenencia y porte armas en donde se han 

sustanciado 81 procesos a través de este medio alterno, y por último el delito de hurto se ve 

reflejado en un 9% dado que son 65 casos que se han sometidos al procedimiento 

abreviado. 
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Gráfico 3. 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Unidad Provincial de Gestión Procesal del Consejo de la Judicatura del Guayas 

 

Análisis: El procedimiento abreviado también ha sido aplicado en delitos que atentan 

contra la vida y la seguridad humana. Debido a esto se puede verificar que han concluido 

en procedimiento abreviado con menor frecuencia delitos tales como: Violencia física 

contra a mujer o miembros del núcleo familiar en donde tenemos 14 casos representados en 

un 41%, las lesiones causadas por accidente de tránsito figuran en un 25% con 8 casos 

abreviados, las lesiones que superan los 30 días (delito de acción pública), representando un 

19% dentro del gráfico, en el delito de acoso sexual se han sustanciado dos casos al igual 

que en el delito de abuso sexual los mismo que se ven reflejados en un 6% y finalmente 

tenemos al delito de muerte culposa en donde únicamente se ha sustanciado un solo caso 

representando un 3% . Por lo que podemos indicar que el procedimiento abreviado está 

siendo aplicado en delitos que atentan con la vida y la seguridad humana. 
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2.2.3 OBJETIVOS DE SU INCLUSIÓN EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

Diversos aspectos pudieran considerarse como los objetivos que provocaron en la realidad 

actual ecuatoriana, la inclusión del procedimiento abreviado en la forma como se encuentra 

en el Código Orgánico Integral Penal vigente. El investigador Vaca Andrade (2003) refiere 

en torno al objetivo del procedimiento penal en general que: 

La finalidad primordial sea la de permitir que dentro del proceso penal se practiquen 

diligencias necesarias para poder llegar a un cabal descubrimiento de la verdad 

histórica, en su sentido más amplio, completo y total, esto es, la forma en que se 

produjeron los acontecimientos, con individualización de cada uno de sus 

protagonistas y sus respectivas participaciones. (pág. 23) 

Teniendo en cuenta ello, queda claro que el procedimiento penal, tienen como finalidad 

máxima, la de delimitar cuál es la verdad material acontecida. Pudiera confundirse que el 

objetivo o finalidad sea la de descubrir al autor de un hecho y sancionarlo. A nuestra 

consideración no es esa, sino que se debe centrar en el descubrimiento de la realidad fáctica 

que delimita una lesión a un bien jurídico delimitado y protegido por el ordenamiento 

jurídico penal. Todas las demás cuestiones asociadas, como lo es la tipicidad, culpabilidad, 

antijuridicidad, elementos subjetivos, objetivos, sujetos y objetos del delito, constituyen 

una derivación, relevante igual, pero en definitiva, consecuencia de la búsqueda de esa 

verdad material.  

Es sin lugar a dudas una razón para mantener en el COIP el procedimiento abreviado, la 

necesidad de que el sistema procesal penal ecuatoriano sea mucho más ágil, para que se 

puedan tramitar y solucionar un conjunto de casos, cuyo material probatorio es notorio, que 

nos acerca al grado de certeza.  

La normativa del COIP en este procedimiento, no establece de forma expresa los objetivos 

que implica la inserción de este procedimiento especial. Adecuándolo en especial a este 

procedimiento, Narváez (2003) expresa que este, en esencia particular constituye una 

manifestación especial del procedimiento penal en general y que: 

En definitiva, la finalidad del procedimiento abreviado se contiene en la finalidad 

del proceso penal: la represión al o los responsables del hecho previsto como 

imputable, atípico, antijurídico y sujeto a sanción penal; desde luego, ya sin agravio, 

morosidad y discrecionalidad procesales. (pág. 152) 
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Existen otras finalidades alternas que igualmente no solo influyen en la determinación del 

procedimiento, sino que lo caracterizan, ya que constituyen elementos consustanciales a su 

existencia. En este sentido, como bien expone el investigador, sin la morosidad que impera 

en los demás procesos, por el de cursar natural y legal de los términos y plazos, erigiéndose 

la informalidad en un elemento que denota abreviación de los mismos. Para el procesalista 

Cafferata Nores (1996), el procedimiento abreviado tiene la finalidad sustentada en “La 

idea de lograr sentencias en un lapso razonable, con fuerte ahorro de energía y recursos 

jurisdiccionales y sin desmedro de la justicia (…)” (pág. 3); lo que evidencia estos 

objetivos derivados del mismo.  

Así, para que este procedimiento logre su finalidad, primero la búsqueda de la verdad 

material, y las subsiguientes, cumplimentando los elementos que caracterizan su naturaleza 

jurídica, de lo que se obtiene una disminución sustancial de la pena sugerida por el Fiscal, 

además debe tenerse en cuenta, un conjunto de disposiciones de obligada observancia 

relacionadas con la realización de una apropiada calificación de los hechos, así como dejar 

establecido con claridad el grado de perfeccionamiento de la conducta delictiva, si fue 

consumado o en tentativa. Se hace necesario establecer con precisión, el grado de 

participación de cada uno de los implicados de ser el caso; la manifestación o no de 

cualquier condición o circunstancias de exclusión o modificación de la pena a imponer; la 

naturaleza y alcance de la sanción; y el modo y término en que se procederá con relación a 

cualquier acto de reparación que sea necesaria solventar y que haya sido derivada de la 

comisión del hecho ilícito (arts. 636-639 COIP).  

Es sin lugar a dudas este procedimiento, una de las herramientas procesales con las que 

cuenta el operador jurídico en el país, así como el procesado, de obtener una justicia mucho 

más rápida y expedita, que pudiera concebirse como un instrumento que favorece al 

procesado por cuanto es sometido a un juicio ágil, en el que sus derechos y los principios 

del debido proceso, no pueden bajo ningún concepto, adulterarse o viciarse. Es posible 

igualmente que los intereses afectados con el acto delictivo, la víctima obtenga una 

reparación integral de daños, con mayor rapidez y eficiencia, pues no siempre la sentencia 

constituye un mecanismo eficaz en la reparación integral, por los obstáculos que supone su 

imposición, sin embargo, en este tipo de procedimientos, al tratarse de un acuerdo 
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sustentado en el consenso víctima-victimario, la reparación responde más a las necesidades 

y posibilidades concretas de los implicados.  

Otro de los beneficios innegables, son los que se manifiestan en el orden de la sociedad. Al 

disminuir los tiempos en los que se logra dictar un fallo y contados a partir de la detención 

o conocimiento del acto delictivo, se ejerce un impacto moral ante el hecho que implica que 

el comportamiento antijurídico de un sujeto posee de forma clara, concisa y rápida, una 

respuesta penal mediante la imposición de una sanción, pero además, se necesita con ello 

menores gastos que tendrían que ser destinados al sistema de justicia penal. Con este 

procedimiento, se tendrían que destinar menores recursos materiales y financieros a los 

entes encargados de la investigación, tramitación y resolución del caso, ejerciendo de esta 

manera el principio de economía procesal dentro del área penal. 

Otro de los objetivos que persigue la adecuación del procedimiento abreviado, es en cuanto 

al término de permanencia de personas en los centros de reclusión sin una sentencia 

dictada. Como es sabido, a mediados y finales del siglo pasado, aunque se mantiene en 

muchos casos hasta la fecha (Carranza, 2012), la población carcelaria o personas privadas 

de libertad en espera de sentencias, constituían un problema en la mayoría de los países de 

Latinoamérica. Con este procedimiento, el tiempo de estancia o permanencia de personas, 

no solamente las privadas de libertad mediante la imposición de la medida cautelar 

correspondiente, sino todos los sujetos que se hallaren asegurados de alguna forma, 

disminuiría potencialmente, la condición procesal del sujeto, en el menor tiempo.   
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2.2.4 CARACTERÍSTICAS DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

Al analizar las características del procedimiento abreviado ecuatoriano, en primer lugar, se 

debe plantear que estamos ante un procedimiento especial, que parte desde los delitos que 

pueden ser sometidos a este procedimiento, el COIP establece que solo se podrán sustanciar 

aquellos delitos con una pena máxima de hasta 10 años privativa de libertad. Si hacemos un 

retroceso al Código de Procedimiento Penal ya derogado, en este se determinaba que el 

procedimiento abreviado podría aplicarse en delitos menores sancionados con una pena 

máxima de cinco años, ahora bien actualmente la función judicial a tratado de forma 

desmesurada agilitar los procesos judiciales poniendo en práctica diversos principios que 

coadyuvan a mantener mayor estabilidad en lo que concierne a las garantías 

constitucionales. Pero al solo determinar como regla general en el procedimiento abreviado 

que sean admisibles los delitos sancionados con una pena máxima de 10 años privativa de 

libertad, acarrea que también puedan favorecerse aquellas personas que hayan cometido 

delitos que representan para la seguridad ciudadana un peligro eminente, delitos tales como 

la tenencia y porte ilegal de armas y aquellos delitos que se juzgan en grado de tentativa, y 

que a su vez sean beneficiados con una pena reducida cada vez que comentan un delito que 

no supere el máximo de pena establecida.  A esto se le suma que se deja a discreción del 

juzgador aceptar o rechazar la solicitud del procedimiento abreviado sin ninguna otra 

limitación o excepción.  

Otro elemento que caracteriza es procedimiento es que, mediante el mismo, se disminuye, 

restringe o elimina, la necesidad de practicar y producir las pruebas en el juicio, pues al 

presentarse el acuerdo al que ha llegado el fiscal y el procesado, se presume innecesaria en 

sentido general, la producción de los medios de pruebas recopilados en la fase de 

instrucción. También mediante este procedimiento especial, se logra una cercanía 

estrepitosa de la petición fiscal en cuanto a la entidad de la pena y a la posible sanción que 

aplique el Juez. En este sentido, queda claro que por imposición del propio COIP, el juez 

no pude imponer una sanción más severa que la solicitad por el fiscal (art. 635 numeral 6).   

Un aspecto relevante es el hecho de que, derivado de la aplicación de este procedimiento 

especial, es que el procedimiento implica de forma directa, que el Juez adquiere la potestad 

de fallar a tenor de lo planteado por las partes en el acuerdo que se le presenta, puede no 
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admitir que se sustancia la contienda legal a través del procedimiento abreviado, si 

determina que existe una insuficiencia en el cumplimiento de los requisitos exigidos, o 

porque se vulneren derechos del procesado o de la víctima o no se encontrare apegado a la 

Constitución o a los instrumentos jurídicos internacionales (art. 639 COIP), en sentido 

general, posee esta facultad.  

Un elemento que caracteriza y posee gran trascendencia en el procedimiento abreviado 

ecuatoriano es que, se trata de un procedimiento alternativo. En este sentido supone la 

decisión del procesado y el fiscal de, al darse las formalidades y exigencias establecidas en 

el COIP, de acceder a este procedimiento como alternativa al trámite en el que venía 

sustanciándose el proceso, por lo que, las partes pueden decidir a qué procedimiento 

acogerse.  

El procedimiento abreviado en el COIP, como se había hecho mención se erige en forma 

alternativa no solo con el procedimiento ordinario, sino que también se erige como alterno 

al procedimiento directo, regulado en el artículo 640 del COIP. Como bien se expresa en el 

párrafo final del artículo 637 que expresa que:  

En el caso de que la solicitud de procedimiento abreviado se presente en la 

audiencia de calificación de flagrancia, formulación de cargos o en la preparatoria 

de juicio, se podrá adoptar el procedimiento abreviado en la misma audiencia, 

sin que para tal propósito se realice una nueva. (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

(El resaltado es nuestro) 

En este sentido, mediante este pronunciamiento, aunque las reglas del procedimiento 

directo nada refieren es permisible que en la citada audiencia que hasta ese momento se 

haya tramitado bajo los requerimientos del procedimiento directo, se cambie en este 

momento al procedimiento abreviado, porque cualquiera de las partes, el procesado o el 

fiscal, así lo convengan y el juez lo acepte por cumplirse las formalidades legales exigidas 

para ello.  

El elemento facultativo es otra de las cuestiones que caracterizan este procedimiento. Como 

es sabido, le corresponde al fiscal, proponerle al procesado o su defensor, el acogerse a este 

procedimiento, después de revisar el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 

635 del COIP. Aceptado por el procesado, el propio fiscal presenta el sometimiento a dicho 

procedimiento al juzgador, quien tienen igualmente la facultad de acogerla o no (art. 639 
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COIP). En este sentido, se trata de una facultad discrecional del fiscal o el juez, pues 

ambos, al observar que se cumplen las exigencias legales, podrán decidir si, se tramita o no 

mediante este procedimiento. Pero igualmente es relevante que esta facultad de proponer le 

es solo atribuida al fiscal, sino que también, se deberá otorgar al propio procesado, pueda a 

través de su defensa proponer negociar su pena a través del procedimiento abreviado quien 

tiene que declarar su consentimiento expreso, sin el cual, no puede someterse al mismo.      

Ha sido el propio procesalista y académico ecuatoriano Zambrano Pasquel (2009), quien ha 

delimitado la naturaleza característica del procedimiento abreviado al señalar que: 

En el juicio abreviado no se observan los elementos de oralidad, publicidad, 

contradicción e inmediación, y no se lleva a cabo la reproducción de pruebas, lo que 

se hace es una vez obtenida la confesión se aplica la pena evadiendo todas estas 

garantías. (pág. 113) 

Esta postura, en lo esencial a la ausencia del principio de contradicción, se ha referido la 

Corte Nacional de Justicia, la que ha expuesto que “Como forma de justicia negociada, el 

procedimiento abreviado abandona el principio contradictorio, acortando etapas y 

diligencias procesales en razón de las titularidades que detentan la Fiscalía y la persona 

procesada y los beneficios que buscan” (Resolución No. 798-2015, 2015, pág. 11).  

Estos son, a pesar de toda ventaja posible, algunos aspectos característicos que ubican al 

procedimiento abreviado como una institución procesal que aunque brinda innegables 

ventajas, lo hace por sobre un conjunto de principios garantistas que debilitan los derechos 

del procesado y los principios y pilares del debido proceso. El investigador Cornejo Aguiar 

(2016) siguiendo las posturas de Vegezzi (Vegezzi, 2001) expresa que este procedimiento 

“(…) causa la violación del principio de la carga de la prueba, deformando el 

cognoscitivismo del proceso penal, volviéndolo meramente decisorio y puro ejercicio del 

poder con un escaso saber; decisión y poder del fiscal sobre el acusado” (pág. 1). Esta es 

una idea conclusiva del aspecto característico de este procedimiento, complejo, criticable y 

actual proceso, en el que no se logra un consenso sobre su pertinencia y beneficios, pues 

contrarrestan principios esenciales de todo proceso penal, cuestión que se comparte en su 

totalidad.   
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2.2.5 PAPEL DEL FISCAL EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

Desde hace décadas, las principales y predominantes tendencias del derecho, se han 

encargado de postular la necesidad de estructurar de mejor forma y con mayor impulso, los 

rasgos del sistema acusatorio en el proceso penal, disminuyendo a su porción mínima o 

eliminando, los rasgos del sistema inquisitivo, incluso en los sistemas de enjuiciamiento 

llamados o considerados mixtos, los que igualmente tienden a cada vez, en aras de lograr 

mayor garantías en el proceso penal, reducir los elementos identificadores en sus procesos 

que son típicos del sistema inquisitivo.  

El que un proceso penal asuma mayoritariamente postulados del sistema acusatorio, supone 

que un ente derivado del Estado, sea el que lleve a cabo la acción de acusación, lo que 

permite en gran medida, deslindar dentro de la gama de potestades estatales, las funciones 

acusatorias y las jurisdiccionales (Gimeno Sendra, 1980). Así en un Estado de Derecho, se 

diferencian dos funciones esenciales en cualquier sistema de justicia, contrario al sistema 

inquisitivo en la que un solo órgano poseía ambas facultades. Así  

(…) el sistema acusatorio se basa en la combinación de varios principios además de la 

proposición de la acusación por parte distinta al juez. Así, también incluye la paridad entre 

acusado e inculpado, la celeridad, la contradicción, la publicidad y oralidad del 

procedimiento, la exclusión de la libertad del juez en la recopilación de pruebas o la 

alegación de las pruebas por las partes. (Martínez Dalman, 1999, pág. 47) 

 

En este sentido, la fiscalía o como también ha sido denominado en otras legislaciones como 

Ministerio Fiscal, posee una amplia historia en su desarrollo, y en la actualidad su actuación 

se fundamenta en la consideración de que los hechos calificados como posibles delitos, 

afectan a toda la sociedad y por ende deben ser perseguidos siempre con el cumplimiento 

del principio de legalidad. Las contemporáneas reformas del sistema de enjuiciamiento en 

América Latina, refuerzan el papel que tiene el fiscal dentro del proceso en consonancia 

con el principio acusatorio y sustentado en una diferenciación clara y concreta entre las 

facultades acusatorias del fiscal, imponiéndole el deber de preparar los elementos 

pertinentes para ejercer la acusación, realizar y dirigir todas las diligencias investigativas en 

la etapa previa al juicio oral, bajo el cumplimiento de un conjunto de principios que 

refuerzan los rasgos del acusatorio. (Binder A. M., 1996)  
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En la actualidad, el papel del fiscal se encuentra en discusión, si se tiene en cuenta el rol 

que posee de ejecutor de la acción penal ante la posible comisión de un hecho delictivo y a 

la vez, garante de los derechos del procesado. En este sentido, en todo proceso penal, así 

como en el ecuatoriano, el fiscal se encuentra a una dicotomía en su función, algo que se 

encuentra establecido en su naturaleza estructural pero que sin embargo provoca un gran 

conflicto, pues a la misma vez que debe llevar a cabo la investigación para demostrar la 

culpabilidad de una persona, lo debe hacer cumpliendo el principio de legalidad,  

demostrando igualmente los elementos que le favorecen, cumpliendo las exigencias del 

debido proceso y respetando las garantías básicas constitucionales. (Martín Pallín, 1983)    

Es interesante la postura esgrimida por Álvarez Conde (1983) y Sainz Montero (1985), en 

la que sostienen que el papel esencial del fiscal dentro del proceso penal, no es la 

observancia del principio de legalidad en abstracto, sino de velar por el cumplimiento de 

los principios y valores que forman el ordenamiento jurídico en general, mediante un 

respeto absoluto a las normas constitucionales y los preceptos que mediante ella se 

implementan en leyes de inferior jerarquía. Pero unido a este deber de cumplir con la 

legalidad, el fiscal tiene una obligación esencial que es, respetar los derechos ciudadanos en 

el cumplimiento de sus funciones. Esto implica que en su actuación, no debe vulnerar los 

derechos de los intervinientes. (Martínez Dalmau, 1999) 

Habiendo realizado estas obligadas consideraciones generales en torno al papel del fiscal en 

cualquier proceso penal, es menester realizar las principales consideraciones en torno a su 

rol dentro del procedimiento abreviado en particular. De la lectura de los artículos 

establecidos en el COIP en torno al procedimiento abreviado, queda claro que el papel del 

fiscal es decisivo debido a que se le otorga nuevas facultades dentro del procedimiento 

abreviado.   

Una de las principales facultades que se le confiere al fiscal es el de proponer la aplicación 

del procedimiento abreviado, dentro de la contienda legal, hasta antes de llegar a la 

audiencia de evaluación y preparatoria del juicio, bajo las reglas del abreviado (art. 636 

COIP). Aunque ciertamente no es una potestad absoluta ya que el precepto se refiere a 

proponer, no imponer, al depender del consenso del procesado, supone indudablemente una 

facultad que le es concedida al mismo, siendo en este sentido inexistente un 
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pronunciamiento del COIP en torno a si, complementándose los requerimientos legales para 

acceder a este procedimiento, y fuere propuesto por el fiscal o por el procesado a través de 

su representante quien lo solicite.  

Como ha podido evidenciarse en el procedimiento abreviado el fiscal posee un papel 

relevante dado que es quien impulsa a que se ponga en práctica el procedimiento abreviado, 

ya sea en la audiencia de formulación de cargos o hasta antes de la audiencia de evaluación 

y preparatoria del juicio. Su rol esencial en torno a este procedimiento en particular, se 

manifiesta en estas etapas mediante el dominio que posee el fiscal en la proposición de 

sometimiento a este proceso, dependiendo de él, aunque se den los requisitos legales de 

forma que este sujeto procesal posee el papel decisivo en la asimilación de este 

procedimiento.   

Otro de los aspectos que delimitan el papel preponderante del fiscal en este procedimiento, 

es en cuanto a la negociación de la pena a imponer. El propio artículo 636 del COIP, 

establece que el fiscal junto con la propuesta de adherirse a este procedimiento, deberá 

establecer la calificación jurídica del hecho punible y la pena. En este sentido como ya se 

ha planteado, queda claro el aspecto consenso. Con ello, tanto la calificación como la pena, 

deberá convenirse con el procesado, pero no obstante, es el fiscal quien tiene, en 

dependencia del “(…) resultado del análisis de los hechos imputados y aceptados y de la 

aplicación de circunstancias atenuantes (…) sin que la rebaja sea menor al tercio de la pena 

mínima prevista en el tipo penal” (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014), que determina la 

propuesta de la pena a imputar, así como los elementos y circunstancias que determinarán 

el delito a imputar, así como los aspectos vinculados que consistirán en la modificación del 

marco penal o modificativa de la responsabilidad.  

De esta manera el análisis que el fiscal debe realizar de los hechos imputados deben ser 

claros y enfatizar que al tratarse de un proceso especial en donde no se presentan y ni 

practican pruebas, la fiscalía está obligada a presentar los elementos de convicción que 

justifiquen la formulación de cargos en contra de la persona procesada en atención al 

principio de legalidad. De esta manera demostraría la materialidad del delito que 

conllevaría a determinar la responsabilidad y participación del procesado dentro del hecho 

factico imputado.  
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2.2.6 PAPEL DEL ABOGADO DEFENSOR EN EL PROCEDIMIENTO 

ABREVIADO 

La abogacía, desde sus más lejanas manifestaciones históricas, ha estado en una relación 

dialéctica con la forma de organización estatal imperante, relación que da la tónica de la 

mayor o menor aceptación de las clases dominantes hacia esta específica labor profesional. 

Aún en los tiempos más remotos de la historia de Grecia (ver anexo 1) y Roma, (ver anexo 

2) en que no puede hablarse de la función de abogar en juicio como una profesión, pues era 

desarrollada fundamentalmente por familiares y amigos en Grecia, y por patronos y 

pontífices en Roma, existían disposiciones que regulaban el desempeño ante los juzgadores 

y sobre todo el propósito estatal de que se convirtieran en una forma habitual de labor y 

sustento de quienes lo desempeñaba. (Barcia Lago, 2007) 

En  la Grecia antigua los ciudadanos debieron sostener por si mismos sus derechos ante los 

jueces; en tiempos de Solón (v.640-558 A.N.E.) una disposición obligada a las partes a 

comparecer personalmente ante el Juez y explicar ellos mismos sus razones; con el tiempo 

se fue permitiendo la asistencia a cargo de amigos con dotes de oratoria a fin de que 

ayudaran en la exposición de los alegatos, pero sin recibir retribución alguna, aunque 

concedía una prestación social que podía franquear el acceso a cargos públicos. A este tipo 

de personaje se le conoció con el calificativo de synagor. (Barcia Lago, 2007) 

Con posterioridad surgió una figura denominada logógrafo, cuya función era proporcionar a 

los ciudadanos defensas preparadas de antemano las que eran leídas por los interesados ante 

el Juez. Esta figura se fue haciendo paulatinamente indispensable, convirtiéndose con el 

tiempo en verdaderos abogados consultores y litigantes al servicio del ciudadano. En Roma 

existía una diversidad de modalidades de asistentes jurídicos cuyas denominaciones tienden 

a confundirse y ligarse por los diversos autores: cognitor, procurator, patroni y advocati. 

No obstante el uso indistinto de los términos, los cognitores y procuratores eran 

representantes voluntarios vinculados generalmente al procedimiento civil en funciones de 

mandatario, remontándose sus antecedentes a la primera fase del procedimiento romano, o 

sea, el de acciones de la ley, aunque perduró en las fases subsiguientes. (Barcia Lago, 2007) 

Por otra parte, las figuras del oratoro o patroni y la del advocati jugaban un papel distinto 

al de los anteriores; su función era la de perorar ante el juez, pero no como representante de 
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los ciudadanos (quienes podían asistir solos o representados por un cognitor su función era 

persuadir al juez mediante su elocuencia). En Roma, al igual que en Grecia, no se permitió 

el ejercicio de la función de asistencia jurídica como una profesión remunerada. La Ley 

Cincia de Muneribus (550 A.N.E.) prohibido a los oratores recibir recompensas por sus 

servicios, lo cual fue ratificado por Augusto en el siglo I A.N.E. (Barcia Lago, 2007) 

Ahora, establecidos estos pronunciamientos sobre la naturaleza histórica de la abogacía, en 

torno al procedimiento abreviado la actuación del abogado es, en menor medida con 

respecto al fiscal, de menor entidad. Esencialmente su actuación dentro de este particular 

procedimiento, se restringe en dos momentos. Uno, a la decisión que adopte el procesado 

quien, a pesar de obtener los consejos técnicos legales del defensor, es quien decide en 

definitiva someterse o no a las reglas del abreviado. Dos, el abogado depende de la postura 

del fiscal de decidir si propone o no este procedimiento.  

En este sentido, el defensor en el procedimiento abreviado, como en los demás, actúa desde 

un primer momento, desde la detención misma, puede alertar al procesado de la posibilidad 

de recibir una propuesta del fiscal de someterse al procedimiento abreviado, 

estableciéndose desde un inicio, las reglas y consecuencias que se seguirían al ser aceptado 

por el juez. En este sentido, el abogado defensor tendría en su posibilidad desde el primero 

momento, de tener a su haber todos los elementos pertinentes que demuestren la cercanía 

del defendido a los hechos presuntamente realizados, y de ahí, tendrá los elementos 

necesarios para decidir si lo prudente es, acceder al abreviado que en esencia es admitir la 

responsabilidad o si por el contrario se puede proceder por un procedimiento ordinario de 

ser el caso, en el que existan mayores posibilidades de beneficios para el procesado.   

Otro aspecto importante en el papel que desempeña el defensor en este proceso es que, su 

ética y profesionalismo le deben imponer una conducta de responsabilidad en torno a no 

entorpecer la celeridad del proceso, mientras que le ofrece al procesado todos los elementos 

fácticos y de derecho que sean derivados de la aceptación y tramitación del proceso. En este 

sentido, aconsejar al procesado establecer exigencias inadecuadas al fiscal en torno a la 

sanción, o en la audiencia de calificación de flagrancia negarse al procedimiento y después 

hacer la petición cuando se evidencia un mayor cúmulo de pruebas que seguramente 
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propiciaran una condena mayor, constituyen algunas actuaciones contrarias al interés social 

y a los derechos de defensa técnica del procesado.   

En este procedimiento, se puede dar que el procesado desconozca las reglas, condiciones, 

exigencias y resultados posibles de adherirse al mismo. La rapidez con la que se obtienen el 

fallo, condenatorio siempre, a veces salta de la percepción objetiva del procesado, quien 

confía que tener más tiempo, o en que la audiencia donde se dictará el fallo, será más larga 

o se practicarán los medios de pruebas en su contra o su favor, cuestiones que en sentido 

general le corresponden al abogado defensor, esclarecer antes de la aceptación, con la 

finalidad de que la voluntariedad del procesado no sea vulnerada, ni se manipule, teniendo 

una idea correcta y acertada de la situación procesal a la que se somete. 

Como se ha evidenciado, el papel del abogado defensor es esencial, aunque no definitorio 

en el procedimiento abreviado. Su papel de garante de los derechos del procesado, lo 

ubican en una postura que permita con las condiciones del abreviado, proteger en la mayor 

medida que su cliente no haya prestado declaración sin su consentimiento ni que desee 

aceptar el procedimiento cuando no existen elementos de convicción suficientes, o cuando 

la calificación jurídica de los hechos y la pena propuesta por el fiscal sea desmedida o 

inadecuada, y que pudieran lesionar los derechos de la persona procesada.  

 

2.2.7 ESTRUCTURA DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO  

Un primer elemento es aquel relacionado con el inicio del procedimiento y su 

sustanciación. Las condiciones que deben darse para proceder con el procedimiento 

abreviado, se establecen en el artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal al referir 

que: 

Art. 635.- Reglas.- El procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad con las 

siguientes reglas: 

1. Las infracciones sancionadas con pena máxima privativa de libertad de hasta diez años, 

son susceptibles de procedimiento abreviado.  

2. La propuesta de la o el fiscal podrá presentarse desde la audiencia de formulación de 

cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio.  

3. La persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación de este 

procedimiento como la admisión del hecho que se le atribuye.  
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4. La o el defensor público o privado acreditará que la persona procesada haya prestado su 

consentimiento libremente, sin violación a sus derechos constitucionales.  

5. La existencia de varias personas procesadas no impide la aplicación de las reglas del 

procedimiento abreviado.  

6. En ningún caso la pena por aplicar podrá ser superior o más grave a la sugerida por la o 

el fiscal. (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 

Aunque son claras las exposiciones que realiza este precepto, cabe destacar algunas 

cuestiones relevantes. En primer lugar, se tiene que el numeral 1, establece el límite para 

aquellos delitos en cuanto a la cuantía de años en la pena privativa de libertad, en la que 

puede aplicarse el procedimiento. En este sentido, aquellos comportamientos que impliquen 

hechos delictivos en los que su pena máxima no exceda los diez años de privación de 

libertad, excluyendo por disposición concreta aquellos delitos cuyas penas excedan esa 

cantidad de años.  

En este punto es necesario establecer la finalidad de esta primera regla que para la función 

judicial ha sido de gran a porte en observancia a los principios de celeridad, inmediación y 

economía procesal; minorando en gran porcentaje la carga procesal y el descongestionando 

el sistema procesal penal. A pesar que esto representa que sean susceptibles al 

procedimiento abreviado delitos que estén dentro del rango establecido, pero que causan 

mayor daño y peligrosidad no solo a la víctima sino más bien aquellos que causan 

conmoción social y ponen en riesgo la seguridad ciudadana o aquellos delitos en los que se 

juzguen como tentativa. En el afán de ofrecer una justicia ágil se deja este campo abierto 

sin haberse determinado ninguna excepción. Esto a consideración de esta investigadora 

constituye una falencia delimitada por los asambleístas, dado que la naturaleza del 

procedimiento abreviado desde un principio fue para ser aplicado en delitos menores, que 

no ameriten ser llevados a un proceso en donde sí se deben aplicar todas las etapas 

procesales. 

Una segunda condición es que para presentar un proceso en esta modalidad, deberá existir 

una conformidad por parte del procesado de someterse a las reglas del procedimiento pero 

tan importante como ello, es la confesión del hecho que se le imputa. En este sentido, 

deberá tenerse una declaración del procesado en la que admite ser responsable de los 

hechos, pero a pesar de ello deberá tomarse con reserva, puesto que en nuestro régimen 

procesal penal la confesión, o más propiamente el testimonio de la persona procesada, es un 
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derecho que éste debe y puede ejercitar o no, libre y voluntariamente en función de su 

defensa  y  por tanto en ningún caso se considerará como prueba en su contra, obligando al 

fiscal a practicar los demás actos procesales necesarios para demostrar la existencia del 

delito y la responsabilidad del procesado (art. 509 COIP).  

A consideración de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador: 

El procedimiento abreviado no exige una confesión judicial de culpabilidad, ya que 

lo que se pide para la aplicación de éste procedimiento especial es la aceptación del 

hecho que se le atribuye, lo cual es menos que la exigencia prevista como atenuante 

de la pena: confesión voluntaria. (Sentencia No. 1442-2012, 2012, pág. 15) 

Tal declaración del acusado no precisa de ningún especial requisito según el texto de la ley. 

Sin embargo, se podrían considerar determinados criterios sobre determinados 

requerimientos que debe contener esta aceptación por parte del procesado de su 

responsabilidad en los hechos.  

Debe tenerse presente que la declaración del procesado auto incriminándose, es una 

condición necesaria para la aplicación del procedimiento abreviado, es decir que el 

reconocimiento su responsabilidad se constituye como un elemento de defensa 

permitiéndole a este conseguir una pena reducida en un tercio, a esto se le suma la  

evidencia sobre los hechos y su participación, para  aligerar el proceso. 

Otro elemento que deberá tener como condición para el inicio de este procedimiento es que, 

el abogado defensor, ya fuere público o privado, tendrá que acreditar ante el Juez que el 

procesado ha declarado admitiendo su participación en los hechos, de forma voluntaria y 

sin que sobre el mismo se haya provocado ningún tipo de coacción ni vulneración de sus 

derechos, o intimidación que lo haya llevado a la firma de dicha declaración. De lo que se 

trata es que, mediante la participación activa del defensor, se obtenga una confirmación de 

que, su cliente ha declarado ser el autor o partícipe del hecho delictivo que se le imputa, en 

las circunstancias y condiciones ilimitadas por el fiscal, y que para ello haya presentado los 

elementos de convicción necesarios para fundamentar su acusación, tratándose así la 

actuación del defensor de la persona procesada como un mecanismo de legitimación  

ratificando que los derechos del procesado no se hayan vulnerado.  
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Un aspecto esencial para el inicio que apoya la promoción de este procedimiento es que, en 

aquellos casos en los que exista un conjunto de autores o partícipes en el hecho delictivo, el 

testimonio de alguno de ellos cumpliendo con las exigencias establecidas en el COIP para 

el abreviado, no impide el tratamiento bajo dichas formalidades aunque para el resto de 

implicados no se rijan por el mismo, de manera que tampoco afectan a los demás, la posible 

implicación que realice el procesado.  

En relación con lo antes tratado la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

establece en su artículo 8 referido a las garantías judiciales, en su numeral 2 inciso g que 

toda persona inculpada de un delito tiene “derecho a no ser obligado a declarar contra sí 

mismo ni a declararse culpable” (OEA, 1969). En este sentido, a consideración de Alonso 

& Buffone (2007) la confesión del sujeto es voluntaria cuando “(…) quien confiesa lo hace 

según sus intenciones” (pág. 10); mientras que una confesión con coacción es aquella que 

tiene lugar cuando se emplea un: 

(…) procedimiento o método, ya sea físico o psicológico, por el cual se coaccione a 

una persona para que confiese determinado hecho. Así, el uso de medios científicos 

o técnicas como la utilización de psicofármacos, hipnosis, “detectores de mentiras” 

o “sueros de la verdad”, que actúan sobre el sujeto anulando o disminuyendo la 

voluntad y obteniéndose de él un relato involuntario. (págs. 10-11) 

Partiendo de ello queda claro que la confesión voluntaria es o la declaración del procesado, 

debe formularse sin ninguna de las coacciones a las que se hace referencia en la cita 

anterior, pues este debe nacer de la voluntariedad del procesado y ejercida en favor a su 

defensa siempre y cuando primero se haya logrado establecer por la o el fiscal la verdad 

material que verifiquen su culpabilidad en el delito cometido. 

Un segundo momento, es la tramitación en la audiencia donde se solicita que se tramite y 

admita el proceso por las reglas del procedimiento abreviado. Si el juzgador estimara que lo 

procedente fuera no admitirlo y continuar con el trámite en el que venía siendo sustanciado. 

Si el juzgador aprueba continuar el proceso mediante el procedimiento abreviado, instalará 

la audiencia de forma inmediata y procederá a dictar la sentencia condenatoria. Es 

conveniente hacer notar aquí que los abogados que actúen en estos procedimientos 

especiales deberán poner en práctica una defensa técnica adecuada al caso, solicitando y 

verificando que los elementos que haya presentado la o el fiscal y que conlleven a la 
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responsabilidad y participación de su defendido, que sean suficientes para ser declarado 

culpable además de haber sido evaluados y aceptos por el juez, ya que alguna omisión 

puede tener consecuencias irreparables al estar frente a un procedimiento contrario a lo que 

dice la doctrina penal, en el que solo se dictan sentencias condenatorias. 

Un aspecto importante es que, en la audiencia el fiscal no se debe restringir al 

planteamiento de los hechos sino que deberá fundamentar jurídicamente los mismos, lo que 

al parecer implica la demostración de la vinculación del procesado con el delito cometido, 

así como lo relativo a la calidad de su actuación y alcance de la misma.  

En lo que se refiere a la confesión del acusado en la audiencia, se es del criterio que las 

retractaciones del acusado al respecto deben resultar causa de abandono del procedimiento 

abreviado no siendo suficiente con que esa condición hubiera existido en un momento 

determinado, por cuanto la declaración de la persona procesada no puede ser el único 

elemento para la formación de las convicciones del juzgador. 

Otro elemento a tener en cuenta en esta audiencia es si ¿sería posible introducir 

modificaciones en el convenio de las partes?  En realidad, aunque resulta poco probable 

que se produzca un cambio en el enfoque del hecho sin que se hayan reanalizado los 

elementos que sirvieron de base al relato fáctico, no hay nada que lo prohíba, y sería poco 

práctico cerrar tal posibilidad porque podría ser necesaria, sobre todo para la acusación, a 

los efectos de rectificar algún posible error en cuanto a la calificación u otro elemento 

técnico del asunto, aun cuando no conlleve variaciones en la solicitud de sanción o incluso, 

con trascendencia a la pena interesada. 

En este sentido, aceptar la imputación del fiscal es un derecho que podría ejercitar el 

procesado si entiende que le resulta favorable y aunque ello implica una aceptación plena 

de su responsabilidad, si el acusado está conforme con la petición de la acusación y además 

existen en las actuaciones elementos suficientes para considerar fundadamente que es el 

autor de los hechos, ¿qué sentido tiene continuar con los trámites procesales que deberán 

conducir al mismo resultado? No se trata aquí de relevar a la parte acusadora de la 

obligación de justificar la acusación del cometimiento del delito porque el acusado admite 
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su responsabilidad, sino de dispensar al órgano de justicia de la obligación de examinar un 

caso respecto al cual no existe litigio entre las partes. Esta reflexión es válida. 

También es válido el considerar que este acto no significa que no se garantice el derecho a 

la defensa, sino que se reconoce a la parte interesada en él, la facultad de renunciar a su 

ejercicio cuando considere que ello es concordante con su interés particular. Al decir del 

procesalista Fairén Guillén (1995), con estos mecanismos “(…) aparecen los actos 

dispositivos del proceso por las partes, al menos desde que tales actos de adhesión o 

reconocimiento de hechos se produce, el proceso puede terminar” (pág. 440).  

Como el procedimiento abreviado surge del acuerdo entre el fiscal y el procesado, el 

juzgador no podría imponer una sanción mayor que la solicitada por el fiscal, ni apreciar 

circunstancias que pudieran conllevar una agravación de la pena, sin que el Fiscal las 

hubiere puesto de manifiesto, pero nada impide que disponga una sanción inferior o admita 

en su sentencia solamente alguna de las circunstancias calificadas por la acusación y 

desestime otras, como resultado de la evaluación y aceptación de los elementos de 

convicción que le permiten admitir que el trámite se someta al procedimiento abreviado,  en 

observación al principio de tutela judicial efectiva. Así mismo el COIP establece 

claramente que el juez en este tipo de procedimiento, dictará sentencia condenatoria, 

excluyendo así, la posibilidad de declaración de inocencia.  

Aunque en el actual COIP se establece como única posibilidad el fallo condenatorio, 

anteriormente no era así, cuestión que no solamente derivaba del anterior Código de 

Procedimiento Penal, sino que fue reconocido por la propia jurisprudencia ecuatoriana. Así, 

la Corte Nacional de Justicia expresó en su momento que “En el sistema ecuatoriano la 

aplicación del procedimiento abreviado no lleva obligatoriamente a la imposición de una 

pena”. (Sentencia No. 1442-2012, 2012, pág. 12) 

Estas en esencia, constituyen las principales posturas que se derivan de un análisis 

exhaustivo del procedimiento abreviado regulado en el COIP. Su estructuración aunque 

justificables, adolece de algunas cuestiones que han sido criticadas y demostradas y que 

merecen atención, en el sentido de perfeccionar su aplicación y que el COIP regule el 
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mismo de forma más clara y precisa, aplicando la tutela judicial efectiva para cada una de 

las partes inmersas en el procedimiento abreviado. 

 

2.2.8 LA IMPUGNACIÓN DEL FALLO EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

Si las partes acuerdan la calificación jurídica de los hechos y la pena, condición para que 

procediera el procedimiento abreviado, entonces cabría preguntar si ¿sería necesaria la 

posibilidad de aperturar la impugnación del fallo? 

En esencia, ambas partes, el fiscal y el procesado, están de acuerdo en todos los 

fundamentos de hecho y derechos que sustentan la decisión del Juez, quien únicamente 

podría imponer una pena inferior, pero sin tener la posibilidad de agravarla por lo que, nace 

del convenio previamente acordada y aceptada entre el fiscal y el procesado, por lo que en 

esencia, no se necesitaría tener el derecho a impugnar. No obstante ello, en el caso 

ecuatoriano, el COIP no se pronuncia, acerca de la posibilidad de recurrir a segunda 

instancia la sentencia dictada en el procedimiento abreviado, contrariando uno de los 

aspectos en los que se fundó el abreviado, en lo referente a hacerlo ágil y con celeridad 

procesal.  

En este sentido, la asamblea del año 2014, establece un procedimiento con la finalidad de 

abreviar el proceso, agilizar la impartición de justicia entre otros objetivos, pero sin 

embargo, aunque la naturaleza del proceso le impone un consenso entre las partes, deja 

abierta la posibilidad de que las partes impugnen el fallo, aunque cuando su acuerdo fue 

pilar para el dictado de la sentencia, provocando con ello una dilación. Este análisis, se 

comparte que haya permitido y dejado abierto la posibilidad de impugnación.   

Para la investigadora Barberá del Riso (2001) “Los recursos son remedios procesales 

establecidos para destruir los efectos perjudiciales de una resolución, sean recursos 

ordinarios o extraordinarios, ambos tienen por objeto una resolución que agravia a quien 

interpone el recurso” (pág. 17), por lo que indudablemente si se ha convenido en los efectos 

que ha tenido la resolución dictada en primera instancia, entonces no debería existir 

inconformidad ni resultado desventajoso para el procesado. 
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El COIP establece los recursos en su Título IX estableciendo como tales la apelación (art. 

653), la casación (art. 656), la revisión (art. 658) y el recuso de hecho (art. 661). En la 

tramitación y resolución de cada caso en principio, debería cumplir con las reglas que para 

cada caso se establecen, pero como se trata de un procedimiento abreviado, se presume que 

aunque se admita el mismo por cumplir los, requisitos de forma, se desestimaría teniendo 

en cuenta la naturaleza del proceso abreviado. 

En la percepción de esta investigadora, la promoción de un recurso de apelación en contra 

de una sentencia de primera instancia en procedimiento abreviado, sería cuando por 

ejemplo, fuera promovida por la víctima quien manifestó en el primero momento su 

oposición a que se conozca el proceso por medio del abreviado, y a pesar de ello el juez 

haya decidido, en el ejercicio de sus facultades, continuar el proceso hasta el final. Este 

sería a nuestra consideración, uno de los puntos en los que se justificaría cualquier 

pronunciamiento diferente del Juez superior.  

A consideración de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador: 

Quien se somete al procedimiento abreviado, renuncia al procedimiento ordinario o 

directo, (...). Este mecanismo deviene de una negociación o acuerdo entre Fiscal y 

procesado, y en este caso, los intervinientes se someten a los resultados de esta 

práctica procesal, cuyo cúmulo es la sentencia condenatoria, con una pena de 

privación de libertad reducida, situación que le es bastante favorable al reo, y debe ser 

cumplida, conforme a la negociación que le antecede (Corte Nacional de Justicia, 

2016) 

No obstante la posibilidad de interponer recursos no han quedado correctamente 

establecidas en las reglas del procedimiento abreviado; sin embargo el articulo 653 numeral 

4 del COIP permite el recurso de apelación de las sentencias, y por lo tanto incluye a este 

procedimiento al concluir en sentencia condenatoria de conformidad con el doble 

conforme, establecido en el artículo 76 numeral 7 literal m) de la Constitución de la 

República del Ecuador.  

Pero dentro de este análisis podemos hacer alusión a la resolución que prohíbe que la 

sentencia dicta dentro del procedimiento abreviado sea susceptible a la suspensión 

condicional de la pena, en la que expresamente indica que no resulta procedente la 

aplicación de la suspensión condicional de la pena en el procedimiento abreviado, hacer lo 
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contrario, violenta la naturaleza y estructura especial de este tipo de procedimiento, atenta 

contra los fines de la pena que ya ha sido consensuada, e incluso degenera en impunidad.  

(Corte Nacional de Justicia, 2016). 

  

2.3 DERECHOS DE LA PERSONA PROCESADA  

Uno de los aspectos más controvertidos en torno al procedimiento abreviado, es la crítica 

en el sentido de que afecta los derechos del procesado. Ante ello, se hace necesario 

delimitar un conjunto de aspectos relacionados con los derechos del procesado, a los 

efectos de conocer el planteamiento doctrinal en torno a las categorías vinculadas, de tal 

forma que, ya concomiendo las particularidades del procedimiento abreviado, y de los 

derechos del procesado, se esté en condiciones de realizar una valoración vinculante.  

 

2.3.1 EL PROCESADO 

Para el investigador Clariá Olmedo (2008) el procesado es: 

(…) el sujeto esencial del proceso penal que, con respecto al objeto principal, ocupa una 

posición pasiva. Es el perseguido penalmente, a quien se le concede el poder de pretender 

con fundamento opuesto a la pretensión incriminadora del acusador. A la par de éste, actúa 

frente al órgano jurisdiccional: por sí, con la asistencia del defensor o haciéndolo éste en su 

defensa, Eventualmente ocupará también una posición pasiva frente a la pretensión del 

damnificado que ejerza en el proceso penal la acción civil, caso en el cual podrá pretender 

con fundamento opuesto a esa exigencia de reintegración patrimonial. (pág. 57) 

Teniendo en cuenta esta definición, se pueden considerar un conjunto de elementos que 

conjugan en su integralidad conceptual, una delimitación de la naturaleza de este sujeto 

procesal. Se trata del sujeto principal de todo proceso penal, y con ello, todas las 

actuaciones, garantías, derechos establecidos en torno al proceso. Con ello a lo que se hace 

referencia es que, el proceso penal posee un sujeto y un objeto esencial, el último, el 

descubrimiento de la verdad material, que queda en entredicho en el procedimiento 

abreviado, y el primero, es el procesado.   

En este sentido, cualquier actuación de los sujetos y partes del proceso, deberán estar 

encaminados a descubrí una verdad objetiva, que proteja de forma absoluta al procesado y 

sus derechos, que en torno a su persona, exista un cúmulo de derechos y principios que 
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rigen la vinculación con este. Algo que refiere Clariá Olmedo, y cuestión que se comparte 

es que, aunque el procesado es el sujeto principal del proceso penal, sigue siendo el sujeto 

pasivo. En este sentido al parecer a lo que se refiere al investigador es que, teniendo la 

posición procesal que posee, y amparado en su principio de presunción de inocencia, no le 

corresponden demostrar su inocencia, sino que es al fiscal, al que le corresponde demostrar 

la culpabilidad. No obstante en la realidad procesal, en más de una ocasión, es el procesado 

quien se ve compelido a contrarrestar el poderío y dominio del fiscal, intentado demostrar 

su inocencia.  

En otro aspecto, el autor refiere que es el perseguido penalmente, contra quien se realizan 

en su mayoría todas las actuaciones para demostrar su participación a través de los órganos 

de investigación y fiscal, estarán dirigidos a esclarecer la participación del sujeto en los 

hechos conocidos y que son relevantes para el derecho penal.  

Por su parte Cafferata Nores et al  (2012) lo consideran al procesado como:  

(…) la persona indicada como partícipe de un hecho delictuoso en cualquier acto de la 

persecución penal dirigido en su contra y desde el primer momento de ella (…) A partir de 

esa indicación gozará del derecho de defensa en todas sus manifestaciones. Por ello, el 

otorgamiento a una persona de la calidad de imputado, que significa reconocerlo como 

sujeto del proceso (y no mero objeto de persecución penal), importa un indudable beneficio 

jurídico desde el punto de vista de su defensa. (pág. 297) 

Teniendo en cuenta ello, un primer elemento delimitado por estos autores es que es el 

individuo al que se dirige la presunción de responsabilidad. En este sentido supone aquella 

persona contra la que existen indicios principales, fundados o no, sustentando o no, pero 

objeto de investigación y esclarecimiento, que ubican a un sujeto por entre los demás, como 

posible responsable de la comisión de un hecho delictivo conocido.  

Un aspecto importante delimitados por estos investigadores, es lo relacionado con el acceso 

a la defensa. Muy importante es lo referido al hecho de que a partir del momento en que, un 

individuo es perseguido penalmente por considerársele como presunto responsable de la 

comisión de un delito, tienen por ende acceso a la defensa desde el primer momento (art. 

452 COIP). Así es como para este autor, el derecho a la defensa nace con la indicación o 

persecución que en el ámbito penal se haga en contra de un individuo. 



49 

 

Es criterio de esta investigadora que el derecho a la defensa surge mucho antes de que los 

órganos encargados de la investigación, lleven a cabo cualquier actuación con el 

conocimiento del sujeto. Muchos son los actos procesales que se realizan sin el 

conocimiento o consentimiento de un individuo, aunque ciertamente tienen sus reglas, es 

criterio que, cuando comienza cualquier acto de cualquier organismo de investigación 

contra una persona, aunque tenga determinada cualidad de secreta, deberá advertirse con la 

finalidad de que pueda defenderse de manera que las garantías penales obtengan un nivel 

adecuado.  

Este análisis está vinculado con la siguiente idea que plantea Cafferata Nores y los demás 

autores, y es que, esta concepción está vinculado con el hecho de que el individuo contra el 

que va todo el andamiaje investigativo, no es el objeto del proceso, sino el sujeto principal, 

por lo que cualquier exacerbación de es la actuación que atente contra sus derechos, 

contravienen en debido proceso penal.    

El COIP establece en su texto lo siguiente: 

Art. 440.- Persona procesada.- Se considera persona procesada a la persona natural o 

jurídica, contra la cual, la o el fiscal formule cargos. La persona procesada tendrá la 

potestad de ejercer todos los derechos que le reconoce la Constitución, los Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos y este Código. (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 La norma penal ecuatoriana establece dentro de su contenido una definición de lo que se 

debe entender como procesado. En un primer lugar, es adecuado la delimitación que realiza 

el legislador en cuanto a la distinción entre persona natural o jurídica. En este se sentido 

queda clara la idea de que el sujeto contra el cual el mecanismo de investigación penal 

puede llevare a cabo su actuación, no solo se restringe a la persona natural, sino que las 

instituciones, empresas, asociaciones, sociedades, y demás formas que adquiere la persona 

jurídica, también pueden ser objeto de investigación ante la naturaleza de uno u otro hecho 

o acto jurídico calificado como ilegal en el ámbito penal, con la excepción de las persona 

jurídica de carácter público, las que a tenor del artículo 49 del COIP, no califican dentro de 

la responsabilidad jurídica penal. 

Un segundo aspecto esencial es en lo relacionado al tiempo en el cual un individuo 

adquiere la calidad de procesado. A tenor de lo que expone el artículo, se adquiere tal 
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condición a partir de que el fiscal formule cargos. Esta audiencia, como una de las 

principales acciones que tienen lugar en el proceso en la etapa de instrucción (art. 591 

COIP), supone el momento en el que el fiscal posee suficientes elementos para poder 

entender que puede imputarle a un sujeto un determinado hecho delictivo. En este sentido, 

vuelve a obtener relevancia el derecho a la defensa, pues debe ser a partir de este momento 

o en su lugar anterior a esta audiencia, porque, al menos que se trate de un delito flagrante, 

deben haberse realizado acciones anteriores para deducir los elementos para llevar a cabo la 

imputación.   

Un tercer elemento que se puede plantear es que el artículo del COIP señala que la persona 

procesada tiene la potestad de ejercitar todos los derechos que le atribuye la Carta Magna, 

así como los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales, lo que realizando un 

análisis casuístico nuevamente resurge el tema del derecho a la defensa, el que es un 

derecho reconocido al procesado. En la realidad el derecho a la defensa tiene una 

concepción amplia alcanzando cualquier momento, pero a tenor de una interpretación literal 

de artículo, solo cuando se obtiene la categoría de procesado, entonces es que se puede 

disfrutar de tales derechos. 

  

2.3.2 DERECHOS DE LA PERSONA PROCESADA EN EL PROCESO PENAL 

Diversas son las consideraciones doctrinales en torno a los derechos que posee la persona  

procesada. Unos lo hacen teniendo en cuenta sus concepciones mientras que otros lo hacen 

a tenor a la legislación. Para el procesalista Banda Vergara (1999) los derechos del 

imputado son a que se presuma su inocencia; a no tener que declarar contra sí mismo; a 

guardar silencio; el derecho a la defensa dentro de los que se encuentran a tener una 

audiencia y ser oído, a la pronta comparecencia ante el juez, a aportar pruebas, producirlas 

y rebatirlas, a la defensa técnica y a contar con la asistencia de un abogado desde las 

primeras diligencias. 

En cuanto a la presunción de inocencia, a consideración de Pérez Pedrero (2001) se trata de 

“(…) la más sustancial de las garantías procesales” (pág. 180), mientras que el ilustre 

procesalista alemán Roxín (2000) refiere que: 
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(…) la presunción de inocencia debe ser incluida como manifestación específica del 

principio del Estado de Derecho, en el mandato de un procedimiento llevado a cabo con 

lealtad. De ella se infiere, ante todo, que la pena no puede ser anticipada, esto es, impuesta 

antes de que se haya condenado a esa consecuencia jurídica. (pág. 78) 

Sobre este derecho, los académicos Yon Ruesta & Sánchez Málaga (2005) expresa que la 

consideración de la presunción de inocencia provoca un conjunto de efectos que tienen 

vinculación con la necesidad que sea el acusador el que tenga la carga de la prueba; se debe 

concebir la existencia de un mínimo de material probatorio para romper con dicho 

principio; y en tercer lugar el conocido principio in dubio pro reo, implicando que ante la 

más mínima duda, esta debe favorecer al procesado. 

Este principio se consagra en el artículo 5 numeral 4 del COIP cuando regula que “(…) 

Inocencia: toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como 

tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario” (Ecuador, Asamblea 

Nacional, 2014). En este sentido, la presunción de inocencia posee un alcance en todo el 

proceso y por ende, el procesado tiene derecho a recibir el trato de inocente hasta que no 

sea dictado el fallo condenatorio por el juzgador. Ello implica un trato durante todo el 

proceso alejado de cualquier propuesta de culpabilidad previa a la decisión del juzgador. 

Otro de los derechos que ha sido mencionado es el de no declarar contra sí mismo. Diversas 

son las normas e instrumentos jurídicos internacionales que se pronuncian en este sentido. 

Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece en su artículo 

14 numeral 3 inciso g que ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí mismo ni 

a confesarse culpable (ONU, Asamblea General, 1966); la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos lo hace en su artículo 8 numeral 2 inciso g, agregando en el propio 

artículo su numeral 3 que la confesión del procesado solamente es válida si fue obtenido sin 

coacción de ninguna naturaleza (OEA, 1969). 

Este derecho a consideración de Jaén Vallejo (2002) este derecho: 

(…) tiene estrecha relación con el derecho a guardar silencio y a no declarar (…) significa 

que el acusado no tiene la obligación de decir la verdad (…) El acusado puede no 

responder, sin que pueda utilizarse contra él ningún medio coactivo ni intimidatorio. (pág. 

103)  
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En el COIP, este derecho se establece como principio en su artículo 5 numeral 8 que “8. 

Prohibición de autoincriminación: ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí 

misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal” (Ecuador, Asamblea 

Nacional, 2014). Este derecho establece que nadie tiene la obligación declarar cuando se 

encuentra en un estado procesal de acusado, y hacerlo de forma tal que le perjudique. En 

este sentido, en el procedimiento abreviado, este es uno de los derechos que más se afectan 

pues si bien es cierto que no existe coacción ni intimidación para lograr la declaración auto 

incriminatoria del procesado, es un elemento sin el cual, no surge el proceso y por ende, es 

consustancial al mismo.  

Un derecho relacionado es el de guardar silencio. Este derecho se encuentra en el Pacto 

Internacional en su artículo 14 numeral 3 inciso g y en la Convención Americana en su 

artículo 8 numeral 2 inciso g, los que en su conjunto constituyen la delimitación 

internacional del hecho de que el sujeto procesado tiene el derecho de mantenerse callado y 

de no responder preguntas. En el COIP se establece este derecho en el artículo 508 al 

expresar que: 

Art. 508.- Versión de la persona investigada o procesada.- La persona investigada o 

procesada deberá rendir su versión de los hechos, previa comunicación de su derecho a 

guardar silencio, de conformidad con las siguientes reglas: 

1. En ningún caso se le obligará, mediante coacción o amenaza física, moral o de cualquier 

otra índole, a que declare sobre asuntos que puedan ocasionarle responsabilidad penal o 

inducirla a rendir versión contra su voluntad ni se le hacen ofertas o promesas para obtener 

su confesión.  

2. La persona investigada o procesada tendrá derecho a contar con una o un defensor 

público o privado y a ser asesorada antes y durante su versión.  

3. La o el fiscal podrá disponer que la versión se amplíe, siempre que lo considere 

necesario. (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

   

En este sentido implica la renuncia a declarar o contestar preguntas, cualquiera que fuere 

sin que ello implique “(…) una renuncia al derecho de defensa material, pues guardar 

silencio también puede ser una defensa pasiva (…)” (Rodríguez Barreda, 2010, pág. 1). En 

este sentido, el procesado en la realidad procesal penal ecuatoriana, tiene derecho a no 

declarar ni responder preguntas, cuestión que aunque guarda vinculación con el derecho a 

no auto incriminarse no es lo mismo, pudiéndose como refiere el autor, tratarse de una 

estrategia de defensa que beneficia al procesado.  
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Por último se encuentra el derecho a la defensa. Para los investigadores Antoniu & Bulai 

(2011) cuando se hace referencia a este derecho, se hace mención a: 

(…) la totalidad de las prerrogativas, facultades y posibilidades, que, según la ley, tiene 

cualquier parte en el juicio penal, para sostener su posición en el juicio penal, para hacer las 

comprobaciones que considere oportunas y para participar en el desarrollo del juicio, 

siendo, al mismo tiempo, una garantía para la ley. (pág. 299) 

Sin lugar a dudas se trata de un extenso derecho procesal, en el que el sujeto posee derecho 

a defenderse, de forma tal que en cualquier momento puede contrarrestar los argumentos y 

actuaciones que contra él, se llevan a cabo o pretende ejercitarse por el fiscal. Uno de los 

aspectos que delimitan el contenido de este derecho, es el derecho a tener una audiencia, o 

sea, a poder ser escuchado por un ente imparcial, sobre la legitimidad de su status procesal 

y de las actuaciones que se pretenden iniciar contra él. 

Otro de los aspectos que conforman el alcance de la defensa es, la celeridad con la que el 

procesado debe ser puesto a consideración de un juez, para que este escuche si existen o no 

suficientes elementos en su contra, que permiten atentar contra sus derechos humanos 

naturales, de forma que en la misma, se tengan las versiones de ambas partes con los 

elementos mínimos de prueba que delimiten el campo para que se autorice o no la 

realización de más acciones que quebranten sus derechos.  

El derecho a la defensa, es el derecho a producir y rebatir pruebas. Implica la posibilidad 

que tiene el procesado de demostrar mediante la aportación de pruebas, que estas sean 

admitidas y valoradas en su beneficio, contrarrestando así los argumentos esgrimidos por el 

fiscal. Aunque ciertamente en el proceso penal, nunca serían iguales las oportunidades y 

posibilidades que tiene el fiscal de recopilar las pruebas, por el equipo tecnológico, 

financiero, humano que se encuentra detrás con este objetivo, lo cierto es que el citado 

derecho cuya vulneración supone un grave a taque al procesado mismo.  

Por último, el derecho a la defensa técnica supone la obligatoriedad de ser asistido por un 

abogado público o privado, de libre elección o designado, de forma tal que en conjunto, 

ambos puedan delimitar los pasos a seguir y que componen el conjunto de actuaciones en 

beneficio del procesado y contra las pruebas y argumentos expuestos por el fiscal. De ahí la 

relevancia de tener una defensa en la práctica, mediante el auxilio de un individuo con 
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conocimiento técnicos, de las ventajas y desventajas que implica declarar una u otra cosa, 

así como de una prueba u otra que no solo se erige este como garante de los derechos del 

procesado sino, como un copartícipe de los intereses y actuaciones que en ventaja del 

procesado, puedan realizarse.  

      

2.4 DEBIDO PROCESO 

El debido proceso, sus principios, naturaleza y alcance, han sido las principales categorías 

asociadas a la construcción de un sistema de garantías penales que provoca un irrestricto 

respeto a un conjunto de principios vinculados con las actuaciones de las partes y 

concesiones que se realizan dentro del mismo, que favorece la realización penal y de los 

derechos inmiscuidos en él. De ahí la relevancia de tratar someramente las principales 

cuestiones doctrinales en torno a ella.   

 

2.4.1 CONCEPCIONES GENERALES DEL DEBIDO PROCESO 

El debido proceso como categoría del conocimiento, implica necesariamente una 

significación compleja: histórica, política y jurídica. En lo jurídico es especialmente 

relevante su acepción jurídico-procesal, cuya teleología se refleja en su función de síntesis 

de las garantías para concretar la legitimidad procesal. Ahora, como indicador del tipo 

sistema procesal, la consecuente y coherente regulación del debido proceso, su adecuada 

comprensión y su aplicación eficiente determinan el carácter y el perfil de un sistema 

procesal garantista que, a su vez, refleja la imagen de un Estado Constitucional de derechos 

y justicia.  

Originariamente, la garantía del debido proceso consistía en exigir que el procedimiento se 

adecuara a la Ley, pero, cuando el nazismo utilizó también la ley para perpetrar actos de 

lesa humanidad demostró que la ley puede ser también instrumento para lo inicuo. Desde 

entonces, tanto el concepto de debido proceso ha sido objeto de replanteamiento para 

orientar sus significados a una idea supra legal: a la axiología jurídica. O sea, ya no se trata, 

de un debido proceso al servicio de la justicia. (Peris, 1976) 
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La aspiración que mediante el debido proceso se persigue ya no es que simplemente se 

respete la ley durante el procedimiento, sino, que la actuación procedimental esté siempre 

comprometida a aplicar con justicia el derecho justo, evitando en todo tiempo y lugar la 

práctica del desvalor, impidiendo la infracción o distorsión de los principios de la 

"administración de Justicia". Desde este punto de vista y a modo de ejemplo se destacan 

algunos criterios también rectores como constitutivos de lo que se debe entenderse 

actualmente por debido proceso, expuesto por algunos catedráticos como Binder (1993) y 

Ghirardi (1993). 

Estas consideraciones suponen que la asunción de la titularidad, de la potestad persecutoria 

del delito y de la potestad jurisdiccional, sea legítima y de acuerdo con lo previamente 

preceptuado en la norma constitucional y en las de menor jerarquía que la desarrollan 

fielmente.  

Implica igualmente que el ejercicio de dichas potestades, se concreten con eficacia, 

honestidad y en el marco de lo legal y de lo legítimo. El Estado y la sociedad adecuen 

puntualmente las condiciones fácticas y el sistema de regulación jurídica para satisfacer las 

exigencias que permitan una aplicación óptima del debido proceso. 

La actividad procesal debe concretarse en el plazo razonable. Debe existir un apoyo 

tecnológico permanente durante la investigación del delito y durante el juzgamiento. El 

debido respeto a la independencia en el ejercicio de la potestad jurisdiccional penal y, por 

extensión, igualmente respeto a la independencia en el ejercicio de la potestad persecutoria 

del delito. 

Es urgente que el titular de la potestad persecutoria del delito asuma la dirección de la 

investigación con autonomía y plenitud de iniciativa para sustentar su acusación; mientras 

que el titular de la potestad jurisdiccional se ocupe únicamente de juzgar con carácter 

exclusivo y excluyente. O sea, es indispensable separar ambas potestades para que sean 

desempeñadas con autonomía, eficiencia y responsabilidad plena. 

También es necesario respetar a la jurisdicción y procedimiento predeterminados por la ley: 

el Juez y las normas de procedimiento deben ser preexistentes a la infracción, deben 

"esperar" al infractor de la ley penal. Debe existir una política de preparación y 
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capacitación permanentes del recurso humano responsable del funcionamiento del sistema 

de justicia penal. 

Otro elemento que distingue el debido proceso es que durante el procedimiento penal se 

tenga presente que el procesado conserve siempre su condición de persona humana. Sin 

embargo, durante el procedimiento sí resulta necesario serán restringidos algunos de sus 

derechos fundamentales o los de índole procesal pero de acuerdo con los principios de la 

necesidad, temporalidad, racionalidad, legalidad, excepcionalidad y proporcionalidad. En 

cuanto al derecho de defensa, conviene destacar que es necesario, tanto para el procesado 

como para el agraviado, que no solamente aparezca garantizado normativamente, sino que 

se proceda a crear las condiciones reales para el cabal e igualitario ejercicio. 

El debido proceso se encuentra en el Ecuador garantizado desde la Carta Magna, el que 

establece en su artículo 76 siete garantías básicas que sostienen el debido proceso, y en este 

sentido se refiere al hecho de que le corresponde a las autoridades competentes el respecto 

de los derechos de las partes, el principio de presumirse la inocencia, la imposibilidad de 

ser sancionado sino mediante norma previamente regulada, la legalidad en la obtención de 

las pruebas, el principio in dubio pro reo, la proporcionalidad, y el derecho a la defensa que 

incluye su acceso, contar con el tiempo y medios necesarios, se escuchado, la publicidad de 

los procedimientos, la asistencia de un abogado en los interrogatorios, el acceso a la 

defensa técnica, contradecir y exponer sus posiciones, el principio non bis ibídem, entre 

otras. (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008)     

En el COIP, se establecen los principios del debido proceso sobre los que se sostiene el 

proceso penal en su artículo 5, estableciendo como tales el de legalidad, favorabilidad, duda 

a favor del reo, inocencia, igualdad, impugnación procesal, prohibición de empeorar la 

situación del procesado, prohibición de autoincriminación, prohibición de doble 

juzgamiento, intimidad, oralidad, concentración y dirección judicial del proceso, impulso 

procesal, publicidad, inmediación, motivación, imparcialidad y privacidad (Ecuador, 

Asamblea Nacional, 2014). Teniendo en cuenta estos pronunciamientos legales, queda 

claro que existen un conjunto de derechos del procesado y principios del debido proceso 

que se ven afectados con respecto al procedimiento abreviado, cuestiones que se analizarán 

en el próximo punto.   
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2.5 ANÁLISIS DE LOS DERECHOS DEL PROCESADO Y PRINCIPIOS DEL 

DEBIDO PROCESO EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO EN EL ECUADOR 

De todo lo que se ha analizado, se podrían establecer un conjunto de derechos y principios 

del debido proceso que se ven controvertidos por la aplicación del procedimiento 

abreviado, entre estos tenemos el de presunción de inocencia, autoincriminación, derecho a 

una defensa en un tiempo prudencial, la práctica de pruebas y la contradicción. Para 

empezar tenemos que el principio de presumir la inocencia implica tratar en todo momento 

al procesado como tal. En este sentido, el fiscal así como los demás entes policiales y 

judiciales, deberán actuar conforme este principio, y en cualquier acción en la que 

directamente se realice con el procesado o vinculado con él, deberán respetarse todos los 

cánones que establecen que el mismo es un ser humano inocente, como cualquier otra 

persona. Y como tal, el procesado hasta antes de someterse al procedimiento abreviado se 

lo presumirá inocente, esto debido a que al acogerse a este procedimiento especial se debe 

tomar en cuenta que estamos frente a un proceso en donde la persona procesada siempre va 

a ser responsable y culpable del delito imputado y que por ende la resolución que se dicta 

es condenatoria y la norma ha sido clara en el sentido que para acogerse al procedimiento 

abreviado, éste debe nacer de la negociación y voluntariedad entre el fiscal y el procesado. 

Al tratarse de un medio alterno a las normas ordinarias preestablecidas, hay derechos y 

principios que se aplican de distinta forma, pues al aplicar el derecho a la defensa éste se da 

en un corto tiempo; utilizando la negociación o acuerdo de partes (fiscal y procesado) como 

un medio de defensa, para así someterse a un procedimiento breve y célere. En este punto 

podemos tratar sobre la autoincriminación que ha sido un tema controvertido dentro de esta 

investigación, dado que la admisión de los hechos imputados que debe realizar la persona 

procesada ha sido establecida como requisito para acogerse a este proceso. Muchos de las 

tratadistas en materia penal han arremetido criterios en contra de este requisito; pues si bien 

es cierto, la Convención de los derechos humanos indica que nadie podrá ser obligado a 

declarar en su contra y sobre actos que acarren su responsabilidad. Pero la declaración de la 

persona procesada dentro del sistema de justicia ecuatoriano, es aplicada sin que se ejerza 

sobre él ninguna clase de coacción o tortura, que pongan en riesgo la voluntad de hacerlo. 

Este acto es más bien visto como un medio de defensa en la que la persona procesada logra 

negociar una pena reducida en tercio en el menor tiempo posible.  
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El principio de celeridad que establece el Código Orgánico Integral Penal, ha sido puesto 

en práctica dentro de los procedimientos especiales, con lo que se busca reducir el tiempo 

en el que se juzgue a un procesado, sin que se dilate o se alargue el proceso. Y que a 

plantear una negociación en el fiscal y el procesado en el que se acuerda la admisión y 

aceptación de los hechos imputados y la pena reducida, en el que se excluye por completo 

las etapas procesales de un juicio oral y contradictorio, puesto que se ha llegado a un 

acuerdo  y no existen puntos controvertidos. 

La etapa procesal en la que se presentan y se  practican las pruebas necesarias para 

establecer la culpabilidad del imputado, no queda totalmente excluida dado que el o la 

fiscal están obligados a determinar la materialidad de delito y la responsabilidad que se 

imputa al procesado, más sin embargo si estos elementos que se presenten para 

fundamentar la acusación no configuran la materialidad y responsabilidad del procesado 

estos podrán ser refutados pues así lo establece la Corte Nacional de Justica del Ecuador.  

A consideración de la Corte Nacional de Justicia del Ecuador: 

Al aplicarse un procedimiento abreviado la persona procesada no renuncia a 

ninguna garantía de defensa especialmente las relacionadas con la presunción de 

inocencia, la defensa letrada idónea, el tiempo suficiente para preparar la defensa, 

ser informado de los cargos, ser escuchado en igualdad de condiciones, recibir una 

sentencia motivada. 

La defensa letrada penal debe ser idónea, es decir a cargo de una o un abogado 

experto en la práctica del derecho penal, como se establece y garantiza en la 

Constitución de la República y en el Código Orgánico de la Función Judicial. 

El tiempo para preparar la defensa debe ser el suficiente para que tanto el defensor 

como la persona procesada estén en condiciones de refutar los cargos, o de 

aceptarlos ante la evidencia que anuncia la Fiscalía. (Sentencia No. 1442-2012, 

2012, pág. 18) 

 

Otro importante señalamiento surge de la citada resolución de la Corte, que expone que 

existe violación de las normas constitucionales en el procedimiento abreviado cuando el 

juez al fallar no expone las evidencias sobre las que se sustenta la existencia del delito; 

cuando se viola la presunción de inocencia cuando el juzgador considera que el acto del 

procesado de someterse a este procedimiento y admitir los hechos, implica aceptación del 

delito en sí y de su participación en el mismo, contradiciendo la función del fiscal y 

limitándose facultades; entre otras. (Sentencia No. 1442-2012, 2012)  
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2.6 DERECHO COMPARADO 

Diversas legislaciones han establecido en sus ordenamientos jurídicos el procedimiento 

abreviado u otros con parecidos objetivos, y que, para tener un referente, se hará un análisis 

en torno a tres países que constituyen un referente en materia jurídica y de sistemas de 

enjuiciamientos avanzados y garantistas, que permitan obtener una idea de sus 

regulaciones.  

 

2.6.1 ESPAÑA 

España regula el procedimiento abreviado en el Título II de la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal española. En el caso español, el procedimiento abreviado se establece para 

aquellos delitos castigados con pena privativa de libertad no superior a nueve años (art. 

757). En este sentido, establece un año menos que en el COIP, pero no obstante a 

continuación en el mismo artículo, señala que también se podrá aplicar en aquellos 

procesos que tengas penas de distinta naturaleza, por lo que en principio, se admite la 

presentación del procesamiento en delitos cuyas sanciones sean multa u otra de las 

establecida en la norma penal sustantiva española. (España, Ministerio de Gracia y Justicia, 

1882) 

En los preceptos siguientes se refiere el legislador español en lo referente a la resolución de 

conflictos por competencia en este tipo de procedimientos (art. 759); permite que sea 

mediante su ejercicio por particulares es decir la interposición de querella (art. 761); se 

establecen algunas cuestiones relacionadas con la tramitación referidas a meras 

formalidades (art. 762); la posibilidad de que el juez pueda dictar la detención u otra 

medida privativa o restrictiva de libertad (art. 763); la posibilidad de aplicar otras medidas 

cautelares (art. 764); la posibilidad de impugnar cualquier decisión (art. 766); el derecho a 

tener desde el primer momento un abogado defensor a disposición del procesado (art. 767); 

establece el conjunto de actuaciones de la policía judicial y del Ministerio Fiscal para 

esclarecer el hecho (art. 770, 771, 773); el tratamiento del proceso como diligencias previas 

(art. 774); la prácticas de pruebas ante el juez (art. 777, 778, 779), procediéndose a dictar 

sentencia como la ley establece. 
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En sentido general, la Ley de Enjuiciamiento Criminal española establece en estos 

artículos, un cúmulo amplio de preceptos en los que regula el procedimiento abreviado, 

estableciendo particularidades mínimas con respecto al ordinario, y que existen en cada 

etapa procesal, aunque si bien es menos engorroso que el ordinario, cumple con todos los 

momentos y etapas del proceso penal, no permitiendo la restricción de ningún derecho del 

procesado ni alterando o provocando alguna alteración de ningún principio del debido 

proceso.  

 

2.6.2 COSTA RICA 

Costa Rica establece el Procedimiento Abreviado en el Título I de su Libro II, entre los 

artículos 373 y 375, en solo tres artículos. Un aspecto relevante de esta normativa procesal 

es en cuanto al tiempo en que se puede declarar el mismo, establece que es antes de la 

apertura a juicio, y delimita un conjunto de condicionamientos que limitan la posibilidad de 

implementarlo. En un primer momento hace referencia a que el procesado tiene que admitir 

el hecho que se le imputa por el fiscal y consentir el someterse a este procedimiento. Un 

segundo aspecto es que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil, manifiesten 

igualmente su consentimiento, y en este sentido los tres deben estar de acuerdos en tramitar 

el proceso bajo estas reglas (art. 373). (Costa Rica, Asamblea Legislativa, 1996) 

Otro aspecto en el trámite, es que, pueden proponerlo tanto el Ministerio Público, como el 

querellante o el imputado, quienes pueden hacerlo en conjunto o por separado, teniendo el 

deber de acreditar el cumplimiento de las formalidades exigidas. En la acusación que 

puedan realizar el Ministerio Público y querellante, describirán la conducta imputada, su 

calificación jurídica y solicitarán la pena a imponer, declarándose que el mínimo de la pena 

previsto para el tipo penal podrá ser disminuida en un tercio. En la audiencia convocada se 

escucha a la víctima aunque su criterio no es de obligatoria aceptación por el juez, y ante la 

admisión del juez de este procedimiento, lo remitirá al juez de sentencia (art. 374). 

Cuando el Tribunal de Sentencia reciba las diligencias, dictará sentencia sin más, aunque se 

reserva el derecho de escuchar a las partes. En la audiencia oral convocada al efecto, si es 

que lo estima necesario, podrá desestimar el procedimiento abreviado y reenviar el asunto 
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para tramitarla por el ordinario, en cuyo caso toda declaración no resulta como medio 

probatorio en el nuevo juicio. En caso de dictar sentencia condenatoria, esta no podrá ser 

mayor a la solicitada por el Ministerio Fiscal, la que será recurrible en casación (art. 375).     

En Costa Rica, el procedimiento abreviado posee algunos elementos distintivos. No se 

establecen límites al marco penal, o sea, en cuanto a la entidad del delito cometido, por lo 

que aunque objetivamente se puede considerar la existencia de un conjunto de delitos 

graves en los que no se admitiría, legalmente podría admitirse para cualquier figura 

delictiva. En este sentido, se incluye en los requisititos exigidos, la conformidad además del 

procesado el Ministerio Fiscal, la comparecencia del querellante y del actor civil, 

cuestiones que indican una inserción de estos sujetos muchas veces olvidados, además de 

establecer la facultad de la persona procesada para proponer este procedimiento junto con 

el Ministerio Público o por separado, con el deber de acreditar los requisitos establecidos. 

En este punto se puede hacer énfasis dado que al tratarse de una negociación o acuerdo, 

puede ser cualquiera de las dos partes, que proponer que la causa se sustancie bajo las 

reglas del procedimiento abreviado. 

 

2.6.3 ARGENTINA 

El Código Procesal Penal de la República Argentina, establece el llamado juicio abreviado 

en su Título II Juicios Especiales, Capítulo IV. En este texto, se establece en el artículo 431 

bis la posibilidad de establecer este procedimiento, a consideración exclusiva del fiscal, en 

aquellas figuras delictivas en la que a percepción de este sujeto procesal, la pena a imponer 

no excediera los seis años de privación de libertad, así como cuando se podría imponer en 

conjunción con esta, alguna otra pena, debiendo solicitar junto con la petición, la pena a 

imponerse. El momento de solicitarse este juicio especial, es una vez terminada la 

instrucción (art. 346) o durante los actos preliminares del juicio hasta el momento del 

debate en audiencia (art. 359). Como requisito indispensable es que junto con la solicitud, 

deberá acompañarse la conformidad del imputado, quien debió darla asistido de su 

abogado, en la que se debe dejar claro la participación y calificación legal del hecho.  
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Así, el juez elevará las actuaciones el tribunal de juicio quien podrá escuchar al imputado si 

este quisiera manifestar cualquier cosa. Al admitir el juez el juicio, dictara sentencia en el 

término de diez días. En el caso de que exista querellante, lo escuchará pero su postura no 

será vinculante con la decisión final. Si el juez rechaza el tipo de juicio, se continuará por 

las reglas del proceso común y la declaración del procesado no supondrá prueba en el 

nuevo juzgamiento. Obliga al juez a motivar la sentencia teniendo en cuenta las pruebas 

recibidas de la instrucción y le inhabilita para sancionar con una pena más grave que la 

solicitada por el fiscal. En cuanto a las cuestiones civiles derivadas del delito, estas no serán 

conocidas en este juicio a menos que se hayan presentado en el acuerdo, reconociéndose a 

las partes civiles si posibilidad de acudir en recurso de casación. Otro aspecto es que el 

juicio abreviado solo surtirá efectos para un procesado cuando existan varios en una causa.      

En el caso argentino, es importante que el límite de la pena es de seis años, el menor del 

que se ha analizado hasta el momento y algo importante es que solo se podrá realizar 

posterior al momento de la instrucción, aunque se permite en etapa preliminares, aunque en 

cuanto a ello existe una contradicción, pues el juez deberá dictar sentencia con las pruebas 

recopiladas en la etapa de instrucción, lo que implica una casi desestimación de aquellos 

juicios cuando son planteados antes de la terminación de esta etapa. En sentido general, se 

acerca mucho más al procedimiento abreviado establecido en el Ecuador, aunque se 

distingue y diferencia en las formas señaladas.  

 

 

 

 

 

 

 



63 

 

2.7 MARCO LEGAL 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR (2008) 

Aunque como se ha planteado, la Constitución del año 2008 del Ecuador, no plantea de 

forma expresa normativa alguna en cuanto al procedimiento abreviado, si existen un 

conjunto de procedimientos, especialmente referidas al debido proceso y garantías penales, 

que deben respetarse en todo proceso, y que en esencia expresan lo siguiente: 

Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:  

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las normas, 

la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará las condiciones necesarias para 

su pleno reconocimiento y ejercicio.  (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008) 

9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 

garantizados en la Constitución.  (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008) 

Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas:  (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008) 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento 

de las normas y los derechos de las partes.  

2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se 

declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada.  

3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de 

cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de 

otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. 

Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con 

observancia del trámite propio de cada procedimiento.  

4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no 

tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria.  

5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones 

diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su 
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promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que 

contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona 

infractora.  

6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones 

penales, administrativas o de otra naturaleza.  

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:   (Ecuador, 

Asamblea Constituyente, 2008) 

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado 

del procedimiento.  

b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 

defensa.  

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.  

d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. 

Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 

procedimiento. 

e) Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la 

Fiscalía General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, 

sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de 

los recintos autorizados para el efecto.  

f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no 

comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento.  

g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su 

elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso 

ni la comunicación libre y privada con su defensora o defensor.  

h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 

crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas 

y contradecir las que se presenten en su contra.  

i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 

casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para 

este efecto.  



65 

 

j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante 

la jueza, juez o autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo.  

k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. 

Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales 

creadas para el efecto. 

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 

motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios 

jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los 

antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que 

no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las 

servidoras o servidores responsables serán sancionados.  

m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 

decida sobre sus derechos.  (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008) 

 

Art. 169.- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas 

procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 

celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se 

sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.  (Ecuador, Asamblea 

Constituyente, 2008) 

 

Art. 393.- El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones 

integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de 

paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la comisión de infracciones y 

delitos. . (Ecuador, Asamblea Constituyente, 2008) 
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CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL (2009) 

Igual pronunciamiento realiza el Código Orgánico de la Función Judicial, el que refiere las 

siguientes cuestiones: 

Art. 18.- SISTEMA-MEDIO DE ADMINISTRACION DE JUSTICIA.- El sistema 

procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán 

los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, oralidad, dispositivo, 

celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se 

sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.  (Ecuador, Asamblea Nacional, 

2009) 

 

Art. 20.- PRINCIPIO DE CELERIDAD.- La administración de justicia será rápido y 

oportuno, tanto en la tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo 

decidido. Por lo tanto, en todas las materias, una vez iniciado un proceso, las juezas y 

jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de los términos legales, sin esperar 

petición de parte, salvo los casos en que la ley disponga lo contrario.  (Ecuador, Asamblea 

Nacional, 2009) 

 

Art. 130.- FACULTADES JURISDICCIONALES DE LAS JUEZAS Y JUECES.- Es 

facultad esencial de las juezas y jueces ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo 

con la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por 

lo tanto deben:   (Ecuador, Asamblea Nacional, 2009) 

1. Cuidar que se respeten los derechos y garantías de las partes procesales en los 

juicios (…). (Ecuador, Asamblea Nacional, 2009) 

Art. 221.- COMPETENCIA.- Los Tribunales Penales son competentes para: (…) 

2. Sustanciar y resolver el procedimiento penal abreviado, cuando les sea 

propuesto (…) (Ecuador, Asamblea Nacional, 2009) 

Art. 225.- COMPETENCIA.- Las juezas y jueces de lo penal, además de las 

competencias atribuidas en el Código de Procedimiento Penal, son competentes para: (…) 

5. Sustanciar y resolver el procedimiento abreviado (…). (Ecuador, Asamblea 

Nacional, 2009) 
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CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL (2014) 

Finalmente, el Código Orgánico Integral Penal establece los principios que rigen el 

procedimiento abreviado en el Ecuador, así como las reglas de tramitación de dicho 

procedimiento, estableciendo que: 

Art. 5.- Principios procesales.- El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros 

establecidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados 

por el Estado u otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios:  (Ecuador, 

Asamblea Nacional, 2014) 

1. Legalidad: no hay infracción penal, pena, ni proceso penal sin ley anterior al hecho 

(…).  

2. Favorabilidad: en caso de conflicto entre dos normas de la misma materia, que 

contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos 

rigurosa aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción.  

3. Duda a favor del reo: la o el juzgador, para dictar sentencia condenatoria, debe tener 

el convencimiento de la culpabilidad penal de la persona procesada, más allá de 

toda duda razonable.  

4. Inocencia: toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada 

como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.  

5. Igualdad: es obligación de las y los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad 

de los intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger 

especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, 

se encuentren en circunstancias de vulnerabilidad.  

6. Impugnación procesal: toda persona tiene derecho a recurrir del fallo, resolución o 

auto definitivo en todo proceso que se decida sobre sus derechos (…). 

7. Prohibición de empeorar la situación del procesado: al resolver la impugnación de 

una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona procesada cuando esta 

es la única recurrente.  

8. Prohibición de autoincriminación: ninguna persona podrá ser obligada a declarar 

contra sí misma en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal.  
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9. Prohibición de doble juzgamiento: ninguna persona podrá ser juzgada ni penada 

más de una vez por los mismos hechos. (…) 

10. Intimidad: toda persona tiene derecho a su intimidad personal y familiar. (…) 

11. Oralidad: el proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las decisiones se 

tomarán en audiencia; se utilizarán los medios técnicos disponibles para dejar 

constancia y registrar las actuaciones procesales; y, los sujetos procesales recurrirán 

a medios escritos en los casos previstos en este Código.  

12. Concentración: la o el juzgador concentrará y realizará la mayor cantidad de actos 

procesales en una sola audiencia; (…) 

13. Contradicción: los sujetos procesales deben presentar, en forma verbal las razones o 

argumentos de los que se crean asistidos; replicar los argumentos de las otras partes 

procesales; presentar pruebas; y, contradecir las que se presenten en su contra.  

14. Dirección judicial del proceso: la o el juzgador, de conformidad con la ley, ejercerá 

la dirección del proceso, controlará las actividades de las partes procesales y evitará 

dilaciones innecesarias. (…) 

15. Impulso procesal: corresponde a las partes procesales el impulso del proceso, 

conforme con el sistema dispositivo.  

16. Publicidad: todo proceso penal es público salvo los casos de excepción previstos en 

este Código.  

17. Inmediación: la o el juzgador celebrará las audiencias en conjunto con los sujetos 

procesales y deberá estar presente con las partes para la evacuación de los medios 

de prueba y demás actos procesales que estructuran de manera fundamental el 

proceso penal.  

18. Motivación: la o el juzgador fundamentará sus decisiones, en particular, se 

pronunciará sobre los argumentos y razones relevantes expuestos por los sujetos 

procesales durante el proceso.  

19. Imparcialidad: la o el juzgador, en todos los procesos a su cargo, se orientará por el 

imperativo de administrar justicia de conformidad con la Constitución de la 

República, los instrumentos internacionales de derechos humanos y este Código, 

respetando la igualdad ante la Ley.  
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20. Privacidad y confidencialidad: las víctimas de delitos contra la integridad sexual, así 

como toda niña, niño o adolescente que participe en un proceso penal, tienen 

derecho a que se respete su intimidad y la de su familia. 

21. Objetividad: en el ejercicio de su función, la o el fiscal adecuará sus actos a un 

criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los derechos de las 

personas. (…) (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 

Art. 51.- Finalidad de la Pena.- Los fines de la pena son la prevención general para la 

comisión de delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona 

procesada con condena asís como la reparación del derecho de la víctima.  (Ecuador, 

Asamblea Nacional, 2014) 

 

 

Artículos esenciales del presente análisis e investigación.- 

Art. 635.- Reglas.- El procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad con las 

siguientes reglas:  (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

1. Las infracciones sancionadas con pena máxima privativa de libertad de hasta diez 

años, son susceptibles de procedimiento abreviado. 

2. La propuesta de la o el fiscal podrá presentarse desde la audiencia de formulación 

de cargos hasta la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio. 

3. La persona procesada deberá consentir expresamente tanto la aplicación de este 

procedimiento como la admisión del hecho que se le atribuye.  

4. La o el defensor público o privado acreditará que la persona procesada haya 

prestado su consentimiento libremente, sin violación a sus derechos 

constitucionales.  

5. La existencia de varias personas procesadas no impide la aplicación de las reglas del 

procedimiento abreviado.  

6. En ningún caso la pena por aplicar podrá ser superior o más grave a la sugerida por 

la o el fiscal.  (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 
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Art. 636.- Trámite.- La o el fiscal propondrá a la persona procesada y a la o al defensor 

público o privado acogerse al procedimiento abreviado y de aceptar acordará la calificación 

jurídica del hecho punible y la pena. 

La defensa de la persona procesada, pondrá en conocimiento de su representada o 

representado la posibilidad de someterse a este procedimiento, explicando de forma clara y 

sencilla en qué consiste y las consecuencias que el mismo conlleva. 

La pena sugerida será el resultado del análisis de los hechos imputados y aceptados y de la 

aplicación de circunstancias atenuantes, conforme lo previsto en este Código, sin que la 

rebaja sea menor al tercio de la pena mínima prevista en el tipo penal. 

La o el fiscal solicitará por escrito o de forma oral el sometimiento a procedimiento 

abreviado a la o al juzgador competente, acreditando todos los requisitos previstos, así 

como la determinación de la pena reducida acordada.  (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 

Art. 637.- Audiencia.- Recibida la solicitud la o el juzgador, convocará a los sujetos 

procesales, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a audiencia oral y pública en la que 

se definirá si se acepta o rechaza el procedimiento abreviado. Si es aceptado, se instalará la 

audiencia inmediatamente y dictará la sentencia condenatoria. 

La o el juzgador escuchará a la o al fiscal y consultará de manera obligatoria a la persona 

procesada su conformidad con el procedimiento planteado en forma libre y voluntaria, 

explicando de forma clara y sencilla los términos y consecuencias del acuerdo que este 

podría significarle. La víctima podrá concurrir a la audiencia y tendrá derecho a ser 

escuchada por la o el juzgador. 

En la audiencia, verificada la presencia de los sujetos procesales, la o el juzgador concederá 

la palabra a la o al fiscal para que presente en forma clara y precisa los hechos de la 

investigación con la respectiva fundamentación jurídica. Posteriormente, se concederá la 

palabra a la persona procesada para que manifieste expresamente su aceptación al 

procedimiento. 

En el caso de que la solicitud de procedimiento abreviado se presente en la audiencia de 

calificación de flagrancia, formulación de cargos o en la preparatoria de juicio, se podrá 

adoptar el procedimiento abreviado en la misma audiencia, sin que para tal propósito se 

realice una nueva.  (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 
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Art. 638.- Resolución. - La o el juzgador, en la audiencia, dictará su resolución de acuerdo 

con las reglas de este Código, que incluirá la aceptación del acuerdo sobre la calificación 

del hecho punible, la pena solicitada por la o el fiscal y la reparación integral de la víctima, 

de ser el caso.  (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 

Art. 639.- Negativa de aceptación del acuerdo.- Si la o el juzgador considera que el 

acuerdo de procedimiento abreviado no reúne los requisitos exigidos en este Código, que 

vulnera derechos de la persona procesada o de la víctima, o que de algún modo no se 

encuentra apegado a la Constitución e instrumentos internacionales, lo rechazará y ordenará 

que el proceso penal se sustancie en trámite ordinario. 

El acuerdo no podrá ser prueba dentro del procedimiento ordinario.  (Ecuador, Asamblea 

Nacional, 2014) 

 

Art. 726.- Procedimiento.- El procedimiento para sancionar será breve, sencillo, oral, 

respetará el debido proceso y el derecho a ser escuchado por sí mismo o a través de una 

defensora o defensor público o privado. (Ecuador, Asamblea Nacional, 2014) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



72 

 

2.8 MARCO CONCEPTUAL 

Debido Proceso: Derecho fundamental que posibilita que el proceso situé a las partes, que 

buscan protección de sus derechos en una perfecta situación de igualdad, procurando 

convivencia pacífica en una comunidad que reclama de un sólido acto de juzgar, por medio 

de un reconocimiento mutuo. (Agudelo Ramírez, 2005) 

Derecho de defensa: Garantía judicial o la norma-principio integrante del derecho al debido 

proceso, por el cual toda persona que ha sido encausado posee la facultad de preparar la 

contradicción o la contra argumentación con el fin de que se descarte la acusación 

presentada en su contra, o mejor aún que se reconozca y garantice que su posición jurídica 

es mejor arreglada a derecho con relación a la de su atacante. Forma parte del núcleo 

constitucional. (Luján Túpez, 2013) 

Derechos Constitucionales: Aquellos de los que es titular el hombre no por graciosa 

concesión de las normas positivas, sino con anterioridad e independientemente de ellas, y 

por el mero hecho de ser hombre, de participar de la naturaleza humana y se consignan 

generalmente en la Constitución. (Sánchez Marín, 2014)  

Doble Conforme: Supone que la condena deber ser capaz de subsistir el reexamen en un 

nuevo juicio, si se cumplen los requisitos que habilitan la revisión (Horvitz & López, 

2004). También implica la imposibilidad para los órganos acusadores, Ministerio Público y 

querellante, de impugnar la absolutoria del imputado en un juicio de reenvío cuando éste 

fue igualmente absuelto en un primer debate. (Campos, 2016) 

Elementos de Convicción: Las evidencias obtenidas en la fase de investigación o en el 

momento de la detención en los casos de flagrancia, que permiten reconocer que estamos 

en presencia de un delito y por ello se debe solicitar el enjuiciamiento del imputado. 

(Jurado, 2016) 

Garantías Constitucionales: Los medios o instrumentos que la Constitución Nacional pone 

a disposición de los habitantes para sostener y defender sus derechos frente a las 

autoridades, individuos o grupos sociales. (Catanese, 2010) 
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Garantías Procesales: Aquellas que, en el plano jurisdiccional, aseguran al máximo la 

comprobación de la verdad fáctica, o sea, garantiza la verificación por parte de la acusación 

y la refutación por parte de la defensa de las concretas hipótesis acusatorias, estableciendo 

para ello los criterios de coherencia y justificación. (Ferrajoli, 2006) 

Principio de favorabilidad: Es la proposición cognitiva que exige al juzgador, que en el 

caso que detecte dos o más normas aplicables e igualmente vigentes para un mismo hecho, 

incluso tal denotación se extiende al caso de duda, debe elegir aquella que sea más 

favorable al referente de imputación. (Luján Túpez, 2013) 

Principio In dubio pro reo: Es la versión latina del principio de favorabilidad, por ello es la 

proposición cognitiva que exige al juzgador, que en el caso que detecte dos o más normas 

aplicables e igualmente vigentes para un mismo hecho, incluso tal denotación se extiende al 

caso de duda, debe elegir aquella que sea más favorable al referente de imputación. (Luján 

Túpez, 2013) 

Procedimiento Abreviado: Mecanismo procesal estructurado para no utilizar la misma 

cantidad de recursos que se disponen para la persecución de delitos de mayor importancia, 

con él no solo se logra que el costo del servicio judicial sea menor, sino que también se 

materialice el ideal de pronta y cumplida justicia, pues nadie concibe como acción justas 

aquellas en que por una mínima infracción se deba tramitar todo un proceso judicial que se 

toma largos costos y complicados. (Trejo Escobar, 1994) 

Procesado: Es la persona contra la cual se dicta el "auto de procesamiento". Esto es que 

habiéndose acreditado la existencia de un hecho constitutivo de delito, tiene sobre esta 

persona fundada sospechas de que sea: autor, cómplice o encubridor de dicho delito. 

(INFOIUS, 2001) 
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CAPÍTULO III 

MARCO METODOLÓGICO Y PLANTEAMIENTO DE RESULTADOS 

3.1 DISEÑO DE LA METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN EMPLEADA 

La presente investigación se ha diseñado sobre una propuesta descriptiva-explicativa, 

correlacional y de campo. La conjunción de este diseño, permitirá obtener, analizar y 

concluir de mejor forma, todas y cada una de las categorías establecidas en un inicio.  

Descriptivo: El empleo de este tipo de estudio, posibilitará describir la eficacia del 

procedimiento abreviado en el Ecuador, a partir de las reglas contenidas en el artículo 635 

del Código Orgánico Integral Penal, que permita delimitar su impacto en los derechos del 

procesado y los principios del debido proceso.  

Explicativo: La utilización de este aspecto, posibilitará determinar en el entorno nacional, 

las causas del por qué aunque ciertamente el procedimiento abreviado no logra la eficacia 

requerida, sigue empleándose, determinándose su eficacia, las causas y consecuencias de su 

manifestación, pudiéndose detectar ciertas falencias en su aplicación.  

La investigación correlacional se ha diseñado sobre la base de que existe la necesidad de 

conocer en la realidad ecuatoriana, la eficiencia del procedimiento abreviado a partir de las 

deficiencias que en la práctica, presenta el mismo. Mediante el análisis de estos dos 

conceptos, se establece la relación y a partir de ello, se obtendrá el conocimiento sobre el 

objeto del estudio planteado.    

La investigación de campo ha sido establecida ante la necesidad de conocer, mediante la 

observación y las entrevistas y encuestados, el comportamiento del fenómeno atendiendo a 

un conjunto de criterios preestablecidos, permitiendo conocer en la realidad donde se centra 

el estudio, la eficacia del procedimiento abreviado. 

3.2 MÉTODOS DE INVESTIGACIÓN 

En el presente estudio se han empleado un conjunto de métodos, especialmente 

seleccionados porque todos en su conjunto, conforman la plataforma que permitirá observar 

cada uno de los objetivos trazados; los que han respondido a un enfoque cualitativo y 
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cuantitativo. Ante este planteamiento, se han utilizado en esencia, tres métodos de 

investigación, el histórico, el analítico y el estadístico. El Método Histórico, aportará la 

evolución de las instituciones estudiadas, tales como procedimiento abreviado, derechos 

del procesado, principios del debido proceso y otros, que permitirán obtener información 

sobre la evolución que han sufrido las posturas conceptuales de dichas instituciones.  

El Método Analítico, se ha empleado porque permite entender los elementos asociados al 

procedimiento abreviado, explicando las causas y consecuencias de las reglas contenidas en 

el COIP y partiendo de ello, la eficacia que posee en la realidad procesal ecuatoriana. El 

último es el Método Estadístico, porque en el presente estudio, una de las acciones a 

realizar es investigación de campo, en el que se recolectarán informaciones, datos de la 

aplicación de encuestas, que permitirán obtener una idea cuantitativa del comportamiento 

del fenómeno y de los principales puntos de vista en torno a ello. Toda esa información 

será analizada, tabulada y graficada mediante el uso de este método.  

3.3 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 

Como técnica de investigación se emplearán la encuesta, entrevista y el análisis 

documental. La aplicación de la Encuesta y entrevista permitió obtener y elaborar datos de 

modo rápido y eficaz sobre las percepciones y concepciones en los operadores jurídicos 

encuestados y entrevistados sobre la eficacia del procedimiento abreviado; así como las 

cuestiones que consideran asociadas al mismo, tales como derechos del procesado y 

principios del debido proceso (Ver Anexos 3, 4, 5 y 6). También se ha empleado el Análisis 

Documental. La utilización de esta técnica, permitió unificar información trascendental 

sobre el procedimiento abreviado y la eficacia del mismo a partir del análisis en los 

derechos del procesado y diversos principios del debido proceso en el Ecuador, mediante la 

consulta de fuentes bibliográficas diversas, como revistas científicas, informes, 

investigaciones, libros, artículos científicos y otro cúmulo de documentos oficiales que 

permitieron lograr obtener una información veraz, actualizada y comprobable sobre los 

temas.  

Como instrumentos de la investigación, han sido utilizados las fichas bibliográficas y el 

cuestionario. La primera constituyó un soporte que permitió registrar y resumir la 
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información que es necesaria en la investigación que aporta la bibliografía en general que 

ha sido identificada. Mediante las mismas, se ha podido determinar las obras, conceptos, 

ideas básicas o generales, resúmenes, síntesis entre otras. Por su parte, con respecto al 

cuestionario se han elaborado un conjunto de interrogantes cuyo propósito fue el de obtener 

la información necesaria de la muestra seleccionada en torno a la eficacia del 

procedimiento abreviado y los derechos del procesado, para tener una idea de las 

consideraciones que poseen los especialistas.  

3.4 POBLACIÓN Y MUESTRA 

La población de la presente investigación está conformada por un gran grupo de sujetos, 

unidos por una característica común: conocimientos doctrinales y prácticos del 

procedimiento abreviado y su eficacia a partir de los derechos del procesado. Este grupo lo 

conformarán Abogados Especializados en materia penal del Guayas, Jueces de Garantías 

Penales de Guayaquil, Fiscales del mismo territorio. Este grupo, permitirá aportar a la 

investigación, con conocimientos veraces, los aciertos o desaciertos del procedimiento 

abreviado en el Ecuador, así como la incidencia del mismo en los derechos del procesado, 

de manera que la experiencia y conocimientos de los encuestados, aporten desde esta 

posición, datos fidedignos que aconsejen una mejora. 

Para el cálculo de la muestra se tuvo en cuenta los datos aportados por el Foro de Abogados 

del Guayas, el Consejo de la Judicatura de la misma provincia y la Fiscalía Provincial, los 

que se presentan a continuación.  

Tabla 3  

Población y muestra. 

No. COMPOSICIÓN CANTIDAD 

1 
Abogados en libre ejercicio 

profesional 
15865 

2 Fiscales 142 

3 Jueces de Garantías Penales 58 

TOTAL 16065 
 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuentes: Consejo de la Judicatura (2017) y Fiscalía General del Estado (2017) 
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Teniendo en cuenta esta población, se ha calculado la muestra mediante el empleo de la 

siguiente fórmula: 

  
     

  (   )      
 

Dónde: 

N= Población total  

n= Tamaño de la muestra 

Z= Puntaje Z con un nivel de confianza del 95% = 1,96 

P= Probabilidad de éxito = 0,50 

Q= Probabilidad de fracaso = 0,50 

E= Error estadístico = 5% = 0,05 

  
     

  (   )      
 

  
(    ) (     )(    )(    )

(    ) (       )  (    ) (    )(    )
 

  
         

      
 

      

Teniendo en cuenta la aplicación de la fórmula, resulta que deberán encuestarse un total de 

375 operadores jurídicos. Teniendo en cuenta el porcentaje de la población total en cada 

ámbito, se ha decidido aplicar la encuesta a 202 abogados, 122 fiscales y 51 jueces.   

3.5 ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

3.5.1 ENCUESTA REALIZADA A JUECES E GARANTÍAS PENALES, FISCALES 

Y ABOGADOS DEL GUAYAS 
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Pregunta 1 

¿Considera usted que entre los profesionales del derecho en el Ecuador, existe un 

adecuado conocimiento sobre las reglas del Procedimiento Abreviado?  

 

Tabla 4 

Población SÍ NO 

Abogados 184 91.5% 18 8.5% 

Fiscales 116 95% 6 5% 

Jueces 39 76% 12 24% 

Total 339 91% 36 9% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gráfico 4. 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: El objetivo de la pregunta que se plantea es obtener 

información sobre la percepción de los encuestados, sobre el grado de conocimiento de los 

profesionales del derecho en el país, en torno al procedimiento abreviado, porque ello 

permitirá tener un discernimiento al respecto. En este sentido, el 91.5% de los abogados 

considera que sí, mientras que entre los fiscales igual postura posee el 95%, siendo el 76% 

de los jueces los que consideran afirmativamente esta idea. En sentido general, el 91% de 

los encuestados consideran que sí existe un conocimiento adecuado. Estos elementos 

determinan el hecho de que, el procedimiento abreviado, al encontrarse estipulado en el 

COIP, se materializa con habitualidad en la realidad procesal ecuatoriana, lo que ha 

obligado a que los operadores de justicia tengan que dominar sus reglas y principios, de 

esta forma se comprueba que la mayoría de los profesionales del derecho poseen 

conocimiento sobre sus ventajas y desventajas.   
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Pregunta 2.  

¿Considera usted acertado que las reglas del procedimiento abreviado establezca que 

serán susceptibles a su aplicación los delitos con una pena privativa de libertad 

máxima de 10 años?  

Tabla 5 

Población SÍ NO 

Abogados 24 11.5% 178 88.5% 

Fiscales 22 17.4% 100 82.6% 

Jueces 21 40% 30 60% 

Total 67 17.3% 308 82.7% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 

 
Gráfico 5. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: Conocer el criterio en torno a este requisito, 

constituye sin lugar a dudas el objetivo de la pregunta. Entre los abogados, el 11.5% está de 

acuerdo en que sean aquellos delitos con pena privativa de libertad máxima de 10 años, 

mientras que el 88.5% no lo está; entre los fiscales, el 17.4% considera que sí, mientras que 

el 82.5% lo contrario; y entre los jueces, el 40% respondió que sí, mientras que el 60%, que 

no. En sentido general el 17.3% consideró ser adecuado dicho dato, mientras que el 82.7% 

consideró que no lo era. Ante esta realidad queda claro que la mayoría de los encuestados 

no consideran adecuado, el hecho que en el procedimiento abreviado se establezca que sean 

susceptibles a su aplicación los delitos con una pena privativa de libertad máxima de 10 

años, por la magnitud que esto presenta, sin haber establecido previamente alguna otra 

excepción según el caso. 
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Pregunta 3. 

¿Considera usted que en la aplicación del procedimiento abreviado se debería 

establecer que se exceptúen aquellos delitos que causen mayor peligrosidad y mayor 

daño, además de aquellos delitos que lesionen gravemente la eficacia de la 

administración del Estado? 

Tabla 6 

Población SÍ NO 

Abogados 144 71.5% 58 28.5% 

Fiscales 94 76.9% 28 23.1% 

Jueces 46 90% 5 10% 

Total 284 75.7% 91 24.3% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 6. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: La finalidad de la interrogante que se analiza, es 

conocer el criterio de los encuestados sobre la posibilidad de que mediante el 

procedimiento abreviado se sustancien aquellas figuras delictivas de elevada peligrosidad o 

que provoquen mayor daño, no solo a la víctima sino que atentan en contra de la seguridad 

ciudadana. Sobre este aspecto, dentro de los abogados, el 71.5% opinó que si mientras que 

el 28.5% que no; entre los fiscales el 76.9% respondió afirmativamente y el 23.1% lo 

contrario. Finalmente entre los jueces, el 90% respondió estar de acuerdo, mientras que el 

10% no lo está. En sentido general, el 75.7% opinión que deberían exceptuarse de dicho 

procedimiento, las figuras delictivas delimitadas, mientras que el 24.4% no lo considera así. 

Estos datos demuestran que, el procedimiento abreviado debe permitirse para las figuras 
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delictivas que no sean de gran impacto social, de mayor gravedad, y que no atenten contra 

la vida y seguridad humana.  

Pregunta 4. 

¿Considera usted acertado que solo el fiscal sea el que pueda proponer este 

procedimiento? 

Tabla 7 

Población SI NO 

Abogados 0 0% 202 100% 

Fiscales 23 18% 99 82% 

Jueces 4 8% 47 92% 

Total 27 7% 348 93% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

                                                                             Fuente: Encuestas

 

Gráfico 7. 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: Esta interrogante tiene como finalidad conocer el 

criterio de los operadores de justicia encuestados, especialmente los fiscales, sobre quién 

debería ser el autorizado para proponer este procedimiento. En este sentido, el 100% de los 

abogados no están de acuerdo con que sea el fiscal quien único lo puede proponer; mientras 

que entre los fiscales, el 18% está conteste con ello, pero el 82% no comparte la idea; entre 

los jueces, el 8% considera que debe mantenerse en el dominio del fiscal, mientras que el 

92% opina que no. En sentido general solo el 7% considera que debe mantener bajo la 

potestad del fiscal, y el 93% que no debe permanecer así. Estos datos demuestran que existe 

un criterio ampliamente mayoritario que desea que la potestad de presentar el 

procedimiento abreviado, no solo radique en el fiscal, sino que la posea la persona 
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procesada, quien no solo debe limitarse a dar su consentimiento sino más bien una vez 

informado sobre el procedimiento en el que consiste volver un proceso penal en abreviado 

y sus resultados, este facultado a solicitarlo cumplimentando las exigencias legales, debido 

a que considerado como un medio alterno que favorece a la persona procesada.  

Pregunta 5.  

¿Es usted del criterio que, la brevedad en que se juzgue un delito sea la salida para 

lograr una justicia eficaz? 

Tabla 8 

Población SI NO 

Abogados 23 11% 179 89% 

Fiscales 24 20% 98 80% 

Jueces 4 8% 47 92% 

Total 51 13% 324 87% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 8. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: Esta pregunta tiene como objetivo conocer el 

criterio de los encuestados sobre la vinculación entre la brevedad y la eficacia en el 

procedimiento abreviado. Entre los abogados el 11% expone que sí, mientras que el 89% 

que no; entre los fiscales el 20% respondió afirmativamente mientras que el 80% lo 

contrario; y entre los jueces el 8% considera que sí, y el 92% que no. En sentido general, el 

13% respondió que sí, mientras que el 87% lo contrario. En este sentido en el 

procedimiento abreviado, uno de sus caracteres esenciales es el de ser rápido, lo que 
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indudablemente teniendo en cuenta el criterio de la mayoría de los encuestados, de que, si 

un procedimiento será breve, lo será en tanto no afecte la eficacia del mismo, lo que 

indudablemente no acontece en el procedimiento abreviado en el COIP, en el que la 

celeridad afecta su eficacia mediante la vulneración de un conjunto de derechos y 

principios.  

Pregunta 8. 

¿Considera usted adecuado que, el procesado tenga que manifestar la admisión de los 

hechos imputados, para acceder a este proceso? 

Tabla 9 

Población SI NO 

Abogados 103 51% 99 49% 

Fiscales 116 95% 6 5% 

Jueces 51 100% 0 0% 

Total 270 72% 105 28% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 9. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: La presente pregunta tiene como objetivo, conocer 

el criterio de los encuestados sobre el acto de autoincriminación que debe hacer el 

procesado para que se pueda acceder a dicho procedimiento. En este sentido, entre los 

abogados el 51% considera estar de acuerdo, mientras que el 49% no lo está; entre los 

fiscales el 95% está conforme y el 5% no; y entre los jueces el 100% refiere estar de 

acuerdo con dicha disposición. En sentido general, el 72% considera que es acertada dicha 

regulación mientras que el 28% no comparte la idea. Teniendo en cuenta los criterios 
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planteados por los operadores de justicia encuestados, queda claro que la mayoría posee un 

criterio en cuanto a la necesidad de que el procesado admita su participación de los hechos 

imputados por el fiscal, de tal forma que con ello se constituye un aspecto esencial para 

comprobar su responsabilidad dentro del hecho factico. En este sentido, según lo planteado 

por estos profesionales, se legitima dicha condición de procesado.      

Pregunta 7. 

¿Considera usted que las reglas del Procedimiento Abreviado deberían establecer que 

la persona procesada por una sola vez podrá acogerse a este procedimiento especial, y 

que no serán aceptadas aquellas solicitudes presentadas por personas anteriormente 

juzgadas a través del mismo procedimiento? 

Tabla 10 

Población SI NO 

Abogados 202 100% 0 0% 

Fiscales 122 100% 0 0% 

Jueces 51 100% 0 0% 

Total 375 100% 0 0% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 10. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: La relevancia de esta interrogante radica en el hecho 

de considerar el procedimiento abreviado, como un beneficio para la persona procesada, al 

favorecerse con una pena minina impuesta, previamente negociado con el Fiscal. Entre 

todos los encuestados, el 100% considera que debería establecer como requisito para 

tramitar este procedimiento, debido a que la reincidencia es lo más común en los delitos 

que son susceptibles al procedimiento abreviado, lo que conlleva a que aquellas personas 

procesadas no estimen la sanción impuesta como un castigo para su conducta, típica 
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antijurídica, sino más como un beneficio para ellos que podrán acceder cuantas veces 

reincidan en el hecho delictivo. 

Pregunta 8. 

¿Estaría usted de acuerdo que los delitos que sean susceptibles del procedimiento 

abreviado sean los delitos sancionados con una prisión privativa de libertad de hasta 

cinco años? 

Tabla 11 

Población SI NO 

Abogados 197 98% 5 2% 

Fiscales 64 52% 58 48% 

Jueces 25 48% 26 52% 

Total 286 76% 89 24% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 11. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: Esta interrogante Está destinada a conocer el criterio 

de los encuestados sobre si en el procedimiento abreviado el límite de las penas para poder 

acceder al mismo, debería ser de 5 años y no de 10 años como lo establece en la actualidad 

el COIP. Entre los abogados, el 98% considera que sí, mientras que el 2% que no; entre los 

fiscales el 52% opinó que sí y el 48% que no; mientras que entre los jueces el 48% 

considera que si y el 52% lo contrario. En sentido general el 76% de los encuestados 

opinaron afirmativamente y el 24% lo contrario. Como se ha evidenciado, la mayoría del 

total de encuestados, son del criterio que el procedimiento abreviado debe reformarse en 
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cuanto al quantum de la pena para poder acceder a este medio alterno, ya que al tratarse de 

una disminución esencial de las formalidades, sea para delitos cuya peligrosidad no se 

elevada, de forma que solo se delimite a aquellos delitos de menor gravedad.    

Pregunta 9. 

¿Considera usted que, debe ser derogado el numeral 2 del Artículo 221 del Código de 

la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los Tribunales penales 

para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a que actualmente 

dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Tabla 12 

Población SI NO 

Abogados 202 100% 0 0% 

Fiscales 122 100% 0 0% 

Jueces 51 100% 0 0% 

Total 375 100% 0 0% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

 
Gráfico 12. 

Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: La interrogante que se analiza, pretende conocer el 

criterio de los encuestados, sobre la inconsistencia que presente el artículo de referencia, al 

estar en contradicción con los juzgados que en la actualidad conocen de este procedimiento, 

siendo pertinente un pronunciamiento que actualice la legislación a la realidad actual. En 

este sentido el 100% de los encuestados, consideran pertinente derogar el artículo 221 

numeral 2 del Código Orgánico de la Función Judicial, porque no responde a la realidad 

ecuatoriana actual, puesto que, al no coincidir con la misma, no merece continuar siendo un 

precepto en el citado Código, pues contradice lo que acontece en la realidad procesal penal.     
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Pregunta 10. 

¿Considera usted pertinente que al reformar el artículo 635 del Código Orgánico 

Integral Penal, se estaría garantizando la eficacia jurídica del procedimiento 

abreviado logrando así una respuesta favorable en su aplicación? 

Tabla 13 

Población SI NO 

Abogados 194 97% 8 3% 

Fiscales 81 66% 41 34% 

Jueces 3 6% 48 94% 

Total 278 74% 97 26% 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

                                                                             Fuente: Encuestas

 

Gráfico 13. 
Elaborado por: Velásquez Suárez, R. F. 

Fuente: Encuestas 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN: Esta interrogante es otra de las que se plantean para 

conocer un criterio conclusivo integral de los encuestados, erigiéndose como una pregunta 

destinada a conocer la percepción general de los encuestados en torno a la necesidad o no 

de reestructurar determinadas reglas del abreviado en el COIP, para dotar a este 

procedimiento especial de seguridad y eficacia jurídica. Entre los abogados, el 97% 

considera que debe ser reestructurado y un 3% que no; entre los fiscales el 66% considera 

que sí, y un 34% lo contrario; y entre los jueces un 6% refiere que debe reestructurarse 

mientras que el 94% considera que debe permanecer en la forma que se encuentra en la 

actualidad. En términos generales el 74% considera que se replantearse mientras que el 

26% que debe permanecer intacto. 
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3.5.2 ENTREVISTA REALIZADA AL ABOGADO ÁNGEL ISRAEL JARRÍN 

SÁNCHEZ, DEFENSOR PÚBLICO DE LA PROVINCIA DEL GUAYAS 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las 

Garantías Básicas Constitucionales? 

El procedimiento abreviado es un beneficio para la persona procesada siempre y cuando 

dentro del proceso existan los elementos suficientes que determinen su responsabilidad y 

participación en el delito que se pesquisa, obteniendo como beneficio una pena menor, lo 

cual es una garantía Constitucional del ordenamiento ecuatoriano, debido a esto se puede 

decir que cumple con las Garantías Básicas Constitucionales. 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad 

de los delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena 

privativa de libertad? 

Pues el Consejo de la Judicatura ha puesto en práctica un sistema de justicia más ágil 

implementando en la normativa en este caso en el área penal, procedimientos especiales 

como lo es el abreviado. Hay casos en los que no se necesita de una exhaustiva 

investigación además de la colaboración que presta la persona procesada para el 

esclarecimiento de los hechos, en observancia a esto, se pone en práctica el principio de 

celeridad, siendo este la base para su aplicación, por ende, si estamos dentro de un caso 

concreto donde se determina todos los elementos que aseguren la participación y 

responsabilidad de la persona procesada, se debe llevar a cabo el procedimiento abreviado 

automáticamente, en beneficio del Procesado. 

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la 

facultad de proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento 

abreviado y que no solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Considero que sí, ya que nuestra actuación como defensores público se ve limitada por la 

voluntariedad o en este caso por la discrecionalidad con la que actúa el fiscal, al ser él quien 

propone al procesado se someta a este procedimiento especial; en cambio si ponemos la 

figura de acuerdo a la pregunta plantea, para que sea el procesado que a través de la 
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defensoría ya sea pública o privada proponga negociar su pena, pues no solo se estaría 

reconociendo la igualdad de condiciones en el actuar de los sujetos procesales sino más 

bien, estaríamos ratificando la tutela judicial efectiva dentro del procedimiento abreviado, 

al permitir ejercer en su defensa una negociación que va a favor del reo. 

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento 

abreviado una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que 

se fundamenta la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo 

conlleven a la responsabilidad según el grado de participación de la persona 

procesada? 

Esto es un requisito sine qua non, debido a que el juez es el que acepta o no la solicitud del 

procedimiento abreviado, misma que debe cumplir todos los requisitos establecidos para su 

sustanciación, recordemos que para llegar a una sentencia en donde se declara la 

culpabilidad de una persona, se deben haber configurado la materialidad y la 

responsabilidad del hecho factico. Claro es que el COIP no establece como regla general 

que el juez deba analizar estos elementos dentro de la audiencia del procedimiento 

abreviado, en razón de que este nace de la negociación de dos partes fiscal y procesado; y el 

juez ratifica el acuerdo entre ambas partes, garantizando que no se haya vulnerado el 

debido proceso. 

Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la 

determinada según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se 

pueda volver acoger a este medio alterno? 

Yo como defensor público y que ejerzo la materia penal, considero que siempre debe 

favorecerse a la persona procesada, en cuanto a garantías y derechos constitucionales pero 

que al incidir en un mismo acto que va en contra a ley, sí se debe establecer excepciones. 

Según el artículo 52 del COIP, determina que la finalidad de la penal es de prevención de 

comisión de delitos, y en su artículo 57 define la reincidencia como la comisión de un 

nuevo delito por parte de la persona anteriormente sentenciada. Si dentro del procedimiento 

abreviado el reo se beneficia en su aplicación, no debería de considerarse válida la solicitud 
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de un reincidente debido a que la pena impuesta en una anterior sentencia no ha cumplido 

con su finalidad de prevenir la comisión de otros delitos.  

Pregunta 6: ¿ Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 

del Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los 

Tribunales penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a 

que actualmente dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

De acuerdo con el articulo 76 en su numeral 3 dispone que toda persona deberá ser juzgada 

por el juez competente en observancia a las reglas de cada procedimiento, por esto 

considero que el artículo en mención debe ser derogado al ya no ser competentes los 

Tribunales de conocer y tramitar el procedimiento abreviado. 

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del 

procedimiento abreviado? 

Bueno no lo llamaría mecanismos, porque las herramientas que se necesitaban para 

descongestionar la carga procesal penal ya existen, uno de ellos es el procedimiento 

abreviado que ha sido el tema en el que te has enfocado, y como ya lo manifesté antes,  

mientras no se vulnere el debido proceso y se configuren los elementos necesarios que 

motiven la sentencia condenatoria en contra de la persona procesada, estamos frente a un 

procedimiento que se ajusta a la Constitución; más sin embargo hace falta instaurar temas 

como la reincidencia, y la obligatoriedad de evaluar los elementos que justifiquen la 

existencia del delito, y la responsabilidad del procesado antes de ser aceptado por el juez. 

ANÁLISIS.- Para el entrevistado, las reglas y mecanismos legales por las que se rige 

actualmente el procedimiento abreviado, cumplen con el espíritu y las normas 

constitucionales, de forma tal que respetan íntegramente las garantías fundamentales 

establecidas en la Carta Magna. Para el abogado, las razones que hicieron que el legislador 

incremente la penalidad en este tipo de procedimientos, responde a cuestiones de agilidad y 

celeridad procesal, porque ciertamente existen muchos hechos delictivos donde no se hace 

necesario una exhaustiva investigación, y por ende puede tramitarse a través de este 

procedimiento.  Un aspecto importante de lo alegado por el entrevistado, es en lo 

relacionado a que, la proposición de este procedimiento, no debe ser dominio absoluto del 
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fiscal, por cuanto ello rompe con el principio de igualdad procesal, estando de acuerdo en 

que la persona procesada también posea esta facultad, equiparando así de mejor forma, las 

posturas de las partes en el proceso. Con relación a la comprobación de la materialidad del 

delito por parte del juez y las cuestiones en torno a la participación, el entrevistado coincide 

en que ciertamente por ley el juzgador está obligado a analizar todas las cuestiones porque 

en su sentencia, tiene el deber de motivar su decisión. Ello quiere decir que no basta con 

que las partes hayan llegado a un acuerdo, sino que el juez debe tener claridad de los 

elementos de convicción que reafirman la culpabilidad o la materialización fáctica del 

hecho delictivo, de manera que logre su convicción. Otro elemento relevante es que, 

aunque el abogado entrevistado considera que, siempre que sea posible el procesado debe 

favorecerse, cumplimentando sus derechos y garantías, no comparte la idea de que a un 

individuo reincidente, pueda someterse a este tipo de procedimiento. En este sentido se 

concuerda que, si un sujeto posee la calidad de reincidente, es porque no ha cumplido la 

finalidad de la pena impuesta anteriormente, y que debido a que el procedimiento abreviado 

es una forma de favorecer a la persona  procesada. Como quiera que la legislación actual, 

establece que toda persona tiene que ser juzgada por un juez competente y sobre las reglas 

legalmente establecidas, el numeral 2 del artículo 221 del Código Orgánico de la Función 

Judicial se encuentra ya desactualizado, porque no son esos tribunales los que se encargan 

de conocer el procedimiento abreviado, estando de acuerdo en la necesidad de derogar el 

citado precepto, cuestión con la que se concuerda en plenitud. En sentido general el 

entrevistado considera que el procedimiento abreviado está acertadamente regulado en la 

legislación penal ecuatoriana. 

 No obstante, considera que en aras de perfeccionarlo, se hacen necesario establecer un 

conjunto de normas que lo enriquezcan, convirtiéndolo y dotándole de mayor eficacia. Así, 

el entrevistados considera que debieran establecerse cuestiones relacionadas con la 

reincidencia en este procedimiento, así como evaluar los aspectos de obligatoriamente 

deberá analizar el juzgador y que le concedan mayor conocimiento sobre los elementos 

fácticos del delito y de la responsabilidad del procesado, permitiendo con ello que no solo 

quede en el acuerdo del fiscal y el sujeto infractor, sino que el juez, también tenga 

obligaciones y una participación más activa.      
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3.5.3 ENTREVISTA REALIZADA AL ABOGADO VÍCTOR HUGO GONZÁLEZ 

DELGADO, FISCAL DE FLAGRANCIA DE LA PROVINCIA DEL GUAYAS 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las 

Garantías Básicas Constitucionales? 

Efectivamente, debemos hacer mención que en el art. 168 numeral 6 de CRE y 169 CRE 

nos establece que la sustanciación de los procesos se lleva a cabo a través de 3 principios de 

oralidad, contradicción, dispositivo, que guardan relación con las Garantías 

Constitucionales como inmediación, celeridad  y economía procesal, por lo que no se 

sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidad, todo esto tiene concordancia con el 

Articulo 5 de COIP que establece la base de todo sistema acusatorio oral, que no son otras 

cosas que los principios básicos que rigen al COIP en cuanto a la punibilidad. 

Además, indica que en el artículo 635 del COIP guarda armonía con las disposiciones 

legales de la actual Constitución. 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad 

de los delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena 

privativa de libertad? 

Partamos desde lo que establecía el derogado Código de Procedimiento Penal, acerca del 

procedimiento abreviado, que era admitido en delitos sancionados con una pena inferior a 5 

años, es decir en delitos de menor gravedad. Ahora en el Código Orgánico Integral Penal, 

se ha establecido hasta 10 años máximo de pena privativa de libertad, adecuando así la 

necesidad que ha surgido de efectivizar el acceso a la justicia, tanto para el procesado como 

para la víctima. Es decir que estos diez años se han establecidos como límite moderado y 

ajustado a la realidad social que estamos viviendo; y cuál ha sido la finalidad y que se está 

cumpliendo, es volver el sistema penal más célere y oportuno ahorrándole al Estado 

millones de dólares en gastos por administración de justicia,  a que me refiero al indicar 

gastos como por ejemplo: en un proceso ordinario que mecanismos se debe implementar 

para llegar a una exhaustiva investigación, los agentes de policías, fiscales, peritos, victima, 

abogado defensor, testigos,  jueces y un sin número de  costas procesales, que a la larga no 

era necesario realizar tantas diligencias procesales dentro del caso, porque no lo ameritaba 
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pero que sin embargo se debían poner en práctica ya que así lo determinaban las reglas, 

para esto se ha creado medidas alternas como lo son los procedimientos especiales entre 

ellos el abreviado.  

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la 

facultad de proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento 

abreviado y que no solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Considerando que las atribuciones que tiene el fiscal son claras, por cuanto en todo proceso 

de acción pública incluyendo en el abreviado, el fiscal es quien dirige la investigación, en 

este caso particular debe recopilar y presentar ante el juzgador de la causa los elementos en 

los que fundamenta su acusación, debido a ello el fiscal es quien puede analizar dichos 

elementos y que como lo establece las misma reglas de aplicación del procedimiento 

abreviado, del resultado de ese análisis el fiscal sugiere la pena a imponer. Por eso no 

considero que deba otorgase esa atribución a la persona procesada.  

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento 

abreviado una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que 

se fundamenta la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo 

conlleven a la responsabilidad según el grado de participación de la persona 

procesada? 

Esta pregunta amerita que se la asocie con la sentencia que se dicta a través de este 

procedimiento, misma que debe cumplir con los requisitos y formalidades establecidos en 

el artículo 362 del COIP, numeral 3 en el que indica que la decisión del juez debe estar 

motivada en fundamentos de hecho y de derecho. De esto nace que todo lo practicado en 

audiencia haya sido analizado conforme en derecho, cabe recalcar que en las reglas de este 

procedimiento es el juez quien tiene la facultad de aceptar o rechazar la solicitud presentada 

por el fiscal, aunque en el artículo 637 del COIP, no establece textualmente que el juez 

deba hacer un análisis antes de aceptar el procedimiento abreviado, pero esto se 

sobreentiende. Claro está que en derecho no hay que dejar nada “sobreentendido”, porque 

pueden haber confusiones, que a larga generan conflictos, así que no está demás hacer esa 

acotación sobre este tema.  
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Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la 

determinada según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se 

pueda volver acoger a este medio alterno? 

Es verdad que la persona procesada se beneficia en la aplicación del procedimiento 

abreviado al ser sancionada con pena reducida en un tercio de la pena que le correspondía, 

del mismo modo es verdad que muchas de las personas que han consentido que se los 

juzgue en esta vía, han mantenido otros procesos judiciales en su contra o vuelven a 

reincidir en el hecho imputado, por lo que estoy de acuerdo que sí debe determinarse este 

punto como requisito para poder acceder a este procedimiento.  

Pregunta 6: ¿Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 

del Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los 

Tribunales penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a 

que actualmente dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Al expedirse el Código Orgánico Integral Penal, se reformo el código orgánico de la 

función judicial en esta disposición reformatoria se le atribuye a los jueces y juezas de 

garantías penales la competencia de conocer y resolver los procedimientos abreviados y 

directos. Dejando vigente el artículo 221 numeral 2 del COFJ en el que aún facultad a los 

tribunales para resolver los procedimientos abreviados, quienes ya no son competentes, por 

lo que amerita que sea derogado. 

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del 

procedimiento abreviado? 

Con la experiencia y la práctica que a diario ejerzo, podría indicar que en el procedimiento 

abreviado muy a parte de los temas que hemos podido tratar; hay un punto que debe ser 

perfeccionado, es que al momento de la admisión de los hechos facticos de los cuales 

nosotros como fiscales le atribuimos a la persona procesada no siempre son aceptados de la 

forma que debería darse. Me refiero que la persona procesada se limita a dar su 

consentimiento aceptando ser juzgado en el procedimiento abreviado y admite los cargos 

imputados, eludiendo el verdadero sentido que esto significa que es de hacerse responsable 



95 

 

material del delito cometido además de aceptar su participación. Debería implementarse la 

confesión voluntaria del procesado, considerándola a favor de él mismo, dentro del 

procedimiento abreviado se lo puede practicar como un medio de defensa ayudando a 

esclarecer la realidad de los hechos suscitados y no solo aceptando lo que la fiscalía 

presenta como elementos de convicción.  

ANÁLISIS.- El entrevistado realiza acertadamente, una comparación en cuanto a las penas 

que establecían el derogado Código de Procedimiento Penal y el actual Código Orgánico 

Integral Penal, para poder comprender el incremento, pues de 5 años ascendió a 10 años. 

Para el fiscal en cuestión, ello obedece a tres puntos esenciales, primero, efectivizarían el 

acceso a la justicia tanto para la persona procesada como para la víctima, pues mediante 

este incremento, posibilita que mayores personas que se encuentren dentro de un proceso 

penal, puedan acceder a este procedimiento con sus ventajas innegables.  

Segundo, lo referido a la celeridad procesal, pues es indiscutible la rapidez con la que se 

tramitan y culminan estos procesos. Tercero, es el referido al ahorro de recursos estatales, 

pues indudablemente tener que realizar acciones de todos los sujetos implicados, supone un 

gasto enorme de recursos humanos y financieros, todos los que se reducen drásticamente 

ante la tramitación de este procedimiento. El fiscal en cuestión, rechaza la posibilidad de 

que el ofrecimiento al procedimiento abreviado se le conceda a la persona procesada, 

manifestando su voluntad de que dicha potestad se mantenga en poder del fiscal, por cuanto 

es a este a quien se le confiere legalmente el ejercicio de la acción y es quien tienen a su 

haber, los elementos de derecho y hecho para realizar la imputación, cuestión con la que no 

se concuerda para nada, si se tienen en cuenta que, todos los elementos de convicción que 

pugnan contra la inocencia del individuo, tienen que ser conocidos por este y su defensa, de 

manera que el conocimiento de los mismos, no es exclusivo del fiscal, sino de ambas 

partes.  

Con respecto al deber de comprobar la materialización del delito y el grado de participación 

por parte del juez, el entrevistado refiere que ciertamente el artículo 362 numeral 3 del 

COIP obliga a los juzgadores a que cuando dicten una sentencia sea de forma motivada, y 

aunque el artículo 637 del COIP nada refiere en torno a ello, el entrevistado refiere que se 

sobreentiende que el juzgador para adoptar su decisión, deba motivar el fallo, pero que en 
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materia de derecho penal, y especialmente cuando se analizan derechos y libertades de los 

individuos, no puede quedar así, por lo que debe establecerse de forma expresa.  

Un aspecto interesante es que el fiscal en cuestión, considera que según su experiencia ha 

tenido procesados en los que, ofreciéndoseles la tramitación por el abreviado, se 

encontraban extinguiendo sanción o sujetos a otros procesos penales, por lo que considera 

que ello no es correcto y en este sentido, se debería establecer como un requisito para 

acceder a este procedimiento, el no ser reincidente. También es del criterio, cuestión con la 

que se concuerda que, el numeral 2 del artículo 221 del COFJ debe derogarse, pues si bien 

es cierto que con la promulgación del COIP, se estableció que eran los jueces de garantías 

penales los que conocerían de dicho procesamiento, se dejó intacto el citado artículo, 

siendo contradictorio y contraproducente, por lo que su derogación debe ser inmediata.    

En cuanto a las cuestiones que podrían mejorar el procedimiento, muy importante es lo 

referido por el entrevistado. En este sentido admite que en muchas ocasiones, la persona 

procesada no acepta la imputación de la forma en que debiera suceder, pues si bien admiten 

los hechos, no se consigue la finalidad del proceso y del juicio en sí, que es que admita la 

responsabilidad material del mismo. En este sentido, el entrevistado concuerda con el hecho 

de que sería mucho mejor que la persona procesada, de forma voluntaria confiese su 

participación en los hechos, y que no sea consecuencia de una propuesta del fiscal o de ver 

ventaja directa en la pena a imponerse. 
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3.5.4 ENTREVISTA REALIZADA AL ABOGADO IVÁN ISRAEL LÓPEZ 

PADILLA, JUEZ DE LA UNIDAD JUDICIAL PENAL SUR DEL CANTÓN 

GUAYAQUIL 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las 

Garantías Básicas Constitucionales? 

Es potestad del Estado crear normas y procedimientos acorde a la Constitución, razón por 

la que el procedimiento abreviado regulado en el COIP, se sustancia en observancia a las 

Garantías Constitucionales. 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad 

de los delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena 

privativa de libertad? 

Dado que existe un incremento en la carga procesal y con el objetivo de descongestionar el 

sistema de justicia, sea han establecido procedimientos especiales que representan un gran 

aporte para la justicia en el Ecuador, que permiten que el acceso a la justicia se vuelva 

oportuno. Pero este procedimiento no es nuevo en el sistema de justicia ecuatoriano, lo que 

se ha logrado con el COIP es complementar su aplicación a través de los principios 

procesales como el de simplificación, celeridad, inmediación y dispositivo. Esto sería la 

razón por el que reformo el quantum de la pena en lo que respecta a los delitos susceptibles 

de la aplicación del procedimiento abreviado, además de garantizar el estatus jurídico de la 

persona procesada de forma ágil.  

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la 

facultad de proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento 

abreviado y que no solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Hay que dejar claro en que consiste el procedimiento abreviado, este surge de la 

negociación que propone el Fiscal al procesado de llegar a un acuerdo en aceptar su 

responsabilidad haber cometido el delito y a cambio recibir un pena reducida, todo esto se 

da sin que se vulnere el debido proceso; como se trata de un acuerdo entre ambas partes 

considero que sería indistinto quien lo proponga ya que la finalidad es de negociar. Si 
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ambas parte no están de acuerdo simplemente no procede la aplicación del procedimiento 

abreviado, pero si ocurre lo contrario y se llega al acuerdo podría el fiscal o procesado 

proponer su aplicación cumpliendo los requisitos para su aceptación. 

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento 

abreviado una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que 

se fundamenta la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo 

conlleven a la responsabilidad según el grado de participación de la persona 

procesada? 

Una vez recibida la solicitud del fiscal para poder someter el caso al procedimiento 

abreviado, el juez tiene 24 horas para convocar audiencia en las que se decidirá si se acepta 

o no el trámite. Como juez de garantías penales y tal como lo estable la misma norma no 

podemos expedir sentencia condenatoria en ningún caso sin antes haber examinado los 

elementos que configuran la responsabilidad material del delito y la culpabilidad de la 

persona procesada según con el principio de congruencia. Por estos motivos el Juez tiene la 

obligación de analizar no solo los elementos de convicción sino que también el actuar de 

los sujetos procesales, sin que se vulnere la voluntariedad de donde nace la negociación 

entre ambas partes.   

Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la 

determinada según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se 

pueda volver acoger a este medio alterno? 

Según en los casos en los que he tenido que sustanciar el procedimiento abreviado, si se 

dan las reincidencias en delitos como, violencia en contra de la mujer, robo, tenencia y 

porte de armas, pero al no superar el quantum de la pena requerida y cumpliendo los demás 

requisitos deben ser aceptados para que se sometan este procedimiento. Sin que esto 

importe cuantas veces haya reincidido en el mismo delito o cualquier otro acogiéndose a 

este beneficio sin ninguna restricción. Esta pregunta la podrías sustentar con el artículo 393 

de la Constitución en el que se estable que el Estado ecuatoriano este obligado a garantizar 

la seguridad humana a través de la prevención de la comisión de delitos o infracciones, en 
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este caso sería instaurar en la reglas del procedimiento abreviado que la personada 

procesada no deba ser reincidente y que solo se podrá acoger a este procedimiento especial 

por una sola vez.  

Pregunta 6: ¿Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 

del Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los 

Tribunales penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a 

que actualmente dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Pues sí, quizás es algo que se le haya pasado por alto a los asambleístas debido que los 

competentes para conocer y resolver procedimientos abreviados, somos los jueces y juezas 

de garantías penales ya no los Tribunales penales.  

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del 

procedimiento abreviado? 

El mecanismo ya existe, dado que el procedimiento abreviado es un medio alterno que sea 

planteado a favor del procesado, pero para mi parecer no siempre es efectivo dejar sin 

excepciones la aplicación de esta clase de procedimientos especiales. En todo proceso 

siempre se va a velar y precautelar que no se vulnere el debido proceso y ninguna de las 

garantías que establece la Constitución, pero tampoco podemos privilegiar la calidad de la 

persona procesada, ya que no solo el Estado debe crear normas que favorezcan al 

procesado; sino más bien que prevengan a que se susciten o se sigan cometiendo más  

delitos de cualquier índole. Hay que tomar medidas que sean efectivas, te planteo un 

ejemplo: En el delito de tenencia y porte armas es uno de los tantos delitos que no superan 

los diez años, es decir susceptibles del procedimiento abreviado, pero que acarrea que este 

delito vaya en aumento, es así como se forman las organizaciones delictivas, incrementan 

los robos a nivel nacional, y un sin número de hechos delictivos que afecta la seguridad 

humana de la que te hablaba. Es por esto que sí hace falta ser un poco más restrictivo en lo 

que concierne a procedimientos en donde no se puede agravar la pena y ni mucho menos 

llegar a una mayor indagación o investigación.  
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ANÁLISIS.- El entrevistado refiere que, como quiera que el procedimiento abreviado se 

encuentra establecido en la legislación nacional, y que en su tramitación tienen que 

observarse de forma obligada las reglas jurídicas que tanto el COIP como la Constitución 

establecen, entonces si existe un respeto a las garantías básicas del ser humano cuando se 

somete a este procedimiento. El juez considera que dentro de las razones por las que se 

manifestó en el COIP un incremento en la pena para poder acceder a este trámite, es debido 

a la carga procesal existente hasta entonces, en la que los jueces tenían mucho que tramitar 

y la rapidez con la que tenían que hacerlo, provocaba indudablemente afectaban la justicia. 

Motivo por el que con este incremento en la pena, se descongestionó el sistema de justicia 

que resolvía casos en mayor brevedad y con menor esfuerzo en tiempo y recursos.  

Algo muy importante es lo referido a la posibilidad de que la persona procesada también 

pueda proponer este tipo de trámite. Para el entrevistado el procedimiento abreviado surge 

de un acto de negociación del procesado con el fiscal, en el que se acuerdan determinadas 

cuestiones. Ante esta realidad se concuerda con el entrevistado en que realmente no 

trasciende, quién es el que propone la tramitación por las reglas del abreviado, porque, ya 

sean uno o el otro, ambos deberán estar de acuerdo, por lo que ciertamente la persona 

procesada muy bien podría tener la citada facultad.  

Un elemento que ha llamado la atención, es la referencia que realiza el entrevistado en 

torno a la obligatoriedad de que el juez evalúe la materialización del delito y el grado de 

participación del sujeto. En este sentido, el juez refiere que la legislación penal ecuatoriana 

les impone esta obligación a los jueces y juezas pero que, ello no puede vulnerar el 

principio de voluntariedad que rigió en la negociación previa entre el fiscal y el procesado. 

Esta cuestión le resta participación activa al juez, pues ciertamente aunque debe evaluar 

tanto la efectiva materialización del delito como el grado de participación, y a la vez 

respetar lo que las voluntades del fiscal y el procesado haya consignado en el acuerdo 

presentado, implica una disminución de la labor analítica del juzgador.  

El entrevistado, acorde a la realidad y a la postura de los anteriores entrevistados, expone 

que en la práctica judicial, cuando se les somete a su consideración llevar un proceso por 

las reglas del abreviado, implica que solamente el juez valore el cumplimiento de los 

requisitos exigidos en ley, por lo que el hecho de que la persona procesada sea o no 
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reincidente, no es un elemento a tener en cuenta para la admisión o no del trámite. En este 

sentido concuerda  el entrevistado en torno a que se debe considerar este elemento como un 

componente que permita acceder al mismo o no.   

Ciertamente se comparte el criterio de que al legislador del COIP, se le pasó la derogación 

del numeral 2 del  artículo 221, pues ciertamente son los Jueces de Garantías Penales y no 

los Tribunales de Garantías Penales, los que conocen de este asunto. En torno a los 

mecanismos que perfeccionen este procedimiento, el entrevistado considera que se hace 

necesario que se más restrictivo, porque existen delitos que son de comisión habitual en una 

u otra región, y que a pesar de ello y la peligrosidad que tienen para la sociedad, son 

sometidos al procedimiento abreviado. Esta cuestión es otro elemento que expresa la 

ausencia o disminución de libertad del juzgador en este tipo de procedimiento, en el que, 

aunque un juez o jueza tenga esta concepción, de que un hecho delictivo es de gran impacto 

y peligrosidad en un territorio, pueda decidir si admite tramitar o no, por este 

procedimiento.  
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3.6 PROPUESTA 

La propuesta está dirigida a dos puntos. 

1. Proponer la reestructuración de las reglas contenidas en Código Orgánico Integral 

Penal (COIP), sobre la sustanciación del procedimiento abreviado. 

2. Y la derogatoria del numeral 2 del artículo 221 del Código Orgánico de la Función 

Judicial (COFJ), por no guardar armonía con el artículo 229 del mismo cuerpo legal 

sobre la competencia de conocer y tramitar los procedimientos abreviados, que 

radica sobre los Jueces de Garantías Penales. 

 

3.6.1 TÍTULO DE LA PROPUESTA 

Reformar las reglas del procedimiento abreviado establecidas a partir del artículo 635 del 

Código Orgánico Integral Penal, así como la derogatoria del numeral 2 del artículo 221 del 

Código Orgánico de la Función Judicial.  

 

3.6.2 JUSTIFICACIÓN DE LA PROPUESTA 

La propuesta que se presenta, encuentra su justificación en la necesidad de dotar mayor 

eficacia al procedimiento abreviado regulado en el Código Orgánico Integral Penal del 

Ecuador, pues se ha observado ciertas falencias en la práctica del mismo, a través de la 

investigación de campo se ha recopilado información de los expertos en materia penal. 

Además del análisis realizado a las reglas que actualmente rigen este procedimiento 

especial, complementando el presente proyecto de investigación con la jurisprudencia 

emitida por la Corte Nacional de Justicia del Ecuador, los derechos humanos establecidos 

en el pacto de San José de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos y el 

derecho comparado con otras legislaciones; se ha logrado establecer el presente proyecto de 

reforma de los artículos 635, 636, 637, 638 y 639 del COIP (2016), así como la derogatoria 

del numeral 2 del COFJ (2009), por no ser congruente con las reglas del procedimiento 

abreviado en el ámbito de competencia.  

. 



103 

 

3.6.3 OBJETIVO GENERAL 

Elaborar una propuesta de reformatoria de los artículos 635, 636, 637, 638 y 639 del 

Código Orgánico Integral Penal del Ecuador y derogatoria del numeral 2 del artículo 221 

del Código Orgánico de la Función Judicial, que perfeccione y dote de mayor eficacia el 

Procedimiento Abreviado contenido en dicha norma.  

 

3.6.4 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 Perfeccionar las reglas del Procedimiento Abreviado en el Ecuador.  

 Dotar de la mayor eficacia al Procedimiento Abreviado en el COIP para que se 

garanticen la tutela judicial efectiva de los derechos y la seguridad jurídica. 

 Reformatoria de los artículos 635, 636, 637, 638 y 639 del COIP. 

 Derogatoria del numeral  2 del artículo 221 del COFJ, de manera que las reglas del 

Procedimiento Abreviado garanticen una efectividad plena.  
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3.6.5 DESARROLLO DE LA PROPUESTA 

Proyecto de reformatoria  al Código Orgánico Integral Penal y derogatoria en el 

Código Orgánico de la Función Judicial ecuatoriano 

República del Ecuador 

ASAMBLEA NACIONAL 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Ecuador es un Estado constitucional de derechos, enmarcado en un irrestricto 

respecto a las normas y principios establecidos en la Constitución, leyes e instrumentos 

jurídicos internacionales. En este espíritu, el Estado ecuatoriano en los últimos años se ha 

preocupado y ocupado por construir un sistema de enjuiciamiento que deja a un lado los 

elementos informadores del sistema inquisitivo, de forma que las garantías penales han sido 

constantes en la intención de las principales políticas implementadas en materia penal.   

En este sentido, Ecuador, ha implementado en su Código Orgánico Integral Penal, 

en torno al Procedimiento Abreviado, preceptos que en su mayoría logran una agilidad en 

la impartición de justicia, y aunque la intención nunca fue disminuir el disfrute de los 

derechos de la persona procesada, ciertamente en la práctica se han evidenciado estudios 

serios que demuestran una vulneración de ciertos derechos. 

Esta situación implica una actuación contundente por parte del órgano legislativo, 

que en su afán de dotar de mayor aceptación al procedimiento penal, ha provocado en el 

mismo, una restricción en la tutela efectiva de los derechos del procesado y la seguridad 

jurídica que atentan contra el espíritu garantista del derecho penal en el Ecuador, cuestiones 

que merecen una modificación, en aras de dotar de mayor eficacia al procedimiento 

abreviado no solamente en cuanto al tiempo de duración, sino en la protección y 

aseguramiento de los derechos a las partes.  

República del Ecuador 

ASAMBLEA NACIONAL 
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CONSIDERANDO: 

Que el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador establece que El 

Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social, democrático, soberano, 

independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de 

república y se gobierna de manera descentralizada.  

Que el numeral 7 y 8 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador 

reconocen y garantizan los derechos sin exclusión alguna, los cuales deberán desarrollarse 

de manera progresiva  a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. 

Que el numeral 9 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador 

establece como principio que el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer 

respetar los derechos garantizados en la Constitución. 

Que el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador establece el 

derecho a la seguridad jurídica que se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 

existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes. 

Que el artículo 84 de la Constitución de la República del Ecuador dice que la 

Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrán la obligación de adecuar, 

formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos en la 

Constitución y los tratados internacionales. 

Que el numeral 8 del artículo 375 de la Constitución de la República del Ecuador 

establece que es deber del Estado Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de 

paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción. 

Que el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el 

Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas, para 

asegurar la convivencia pacífica de las personas y prevenir las formas de violencia y 

discriminación y la comisión de infracciones y delitos. 

En uso de sus atribuciones constitucionales y legales expide la siguiente: 
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REFORMATORIA AL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL  

Artículo 1.- Refórmese el artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente 

manera: 

Art. 635.- Reglas.- El procedimiento abreviado deberá sustanciarse de conformidad 

con las siguientes reglas: 

Sustitúyase el numeral 1 por el siguiente:  

1. Serán susceptibles del procedimiento abreviado, los delitos que no excedan de cinco 

años de pena privativa de libertad. 

Sustitúyase en el numeral 2 la frase “La propuesta de la o el fiscal podrá presentarse”  por la 

siguiente: “Para acceder al procedimiento abreviado, la propuesta podrá ser 

presentada por la o el fiscal o el procesado a través de su defensor público o privado” 

Agréguese después del numeral 6 el siguiente numeral:  

7. Se excluirán de este procedimiento aquellos delitos que atenten contra la vida, 

integridad física o sexual y violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar.  

Artículo 2.- Refórmese el artículo 636 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente 

manera: 

Art. 636.- Trámite.- La o el fiscal de oficio o a petición de la persona procesada a 

través de su defensor público o privado, propondrá que el trámite se sustancie bajo las 

reglas del procedimiento abreviado, si configuran los siguientes requisitos: 

1. La persona procesada solo se podrá acoger por una sola vez a este procedimiento. 

2. La defensa de la persona procesada, pondrá en conocimiento de su representada 

o representado la posibilidad de someterse a este procedimiento, explicando de 

forma clara y explícita en qué consiste y las consecuencias que el mismo conlleva. 

3. La o el fiscal y la persona procesada deberán estar conformes con lo acordado y 

harán constar en la solicitud para acogerse al procedimiento abreviado la 

materialidad y responsabilidad del delito y la pena a imponer sugerida por la o el 

fiscal. 
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4. La pena sugerida será el resultado del análisis de los hechos imputados y 

aceptados y de la aplicación de circunstancias atenuantes y agravantes, conforme 

lo previsto en este Código, sin que la rebaja sea mayor al tercio de la pena 

mínima prevista en el tipo penal. 

5. La o el fiscal o la persona procesada a través de su defensor público o privado 

solicitará por escrito o de forma oral el sometimiento a procedimiento abreviado 

a la o al juzgador competente, acreditando en audiencia todos los requisitos 

previstos, así como la determinación de la pena reducida acordada. 

6. Le corresponderá a la o el fiscal, presentar los suficientes elementos de 

convicción que conlleven a determinar la materialidad del delito cometido y la 

responsabilidad de la persona procesada. 

Artículo 3.-  Refórmese el artículo  637 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente 

manera: 

Agréguese en el primer inciso, después de la frase “definirá si se acepta o rechaza el 

procedimiento abreviado” lo siguiente: “por lo que estará obligado a examinar y analizar 

los elementos de convicción presentados por la o el fiscal en los que fundamenta su 

acusación,  mismos que deberán configurar la materialidad del delito y el grado de 

responsabilidad en el que la persona procesada haya participado”. 

Artículo 4.-  Refórmese el artículo  638 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente 

manera: 

Agréguese después de la frase “la calificación del hecho punible” lo siguiente: “la 

materialidad del delito cometido, así como la responsabilidad de la persona 

procesada” 

Artículo 5.-  Refórmese el artículo  639 del Código Orgánico Integral Penal, de la siguiente 

manera: 

Sustitúyase en el primer párrafo la frase “se sustancie en trámite ordinario”  por la 

siguiente: “continúe el proceso en el que se estaba sustanciando”. 
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Sustitúyase la frase  “El acuerdo no podrá ser prueba dentro del procedimiento ordinario” 

por la siguiente: “El acuerdo no podrá ser prueba dentro del proceso en el que se 

estaba sustanciando”. 

 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA  

 

ÚNICA.-  Deróguese numeral 2 del artículo 221 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 544 del 09 de Marzo de 2009.  

Dado en Quito Metropolitano, a los ____ días del mes de ________________ 2017.  
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CONCLUSIONES 

Según el análisis que se ha llevado a cabo dentro de presente proyecto de 

investigación, el procedimiento abreviado representa en el sistema de justicia ecuatoriano 

un gran aporte, debido a que disminuye la carga procesal, regula el estatus jurídico de la 

persona procesada en un menor tiempo, logrando así el ahorro económico en gastos de la 

administración de justicia a través de la aplicación de los procedimientos especiales, dentro 

de los que se encuentra el abreviado, lo que justifica la razón por la cual el procedimiento 

abreviado fue instaurado en nuestro sistema de justicia penal.   

Llegando así a la conclusión que al tratarse de un procedimiento en donde la 

persona procesada debe renunciar al derecho de ser  juzgado mediante el sistema oral de 

acuerdo a los principios de contradicción, presunción de inocencia, y sobre todo ejercer el 

derecho a una defensa en un tiempo prudencial, reformando las reglas generales que 

configuran un debido proceso. Éste debe contar con reglas claras en las que su finalidad no 

solo sea la celeridad del proceso, ni la economía procesal; sino más bien tutelar los 

derechos consagrados en la Constitución, tales como el configurar la verdadera 

responsabilidad y participación de la persona procesada dentro del delito que la fiscalía le 

impute, y que la declaración de la persona procesada se ejerza a favor de su defensa libre y 

voluntariamente, facultándolo así poder negociar la reducción de la pena a imponer.  

A través de las técnicas de investigación empleadas, se ha logrado obtener 

información verídica acerca de la sustanciación del procedimiento abreviado; las encuestas 

y entrevistas realizadas a expertos en la materia penal, forman parte esencial para sustentar 

el enfoque que se plantea en la propuesta. Debido a esto, se han encontrado falencias, como 

el no haberse establecido ninguna excepción en los tipos de delitos que son susceptibles a 

este procedimiento, dejando únicamente como requisito que sean delitos sancionados con 

una pena privativa de libertad de hasta diez años, cuando se ha verificado a través del 

métodos histórico que el origen de este procedimiento ha sido para ser aplicado en delitos 

menores, que no represente un peligro eminente tanto para el Estado como a la sociedad. 

Estableciendo además que el procedimiento abreviado se da en beneficio de la 

persona procesada, al lograr negociar una pena reducida y que sin importar cuantas veces 

sea reincidente en el cometimiento de cualquier tipo de delito que no supere el quantum de 
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la pena establecida, éste pueda acogerse y beneficiarse del procedimiento abreviado, 

afectando así la prevención de la comisión de delitos o infracciones,  poniendo en riesgo la 

seguridad humana consagrada en la Constitución de la República del Ecuador, por lo que se 

ha planteado como propuesta que la persona procesada pueda acogerse a este 

procedimiento por una sola ocasión, logrando obtener una gran aceptación tanto en los 

resultados de las encuestas como en las entrevistas realizadas a expertos en materia penal. 

Otra de las conclusiones que logró obtener tanto del análisis realizado en el marco 

teórico como en el marco metodológico, sobre la discrecionalidad que tiene la o el fiscal 

dentro del procedimiento, dado que depende de la o el fiscal proponer a la persona  

procesada que  se acoja al procedimiento abreviado. Cuando la naturaleza del mismo 

procedimiento depende de la voluntariedad del procesado además del acuerdo al que se 

llegue con la o el fiscal, razón por la que la persona procesada debería estar facultada para 

proponer al fiscal negociar su pena, siguiendo las demás reglas establecidas para su 

aplicación. Esto en relación al derecho comparado con la legislación de Costa Rica en la 

que si establece la facultad de que cualquiera de las dos parte tanto Fiscalía como la 

persona procesada ya sea conjunta o individualmente puedan proponer que la causa se 

sustancie a través del procedimiento abreviado. 

Como punto final se puedo encontrar que el numeral 2 del artículo 221 del  Código 

Orgánico de la Función Judicial, es contrario a los deberes y atribuciones de los Jueces de 

Garantías penales establecidos en el artículo 225 del mismo cuerpo legal y las reglas del 

procedimiento abreviado del Código Orgánico Integral Penal, siendo estos competentes 

para resolver y tramitar el procedimiento abreviado y no los Tribunales Penales, denotando 

así la falta de armonía entre ambas disposiciones, lo que motiva a que sea derogado.  

Con todo lo expuesto podemos concluir que la hipótesis establecida en el presente proyecto 

de investigación, que si se reestructuran las reglas del Procedimiento Abreviado 

establecidas a partir del artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal ecuatoriano, se 

respetará de mejor manera las garantías constitucionales como el debido proceso, tutela 

judicial efectiva de los derechos y la seguridad jurídica, perfeccionando su aplicación, la 

misma que ha sido aprobada y validada  a través de las técnicas de investigación empleadas 

y formuladas a expertos en materia penal.  
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RECOMENDACIONES 

 

De las conclusiones obtenidas en este proyecto de investigación, en la que en sus objetivos 

específicos es volver eficaz al procedimiento abreviado a través de la reformatoria de la 

normativa jurídica de las reglas establecidas a partir del artículo 635 del Código Orgánico 

Integral Penal y la derogatoria del  artículo 221 numeral 2 del Código Orgánico de la 

Función Judicial, por lo que se recomienda lo siguiente:  

1. Reformar el procedimiento abreviado en tal sentido que se sean excluidos de este 

procedimiento aquellos delitos que atenten contra la vida, integridad física o sexual 

y violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar. 

2. Reducir el quantum de la pena de los delitos que sean susceptibles al procedimiento 

abreviado  a cinco años de pena máxima privativa de libertad. 

3. Que para acceder al procedimiento abreviado, la propuesta pueda ser presentada por 

la o el fiscal o la persona procesada a través de su defensor público o privado, 

además que la persona procesada solo se pueda acoger por una sola vez a este 

procedimiento, todo esto se encuentra vinculado con la seguridad humana 

establecida en el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador, 

previniendo así la comisión de delitos o infracciones. 

4.  Además de establecer la obligatoriedad de la o el fiscal de presentar los suficientes 

elementos de convicción que conlleven a determinar la materialidad del delito 

cometido, así como la responsabilidad de la persona procesada. 

5. Y en cuanto al actuar de los juzgadores, tengan el deber expreso de examinar y 

analizar los elementos de convicción presentados por la o el fiscal en los que 

fundamenta su acusación,  mismos que deberán configurar la materialidad del delito 

y el grado de responsabilidad en el que la persona procesada haya participado, 

brindando seguridad jurídica y tutela judicial efectiva a sus derechos. 

6.  También se recomienda que para guardar armonía entre el Código Orgánico 

Integral Penal y el Código Orgánico de la Función Judicial se derogue el numeral 2 

del artículo 221 del COFJ, debido a que es contrario a la reglas del procedimiento 

abreviado. 
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ANEXOS 

 

Anexo 1. Pericles, el primer abogado profesional. Grecia. 

 

Fuente: (Perú, legis.pe, 2016) 
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Anexo 2. Ahorro Económico por aplicación de procedimientos especiales en Materia Penal 

 

Fuente: Diario el Telégrafo -Lunes 27 de junio del 2016 (http://tinyurl.com/j8rextz). 
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Anexo 3. Encuesta realizada a Jueces de Garantías Penales, Fiscales y Abogados del 

Guayas. 

 

UNIVERSIDAD LAICA VICENTE ROCAFUERTE DE GUAYAQUIL 

ENCUESTA 

OBJETIVO: La encuesta que se somete a su consideración, tiene como finalidad conocer 

su consideración en torno a la eficacia del procedimiento abreviado establecido en el 

artículo 635 del Código Orgánico Integral Penal del Ecuador, en su incidencia en los 

derechos de los procesados y garantías del debido proceso.   

CUESTIONARIO 

 

1. ¿Considera usted que entre los profesionales del derecho en el Ecuador, existe un 

adecuado conocimiento sobre las reglas del Procedimiento Abreviado? 

SI___   NO___ 

2. ¿Considera usted acertado que las reglas del procedimiento abreviado establezca 

que serán susceptibles a su aplicación los delitos con una pena privativa de libertad 

máxima de 10 años? 

SI___   NO___ 

3. ¿Considera usted que en la aplicación del procedimiento abreviado se debería 

establecer que se exceptúen aquellos delitos que causen mayor peligrosidad y mayor 

daño, además de aquellos delitos que lesionen gravemente la eficacia de la 

administración del Estado? 

SI___   NO___ 

4. ¿Considera usted acertado que solo el fiscal sea el que pueda proponer este 
procedimiento? 

SI___   NO___ 

5. ¿Es usted del criterio que, la brevedad en que se juzgue un delito sea la salida para 

lograr una justicia eficaz? 

SI___   NO___  

6. ¿Considera usted adecuado que, el procesado tenga que manifestar la admisión de 

los hechos imputados, para acceder a este proceso? 

SI___   NO___ 

7. ¿Considera usted que las reglas del Procedimiento Abreviado deberían establecer 

que la persona procesada por una sola vez podrá acogerse a este procedimiento 
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especial, y que no serán aceptadas aquellas solicitudes presentadas por personas 

anteriormente juzgadas a través del mismo procedimiento? 

SI___   NO___ 

8. ¿Estaría usted de acuerdo que los delitos que sean susceptibles del procedimiento 

abreviado sean los delitos sancionados con una prisión privativa de libertad de hasta 

cinco años? 

SI___   NO___ 

9. ¿Considera usted que, debe ser derogado el numeral 2 del Artículo 221 del Código 

de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los Tribunales 

penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a que 

actualmente dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

SI___   NO___ 

10.  ¿Considera usted pertinente que al reformar el artículo 635 del Código Orgánico 

Integral Penal, se estaría garantizando la eficacia jurídica del procedimiento 

abreviado logrando así una respuesta favorable en su aplicación? 

SI___   NO___ 
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Anexo 4. Entrevista realizada al abogado Ángel Israel Jarrín Sánchez, Defensor 

Público de la Provincia del Guayas. 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las Garantías 

Básicas Constitucionales? 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad de los 

delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena privativa 

de libertad? 

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la facultad de 

proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento abreviado y que no 

solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento abreviado 

una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que se fundamenta 

la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo conlleven a la 

responsabilidad según el grado de participación de la persona procesada? 

Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la determinada 

según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se pueda volver acoger 

a este medio alterno? 

Pregunta 6: ¿Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 del 

Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los Tribunales 

penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a que actualmente 

dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del procedimiento 

abreviado? 
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Anexo 5. Entrevista realizada al  Abogado Víctor Hugo González Delgado, Fiscal de 

Flagrancia de la Provincia del Guayas 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las Garantías 

Básicas Constitucionales? 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad de los 

delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena privativa 

de libertad? 

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la facultad de 

proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento abreviado y que no 

solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento abreviado 

una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que se fundamenta 

la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo conlleven a la 

responsabilidad según el grado de participación de la persona procesada? 

Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la determinada 

según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se pueda volver acoger 

a este medio alterno? 

Pregunta 6: ¿Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 del 

Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los Tribunales 

penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a que actualmente 

dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del procedimiento 

abreviado? 
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Anexo 6. Entrevista realizada al abogado Iván Israel López Padilla, Juez de la Unidad 

Judicial Penal Sur del Cantón Guayaquil 

Pregunta 1: ¿Considera usted que el Procedimiento Abreviado cumple con las Garantías 

Básicas Constitucionales? 

Pregunta 2: ¿Para usted, cuál sería la razón que en el COIP se aumentó la penalidad de los 

delitos que son susceptibles al procedimiento abreviado hasta diez años de pena privativa 

de libertad? 

Pregunta 3: ¿Considera usted que se debería otorgar a la persona procesada la facultad de 

proponer que se sustancie la contienda legal a través del  procedimiento abreviado y que no 

solo se deje a discreción del fiscal dicha facultad? 

Pregunta 4: ¿Estaría usted de acuerdo que el juez para aceptar el procedimiento abreviado 

una vez recibida la solicitud examine los elementos de convicción en los que se fundamenta 

la acusación del fiscal, configurando la materialidad del delito y que lo conlleven a la 

responsabilidad según el grado de participación de la persona procesada? 

Pregunta 5: ¿Usted, considera adecuado que la persona procesada que haya sido 

beneficiada por el Procedimiento Abreviado obteniendo una pena inferior a la determinada 

según el tipo de delito que haya cometido, y que siendo reincidente se pueda volver acoger 

a este medio alterno? 

Pregunta 6: ¿Usted, considera adecuado que se derogue el numeral 2 del Artículo 221 del 

Código de la Función Judicial que hace referencia a la competencia de los Tribunales 

penales para sustanciar y resolver el procedimiento abreviado, debido a que actualmente 

dicha  competencia radica en los Jueces de Garantías Penales? 

Pregunta 7: ¿Qué mecanismos usted aplicaría para mejorar la normativa del procedimiento 

abreviado? 

 






















































































